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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 152 DE 2018 
SENADO

por la cual se moderniza el sector de las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones (TIC), 
se distribuyen competencias, se suprime la 
Autoridad Nacional de Televisión, y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 

por objeto alinear los incentivos de los agentes 
y autoridades del sector de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones (TIC), 
aumentar su certidumbre jurídica, simplificar 
y modernizar el marco institucional del sector, 
focalizar las inversiones para el cierre efectivo 
de la brecha digital y potenciar la vinculación del 
sector privado en el desarrollo de los proyectos 
asociados, así como aumentar la eficiencia 
en el pago de las contraprestaciones y cargas 
económicas de los agentes del sector.

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo del 
artículo 1° de la Ley 1341 de 2009, el cual quedará 
así:

Parágrafo. El servicio postal continuará 
rigiéndose por las normas especiales pertinentes, 
en particular la Ley 1369 de 2009, con las 
excepciones específicas que contenga la presente 
ley.

El servicio de radiodifusión sonora continuará 
rigiéndose por las disposiciones específicas 
expresamente señaladas para ese servicio en la 
presente ley.

Para todos los efectos de la presente ley, la 
provisión de redes y servicios de telecomuni-

caciones incluye la provisión de redes y servicios 
de televisión.

El servicio de televisión abierta radiodifundida 
continuará rigiéndose por las normas especiales 
pertinentes, en particular la Ley 182 de 1995, la 
Ley 335 de 1996, la Ley 680 de 2001 y demás 
normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan.

Al servicio de radiodifusión sonora y al de 
televisión abierta radiodifundida les será aplicable 
la presente ley en las disposiciones específicas 
expresamente señaladas para estos servicios.

Sin perjuicio de la aplicación de los principios 
generales del derecho.

Artículo 3°. Modifíquense los numerales 5 y 7 
y agréguense los numerales 9 y 10, al artículo 2° 
de la Ley 1341 de 2009, que quedarán así:

5.	 Promoción de la Inversión. Todos los pro-
veedores de redes y servicios de telecomuni-
caciones tendrán igualdad de oportunidades 
para acceder al uso del espectro y contribui-
rán al Fondo Único de Tecnologías de la In-
formación y las Comunicaciones. La asigna-
ción del espectro procurará la maximización 
del bienestar social y la certidumbre de las 
condiciones de la inversión. El Estado ase-
gurará que los recursos del Fondo Único de 
Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones se destinen de manera específica 
para garantizar el acceso y servicio universal 
y el uso de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, el desarrollo de la ra-
diodifusión sonora pública, la televisión pú-
blica, la promoción de los contenidos multi-
plataforma de interés público que promuevan 
la preservación de la cultura y la identidad 
nacional y regional, y la apropiación tecno-
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lógica mediante el desarrollo de contenidos y 
aplicaciones con enfoque social y el aprove-
chamiento de las TIC con enfoque producti-
vo para el sector rural, en los términos esta-
blecidos en la presente ley.

7.	 El derecho a la comunicación, la informa-
ción y la educación y los servicios básicos 
de las TIC. En desarrollo de los artículos 20 
y 67 de la Constitución Política el Estado 
propiciará a todo colombiano el derecho al 
acceso a las tecnologías de la información y 
las comunicaciones básicas, que permitan el 
ejercicio pleno de los siguientes derechos: La 
libertad de expresión y de difundir su pensa-
miento y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial, la educación 
y el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la 
técnica, y a los demás bienes y valores de la 
cultura. Adicionalmente el Estado establece-
rá programas para que la población pobre y 
vulnerable y la población rural tengan acce-
so y uso a las plataformas de comunicación, 
en especial de Internet, contenidos de interés 
público y de educación integral.

9.	 Promoción de los contenidos multipla-
taforma de interés público. El Estado ga-
rantizará la promoción de los contenidos 
multiplataforma de interés público, a nivel 
nacional y regional, para contribuir a la parti-
cipación ciudadana y, en especial, en la pro-
moción de valores cívicos, el reconocimiento 
de las diversas identidades étnicas y cultura-
les, la equidad de género, la inclusión política 
y social, la integración nacional, el fortaleci-
miento de la democracia y el acceso al cono-
cimiento, en especial a través de la radiodi-
fusión sonora pública y la televisión pública, 
así como el uso de nuevos medios públicos 
mediante mecanismos multiplataforma.

10.	 Acceso a las TIC y despliegue de infraes-
tructura. Con el propósito de garantizar el 
ejercicio y goce efectivo de los derechos 
constitucionales a la comunicación, la vida 
en situaciones de emergencia, la educación, 
la salud, la seguridad personal y, el acceso a 
la información, al conocimiento, la ciencia 
y a la cultura, así como el de contribuir a la 
masificación de los trámites y servicios di-
gitales, de conformidad con la presente ley, 
es deber de la Nación asegurar la prestación 
continua, oportuna y de calidad de los servi-
cios públicos de comunicaciones para lo cual 
velará por el despliegue de la infraestructura 
de redes de telecomunicaciones, de los servi-
cios de televisión abierta radiodifundida y de 
radiodifusión sonora, en las entidades territo-
riales.

Artículo 4°. Modifíquense los numerales 1, 7 
y 13 del artículo 4° de la Ley 1341 de 2009, que 
quedarán así:

1.	 Proteger los derechos de los usuarios, velan-
do por la calidad, eficiencia y adecuada pro-
visión de los servicios, y la promoción de la 
digitalización de los trámites asociados a esta 
provisión.

7.	 Garantizar el uso eficiente del espectro ra-
dioeléctrico, que maximice el bienestar so-
cial generado por el recurso escaso, así como 
la reorganización del mismo, respetando el 
principio de protección a la inversión, aso-
ciada al uso del espectro. Los proveedores de 
redes y servicios de telecomunicaciones res-
ponderán jurídica y económicamente por los 
daños causados a las infraestructuras.

13.	 Incentivar la inversión para la construcción, 
operación y mantenimiento de infraestructu-
ras de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, y propender por la protec-
ción del medio ambiente y la salud pública.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 6° de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 6°. Definición de TIC. Las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones (en 
adelante TIC), son el conjunto de recursos, 
herramientas, equipos, programas informáticos, 
aplicaciones, redes y medios, que permiten la 
compilación, procesamiento, almacenamiento, 
transmisión de información como voz, datos, 
texto, video e imágenes.

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, con el apoyo técnico de la 
CRC, deberá expedir el glosario de definiciones 
acordes con los postulados de la UIT y otros 
organismos internacionales con los cuales sea 
Colombia firmante de protocolos referidos a estas 
materias.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 7° de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 7°. Criterios de interpretación de 
la ley. Esta ley se interpretará en la forma que 
mejor garantice el desarrollo de los principios 
orientadores establecidos en la misma, con énfasis 
en la promoción de la inversión, la garantía de la 
libre y leal competencia y la protección de los 
derechos de los usuarios.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 10 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 10. Habilitación general. A partir 
de la vigencia de la presente ley, la provisión 
de redes y servicios de telecomunicaciones, que 
es un servicio público bajo la titularidad del 
Estado, se habilita de manera general, y causará 
una contraprestación periódica a favor del 
Fondo Único de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones. Esta habilitación 
comprende, a su vez, la autorización para la 
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instalación, ampliación, modificación, operación 
y explotación de redes para la prestación de los 
servicios de telecomunicaciones, se suministren 
o no al público. La habilitación general a que 
hace referencia el presente artículo no incluye el 
derecho al uso del espectro radioeléctrico.

Parágrafo 1°. En materia de habilitación, 
el servicio de radiodifusión sonora continuará 
rigiéndose por las disposiciones específicas de la 
presente ley.

Parágrafo 2°. En materia de habilitación, 
el servicio de televisión abierta radiodifundida 
continuará rigiéndose por las normas especiales 
pertinentes, en particular la Ley 182 de 1995, la Ley 
335 de 1996, la Ley 680 de 2001, y demás normas 
que las modifiquen, adicionen o sustituyan. No 
obstante, los operadores del servicio de televisión 
abierta radiodifundida establecidos a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley podrán 
acogerse al régimen de habilitación general, de 
conformidad con el régimen de transición que la 
ley disponga.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 11 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 11. Acceso al uso del espectro 
radioeléctrico. El uso del espectro radioeléctrico 
requiere permiso previo, expreso y otorgado por 
el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones.

El permiso de uso del espectro respetará 
la neutralidad en la tecnología siempre y 
cuando esté coordinado con las políticas del 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, no generen interferencias 
sobre otros servicios, sean compatibles con las 
tendencias internacionales del mercado, no afecten 
la seguridad nacional, y contribuyan al desarrollo 
sostenible. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones adelantará 
mecanismos de selección objetiva, que fomenten 
la inversión en infraestructura y maximicen el 
bienestar social, previa convocatoria pública, 
para el otorgamiento del permiso para el 
uso del espectro radioeléctrico y exigirá las 
garantías correspondientes. En aquellos casos, 
en que prime la continuidad del servicio, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones podrá otorgar los permisos de 
uso del espectro de manera directa, únicamente 
por el término estrictamente necesario para asignar 
los permisos de uso del espectro radioeléctrico 
mediante un proceso de selección objetiva.

En la asignación de las frecuencias necesarias 
para la defensa y seguridad nacional, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones tendrá en cuenta las necesidades 
de los organismos de seguridad del Estado. 
El trámite, resultado e información relativa a 
la asignación de este tipo de frecuencias tiene 
carácter reservado. El Gobierno nacional podrá 
establecer bandas de frecuencias de uso libre de 

acuerdo con las recomendaciones de la UIT. Así 
mismo, podrá establecer bandas exentas del pago 
de contraprestaciones entre otras para programas 
sociales del Estado y la ampliación de cobertura 
en zonas rurales.

Parágrafo 1°. Para efectos de la aplicación 
de presente artículo, se debe entender que la 
neutralidad tecnológica implica la libertad que 
tienen los proveedores de redes y servicios de 
usar las tecnologías para la prestación de todos 
los servicios sin restricción distinta a las posibles 
interferencias perjudiciales y el uso eficiente de 
los recursos escasos.

Parágrafo 2°. Los permisos para el uso 
del espectro radioeléctrico podrán ser cedidos, 
arrendados o comercializados a cualquier título, 
total o parcialmente, hasta por el plazo del permiso 
inicial o el de su renovación, previa autorización 
del Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones en los términos que este 
determine sin desmejora de los requisitos, calidad 
y garantías del uso, acceso y beneficio común 
del espectro previamente establecidos. Se deberá 
actualizar la información respectiva en el Registro 
Único de TIC. El Gobierno reglamentará la 
materia.

Parágrafo 3°. Se entiende como maximización 
del bienestar social en el acceso y uso del espectro 
radioeléctrico, principalmente, la reducción de la 
brecha digital, el acceso universal, la ampliación 
de la cobertura, el despliegue y uso de redes 
e infraestructuras y la mejora en la calidad de 
la prestación de los servicios a los usuarios. Lo 
anterior, de acuerdo con las mejores prácticas 
internacionales y las recomendaciones de la UIT.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 12 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 12. Plazo y renovación de los 
permisos para el uso del espectro radioeléctrico. 
El permiso para el uso del espectro radioeléctrico 
tendrá un plazo definido inicial hasta de treinta 
(30) años, el cual podrá renovarse a solicitud 
de parte por períodos de hasta treinta (30) años. 
Para determinar las condiciones y el periodo de 
renovación, el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones tendrá en 
cuenta, entre otros criterios, la maximización 
del bienestar social, los planes de inversión, 
la expansión de la capacidad de las redes y la 
cobertura y la renovación tecnológica presentados 
por el interesado, que sean proporcionales al 
periodo de renovación solicitado, razones de 
interés público, el reordenamiento nacional del 
espectro radioeléctrico, o el cumplimiento a las 
atribuciones y disposiciones internacionales de 
frecuencias. Esta determinación deberá efectuarse 
mediante acto administrativo motivado.

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, establecerá las condiciones 
de la renovación, que tenga en cuenta el 
uso eficiente que se ha hecho del recurso, el 
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cumplimiento de los planes de expansión, la 
cobertura de redes y servicios y la disponibilidad 
del recurso, teniendo en cuenta los principios del 
artículo 75 de la Constitución Política.

La renovación de los permisos de uso del 
espectro radioeléctrico incluirá condiciones 
razonables y no discriminatorias que sean 
compatibles con el desarrollo tecnológico futuro 
del país, la continuidad del servicio y los incentivos 
adecuados para la inversión.

La renovación no podrá ser gratuita, ni 
automática. El interesado deberá manifestar en 
forma expresa su intención de renovar el permiso 
con tres (3) meses de antelación a su vencimiento, 
en caso contrario, se entenderá como no renovado.

Parágrafo. Los permisos para el uso del 
espectro radioeléctrico vigentes a la fecha de 
entrada en rigor de la presente ley, incluidos 
aquellos permisos para la prestación del servicio 
de televisión abierta radiodifundida y de 
radiodifusión sonora, podrán renovarse hasta por 
treinta (30) años. Para determinar las condiciones 
y el periodo de renovación, se aplicarán las reglas 
previstas en el presente artículo.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 13 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 13. Contraprestación económica 
por la utilización del espectro radioeléctrico. 
La utilización del espectro radioeléctrico 
por los proveedores de redes y servicios 
de telecomunicaciones dará lugar a una 
contraprestación económica a favor del Fondo 
Único de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones. El importe de esta 
contraprestación será fijado mediante resolución 
por el Ministro de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, con fundamento en criterios 
de fomento a la inversión, la maximización del 
bienestar social, el estado de cierre de la brecha 
digital, así como, entre otros, en los siguientes 
aspectos: ancho de banda asignado, número de 
usuarios potenciales, disponibilidad del servicio, 
planes de expansión y cobertura, demanda por 
el espectro y su disponibilidad y cualquier otro 
parámetro técnico que sirva como indicador del 
precio que debe recibir el Estado por la utilización 
del espectro radioeléctrico.

La contraprestación económica de que trata 
este artículo deberá pagarse por el respectivo 
proveedor de redes o servicio de telecomu-
nicaciones con ocasión del otorgamiento o 
renovación del permiso para la utilización del 
espectro radioeléctrico. Esta contraprestación 
podrá pagarse, total o parcialmente, mediante la 
ejecución de obligaciones de hacer, de acuerdo 
con la reglamentación que se defina al respecto, 
para ampliar la calidad, capacidad y cobertura 
del servicio, que beneficie a población pobre y 
vulnerable, o en zonas apartadas, en escuelas 
públicas ubicadas en zonas rurales, así como 
prestar redes de emergencias. Las inversiones 

por reconocer serán determinadas por el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

Artículo 11. Modifíquese el numeral 4 del 
artículo 14 de la Ley 1341 de 2009, el cual quedará 
así:

4.	 Aquellas personas naturales o jurídicas, sus 
representantes legales, miembros de juntas o 
Consejos Directivos y socios, que no se en-
cuentren al día con el Ministerio de Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicaciones 
o el Fondo Único de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones, por concepto 
de sus obligaciones.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 15 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 15. Registro Único de TIC. El 
Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones llevará el registro de la 
información relevante de redes, habilitaciones, 
autorizaciones y permisos conforme determine 
el reglamento. Deben inscribirse y quedar 
incorporados en el Registro los proveedores 
de redes y servicios de telecomunicaciones, 
incluyendo los operadores del servicio de televisión 
abierta radiodifundida y de radiodifusión sonora, 
los titulares de permisos para el uso de recursos 
escasos, indicando sus socios; que deberán cumplir 
con esta obligación incluyendo y actualizando la 
información periódicamente.

En el caso de las sociedades anónimas solo se 
indicará su representante legal y los miembros 
de su junta directiva. Este registro será público 
y en línea, sin perjuicio de las reservas de orden 
constitucional y legal.

Con el registro de que aquí se trata, se entenderá 
formalmente surtida la habilitación general a que 
se refiere el artículo 10 de la presente ley.

La no inscripción en el registro acarrea las 
sanciones a que haya lugar.

Parágrafo 1°. Todos los proveedores de redes 
y servicios de telecomunicaciones, incluyendo 
los operadores del servicio de televisión abierta 
radiodifundida, del servicio de radiodifusión 
sonora y los titulares de permisos para el uso 
de recursos escasos, deberán inscribirse en el 
Registro Único de TIC o actualizar la información 
registrada a la fecha de vigencia de la presente ley, 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días hábiles 
a partir de la vigencia de la reglamentación que 
sea expedida, sin perjuicio del cumplimiento de 
sus obligaciones en su calidad de operadores, 
proveedores y titulares, en particular del pago de 
contraprestaciones.

En todo caso los nuevos proveedores y titulares 
deberán inscribirse de forma previa al inicio de 
operaciones. Los proveedores y los titulares que 
se encuentren inscritos en el Registro TIC a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
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se entienden incorporados en el Registro Único 
de TIC.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, creará 
un sistema de información integral, con los 
datos, variables e indicadores relevantes, sobre 
el sector de las Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, que facilite la fijación de 
metas, estrategias, programas y proyectos para su 
desarrollo.

Parágrafo 3°. La inscripción en el Registro 
Único de TIC por parte de los operadores del 
servicio de televisión abierta radiodifundida, 
que permanezcan en el régimen de transición 
en materia de habilitación, y por parte de los 
operadores del servicio de radiodifusión sonora, 
tendrá solo efectos informativos.

Artículo 13. Modifíquense los numerales 1 y 4 
y agréguese el numeral 5 del artículo 17 de la Ley 
1341 de 2009, los cuales quedarán así:

1.	 Diseñar, formular, adoptar y promover las 
políticas, planes, programas y proyectos del 
sector de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, en correspondencia con la 
Constitución Política y la ley, con el fin de 
promover la inversión y el cierre de la bre-
cha digital, contribuir al desarrollo económi-
co, social y político de la Nación, y elevar el 
bienestar de los colombianos.

4.	 Definir la política pública y adelantar la ins-
pección, vigilancia y el control del sector de 
Tecnologías de la Información y las Comuni-
caciones, incluyendo el servicio de televisión 
abierta radiodifundida y el servicio de radio-
difusión sonora, con excepción de aquellas 
funciones de inspección, vigilancia y control, 
expresamente asignadas en la presente ley a 
la Comisión de Regulación de Comunicacio-
nes y a la Agencia Nacional del Espectro.

5.	 Ejercer la asignación, gestión, planeación y 
administración del espectro radioeléctrico.

Artículo 14. Modifíquense el inciso 1°, los 
numerales 6, 11, y 20, y agréguense los numerales 
23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y el Parágrafo del 
artículo 18 de la Ley 1341 de 2009, los cuales 
quedarán así:

Artículo 18. Funciones del Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones tendrá, 
además de las funciones que determinan la 
Constitución Política, y la Ley 489 de 1998, las 
siguientes:

6.	 Asignar el espectro radioeléctrico con fun-
damento en estudios técnicos y económi-
cos, con el fin de fomentar la competencia, 
la inversión, la maximización del bienestar 
social, el pluralismo informativo, el acceso 

no discriminatorio y evitar prácticas mono-
polísticas.

11.	 Ejercer las funciones de inspección, vigilan-
cia y control en el sector de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, confor-
me con la ley.

20.	 Fijar las políticas de administración, mante-
nimiento y desarrollo, así como administrar 
el uso del nombre de dominio de Internet 
bajo el código del país correspondiente a Co-
lombia -.co-.

23.	 Llevar el registro público actualizado de to-
das las frecuencias electromagnéticas que de 
conformidad con las normas internacionales 
estén atribuidas al servicio de televisión, en 
cada uno de los niveles territoriales en los que 
se pueda prestar el servicio. Dicho registro 
deberá determinar la disponibilidad de fre-
cuencias y, en caso de que estén concedidas, 
el nombre del operador, el ámbito territorial 
de la habilitación, su término y las sanciones 
de que hayan sido objeto los operadores.

24.	 Reglamentar el otorgamiento y prórroga de 
las concesiones para la operación del servi-
cio, los contratos de concesión de espacios de 
televisión y los contratos de cesión de dere-
chos de emisión, producción y coproducción 
de los programas de televisión, así como los 
requisitos de las licitaciones, contratos y li-
cencias para acceder al servicio, y el régimen 
sancionatorio aplicable a los concesionarios, 
operadores y contratistas de televisión, de 
conformidad con las normas previstas en la 
ley y en los reglamentos.

25.	 Fijar las tarifas, tasas y derechos, asociados 
a la concesión, a que se refiere la Ley 182 de 
1995.

26.	 Asignar las concesiones para la operación del 
servicio público de televisión, así como adju-
dicar y celebrar los contratos de concesión de 
espacios de televisión.

27.	 Aprobar y suscribir antes de su vencimiento, 
la prórroga de los contratos de concesión de 
espacios de televisión abierta de RTVC, para 
lo cual las entidades concedentes cederán 
previamente dichos contratos.

28.	 Reglamentar de modo general las condiciones 
y requisitos que deben cumplir los acuerdos 
que celebren los concesionarios de espacios 
de televisión y los contratistas de televisión 
regional para modificar, sin más limitaciones 
que las derivadas de la voluntad mayoritaria 
de los mismos y del respeto de los derechos 
que los amparan, el carácter y la modalidad 
de los espacios de que son titulares, la franja 
de audiencia, los horarios de emisión y la du-
ración de los programas, entre otros.

29.	 Convenir con RTVC la manera como habrá 
de garantizarse la continuidad temporal del 
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servicio en caso de suspensión, caducidad o 
terminación de los contratos con los operado-
res zonales o con los concesionarios de espa-
cios de televisión.

30.	 Establecer las condiciones para que los cana-
les regionales de los que hagan parte entida-
des territoriales de zonas de frontera puedan 
asociarse, en condiciones de reciprocidad y 
observando los acuerdos y tratados interna-
cionales de integración y cooperación, con 
entidades territoriales del país vecino, para la 
prestación del servicio público de televisión.

Parágrafo. El Gobierno nacional procederá 
a revisar y adoptar la estructura y la planta de 
personal del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, plazo que podrá prorrogarse 
hasta por seis (6) meses adicionales.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 19 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 19. Creación, naturaleza y objeto de 
la Comisión de Regulación de Comunicaciones. 
La Comisión de Regulación de Comunicaciones 
(CRC), es una Unidad Administrativa Especial, 
del orden nacional, con independencia 
administrativa, técnica, patrimonial, presupuestal, 
y con personería jurídica, la cual forma parte 
del Sector Administrativo de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. La CRC no 
estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno 
y sus actos solo son susceptibles de control ante la 
jurisdicción competente.

La Comisión de Regulación de Comunicaciones 
es el órgano encargado de promover la 
competencia en los mercados de las redes y los 
servicios de telecomunicaciones, incluidos los 
servicios de televisión abierta radiodifundida y 
de radiodifusión sonora, promover el pluralismo 
informativo, evitar el abuso de posición dominante, 
regular los mercados de las redes y los servicios 
de comunicaciones y garantizar la protección de 
los derechos de los usuarios; con el fin que la 
prestación de los servicios sea económicamente 
eficiente, y refleje altos niveles de calidad.

Para estos efectos la Comisión de Regulación 
de Comunicaciones adoptará una regulación que 
promueva la inversión, la protección de los usuarios, 
la calidad de los servicios, la simplificación 
regulatoria e incentive la construcción de un 
mercado competitivo que desarrolle los principios 
orientadores de la presente ley.

La Comisión de Regulación de Comunicaciones 
adoptará su estructura y planta de personal para 
el ejercicio de sus funciones de conformidad con 
lo dispuesto en la presente ley dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley, plazo que podrá ser prorrogado hasta 
por seis (6) meses adicionales.

Artículo 16. Agregar el artículo 19A a la Ley 
1341 de 2009, de la siguiente manera:

Artículo 19A. Patrimonio de la CRC. El 
patrimonio de la CRC estará constituido por:

1.	 Los recursos recibidos por concepto de la 
contribución por regulación.

2.	 El producto de los empréstitos externos o 
internos que eventualmente contrate para el 
desarrollo de sus funciones.

3.	 Los recursos que reciba por cooperación téc-
nica nacional e internacional.

4.	 Los aportes del presupuesto nacional y los 
que reciba a cualquier título de la Nación o 
de cualquier otra entidad estatal.

5.	 El producido o enajenación de sus bienes, y 
por las donaciones de personas naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras.

6.	 Los rendimientos financieros de sus recursos.
7.	 Los bienes muebles e inmuebles que adquie-

ra a cualquier título y los que le sean trans-
feridos por el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones y la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV) 
de conformidad con las funciones que le son 
transferidas mediante la presente ley.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 20 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 20. Composición de la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones (CRC).

Para el cumplimiento de sus funciones, la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones 
tendrá la siguiente composición:

Cinco (5) Comisionados de dedicación 
exclusiva para períodos institucionales fijos de 
cuatro (4) años, no reelegibles, con voz y voto, no 
sujetos a las disposiciones que regulan la carrera 
administrativa, los cuales podrán ser abogados, 
ingenieros electrónicos o de telecomunicaciones 
o economistas. En todo caso, al menos un 
comisionado deberá ser ingeniero electrónico 
o de telecomunicaciones, un comisionado será 
abogado y un comisionado será economista.

Los Comisionados deben ser ciudadanos 
colombianos mayores de 30 años, con título de 
pregrado y maestría o doctorado afines, y con 
experiencia mínima relacionada de ocho (8) años 
en el ejercicio profesional. Los miembros de la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones 
representarán exclusivamente el interés de la 
Nación.

Los Comisionados serán designados de la 
siguiente manera:

a)	 Dos (2) miembros designados por el Presi-
dente de la República.

b)	 Dos (2) miembros elegidos por el Presidente 
de la República mediante convocatoria públi-
ca, en la que cualquier ciudadano interesado 
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que cumpla con los requisitos del presente 
artículo pueda postularse.

c)	 Un (1) miembro elegido por el Presidente de 
la República de una terna de representantes 
postulados por los canales públicos de tele-
visión. Para este miembro, además de los re-
quisitos señalados en el presente artículo para 
poder ser designado Comisionado, en cuanto 
a la ciudadanía y títulos de pregrado y pos-
grado, deberá acreditar que de la experiencia 
mínima relacionada de ocho (8) años en el 
ejercicio profesional al menos cuatro (4) años 
sean de experiencia profesional relacionada 
con el servicio de televisión o audiovisual.

Para la convocatoria pública y la postulación 
se tendrá un término máximo de un (1) mes 
y para la realización del proceso de selección 
en su totalidad, incluyendo la postulación, la 
convocatoria y la designación, se tendrá un 
término máximo no prorrogable de hasta tres (3) 
meses a partir del vencimiento del periodo del 
Comisionado a reemplazar.

Uno de los Comisionados, en forma rotatoria, 
ejercerá las funciones de Director Ejecutivo de 
acuerdo con el reglamento interno, adoptado por 
la misma Comisión.

Parágrafo 1°. La Presidencia de la Sesión de 
la CRC será ejercida por quien los miembros de 
la Comisión designen, y la misma podrá sesionar 
y decidir con la mayoría simple de sus miembros.

Parágrafo 2°. La CRC contará adicionalmente 
con una Coordinación Ejecutiva. La Dirección 
Ejecutiva y la Coordinación Ejecutiva, cumplirán 
sus funciones con el apoyo de grupos internos de 
trabajo, definidos en su reglamento interno.

Parágrafo transitorio. La primera 
conformación de la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones (CRC) se regirá por las siguientes 
reglas:

1.	 Se mantendrá en su cargo hasta la finaliza-
ción de su respectivo periodo el (1) actual 
Comisionado de la CRC que haya tomado 
posesión de manera más reciente a la entra-
da en vigencia de la presente ley. Los dos (2) 
Comisionados actuales restantes, ejercerán 
su cargo hasta que tomen posesión los Co-
misionados designados de conformidad con 
lo dispuesto en los numerales 2) y 3) del pre-
sente parágrafo transitorio. Al vencimiento 
del periodo de transición del Comisionado 
señalado en el presente numeral, este será re-
emplazado por uno (1) de los Comisionados 
elegido conforme lo dispuesto en el literal a) 
del presente artículo.

2.	 Dentro del mes siguiente a la entrada en vi-
gencia de la presente ley, el Presidente de 
la República designará un (1) Comisionado 
seleccionado entre los miembros de la Junta 
Nacional de Televisión, que se encuentren en 

ejercicio del cargo a la fecha de entrada en vi-
gencia de la presente ley, para un periodo fijo 
institucional de tres (3) años, no reelegible. 
Al vencimiento del periodo de transición del 
Comisionado señalado en el presente nume-
ral, este será reemplazado conforme lo dis-
puesto en el literal b) del presente artículo.

3.	 Dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, el 
Presidente de la República designará un (1) 
Comisionado de los que trata el literal a) del 
presente artículo y en los términos contem-
plados en este. Al vencimiento del periodo 
del Comisionado este será reemplazado con-
forme lo dispuesto en el literal a) del presente 
artículo.

4.	 Dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, se de-
signará el Comisionado elegido por el Presi-
dente de la República de la terna postulada 
por los canales públicos de televisión de que 
trata el literal c) del presente artículo, para un 
periodo fijo institucional de cuatro (4) años, 
no reelegible. Al vencimiento del periodo del 
Comisionado este será reemplazado confor-
me lo dispuesto en el literal c) del presente 
artículo.

5.	 Dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, se de-
signará uno (1) de los Comisionados elegido 
por el Presidente de la República mediante 
convocatoria pública en la que hayan parti-
cipado ciudadanos interesados, conforme lo 
dispuesto en el literal b) del presente artículo, 
para un periodo fijo institucional de tres (3) 
años, no reelegible. Al vencimiento del pe-
riodo del Comisionado este será reemplazado 
conforme lo dispuesto en el literal b) del pre-
sente artículo.

6.	 En todo caso, se entenderá integrada la pri-
mera Sesión de la CRC y la misma podrá 
sesionar y decidir, cuando se encuentren en 
ejercicio de sus funciones por lo menos tres 
(3) de los Comisionados, designados según 
las reglas del presente parágrafo transitorio.

7.	 Una vez se encuentren posesionados y en 
ejercicio de sus funciones, los cinco (5) 
Comisionados que integren la primera con-
formación de la CRC de que trata este pa-
rágrafo transitorio, se procederá a designar 
al Comisionado que ejercerá las funciones 
de Director Ejecutivo, de acuerdo con lo 
dispuesto en el presente artículo. Mientras 
se posesionan los cinco (5) Comisionados 
conforme a lo dispuesto en el presente pa-
rágrafo transitorio, ejercerá las funciones 
de Director Ejecutivo quien ejerza la Coor-
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dinación Ejecutiva señalada en el parágrafo 
2° del presente artículo.

Artículo 18. Modifíquese el artículo 21 de la 
Ley 1341 de 2009, que quedará así:

Artículo 21. Inhabilidades para ser 
Comisionado. No podrán ser Comisionados:

1.	 Los miembros de juntas o consejos directi-
vos, representantes legales, funcionarios o 
empleados en cargos de dirección y confian-
za de los proveedores de redes y servicios 
de telecomunicaciones, incluyendo de los 
operadores de servicios de televisión abier-
ta radiodifundida, de radiodifusión sonora y 
de servicios postales, y quienes lo hayan sido 
dentro del año anterior a la fecha de designa-
ción.

2.	 Las personas naturales que tengan participa-
ción en proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones, incluyendo en operado-
res de servicios de televisión abierta radio-
difundida, de radiodifusión sonora y de ser-
vicios postales, o en sociedades que tengan 
vinculación económica con estos.

3.	 El cónyuge, compañera o compañero perma-
nente, o quienes se hallen en el tercer grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o 
primero civil de cualquiera de las personas 
cobijadas por las causales previstas en los li-
terales anteriores.

4.	 Los Comisionados y funcionarios o emplea-
dos en cargos de dirección y confianza de la 
Comisión de Regulación de Comunicacio-
nes no podrán, dentro del año siguiente a la 
dejación del cargo, ser accionistas o socios 
en un porcentaje superior al quince (15) por 
ciento de proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones, incluyendo operadores 
de los servicios de televisión abierta radio-
difundida, de radiodifusión sonora y de ser-
vicios postales, ni ser miembros de juntas o 
consejos directivos, ni representantes legales, 
ni funcionarios o empleados en cargos de di-
rección y confianza de proveedores de redes 
y servicios de telecomunicaciones, incluyen-
do operadores de los servicios de televisión 
abierta radiodifundida, de radiodifusión so-
nora y de servicios postales.

5.	 Quienes dentro del año inmediatamente an-
terior a la elección o designación hayan sido, 
en forma directa o indirecta, asociados o ac-
cionistas o propietarios en un 15% o más de 
cualquier sociedad o persona jurídica, opera-
dores y proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones, incluyendo televisión 
abierta radiodifundida, radiodifusión sonora 
y de servicios postales, contratista de progra-
mación de televisión regional o de una com-
pañía asociada a las anteriores; o si teniendo 
una participación inferior, existieran previ-

siones estatutarias que le permitan un grado 
de injerencia en las decisiones sociales o de 
la persona jurídica similares a los que le otor-
ga una participación superior al 15% en una 
sociedad anónima.

Artículo 19. Modifíquese el inciso primero 
y los numerales 2, 3, 4, 5, 8, 9, 12, 18 y 19 y 
agréguense los numerales 23, 24, 25, 26, 27, 28, 
29, 30, 31 y un inciso final al artículo 22 de la Ley 
1341 de 2009, los cuales quedarán así:

Artículo 22. Funciones de la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones. Son funciones 
de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, 
respecto de la provisión de redes y servicios de 
telecomunicaciones, incluyendo el servicio de 
televisión abierta radiodifundida y el servicio de 
radiodifusión sonora, las siguientes:

2.	 Promover y regular la libre competencia y 
prevenir conductas desleales y prácticas co-
merciales restrictivas, mediante regulaciones 
de carácter general o medidas particulares, 
pudiendo proponer reglas de comportamien-
to diferenciales según la posición de los pro-
veedores, previamente se haya determinado 
la existencia de una falla en el mercado.

3.	 Expedir toda la regulación de carácter gene-
ral y particular en las materias relacionadas 
con el régimen de competencia, los aspectos 
técnicos y económicos relacionados con la 
obligación de interconexión y el acceso y uso 
de instalaciones esenciales, recursos físicos 
y soportes lógicos necesarios para la interco-
nexión; así como la remuneración por el ac-
ceso y uso de redes e infraestructura, precios 
mayoristas, las condiciones de facturación y 
recaudo; el régimen de acceso y uso de redes; 
los parámetros de calidad de los servicios; los 
criterios de eficiencia del sector y la medición 
de indicadores sectoriales para avanzar en la 
sociedad de la información; y en materia de 
solución de controversias.

4.	 Regular el acceso y uso de todas las redes y 
el acceso a los mercados de los servicios de 
telecomunicaciones, de televisión abierta ra-
diodifundida y de radiodifusión sonora, hacia 
una regulación por mercados.

5.	 Definir las condiciones en las cuales podrán 
ser utilizadas infraestructuras y redes de otros 
servicios en la prestación de servicios de tele-
comunicaciones, de televisión abierta radio-
difundida y de radiodifusión sonora, bajo un 
esquema de costos eficientes.

8.	 Determinar estándares y certificados de ho-
mologación internacional y nacional de equi-
pos, terminales, bienes y otros elementos téc-
nicos indispensables para el establecimiento 
de redes y la prestación de servicios de tele-
comunicaciones, de televisión abierta radio-
difundida y de radiodifusión sonora, acepta-
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bles en el país, así como señalar las entidades 
o laboratorios nacionales autorizados para 
homologar bienes de esta naturaleza.

9.	 Resolver las controversias, en el marco de sus 
competencias, que se susciten entre los pro-
veedores de redes y servicios de telecomuni-
caciones de televisión abierta radiodifundida 
y de radiodifusión sonora. Ningún acuerdo 
entre proveedores podrá menoscabar, limitar 
o afectar la facultad de intervención regulato-
ria, y de solución de controversias de la Co-
misión de Regulación de Comunicaciones, 
así como el principio de la libre competencia.

12.	 Regular y administrar los recursos de identi-
ficación utilizados en la provisión de redes y 
servicios de telecomunicaciones y cualquier 
otro recurso que actualmente o en el futuro 
identifique redes y usuarios, salvo el nombre 
de dominio de Internet bajo el código del país 
correspondiente a Colombia -.co-.

18.	 Resolver recursos de apelación contra ac-
tos de cualquier autoridad que se refieran a 
la construcción, instalación u operación de 
redes de telecomunicaciones, de televisión 
abierta radiodifundida y de radiodifusión so-
nora.

19.	 Requerir para el cumplimiento de sus fun-
ciones información amplia, exacta, veraz y 
oportuna a los proveedores de redes y servi-
cios de comunicaciones, de televisión abier-
ta radiodifundida y de radiodifusión sonora. 
Aquellos que no proporcionen la información 
antes mencionada a la CRC, o que la misma 
no cumpla con las condiciones de calidad 
definidas por la CRC, podrán ser sujetos de 
imposición de multas diarias por parte de la 
CRC hasta por 250 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes a la fecha de la ocurren-
cia de los hechos, por cada día en que incu-
rran en esta conducta, según la gravedad de la 
falta y la reincidencia en su comisión.

23.	 Determinar anualmente, teniendo en cuenta 
los recursos disponibles para su financiación 
y la política pública definida para el sector 
postal por el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, los crite-
rios y niveles de calidad en términos de: fre-
cuencia, tiempo de entrega, sistema de recla-
maciones, así como las tarifas de los servicios 
pertenecientes al Servicio Postal Universal.

24.	 Regular los aspectos técnicos y económicos 
relacionados con las diferentes clases de ser-
vicios postales, incluyendo aquellos com-
prendidos en el Servicio Postal Universal.

25.	 Fijar indicadores y metas de calidad y efi-
ciencia de los servicios postales diferentes, 
incluyendo aquellos comprendidos dentro 
del Servicio Postal Universal e imponer 
índices de calidad, cobertura y eficiencia a 

uno o varios operadores para determinados 
servicios.

26.	 Garantizar el pluralismo e imparcialidad in-
formativa, siendo el principal interlocutor 
con los usuarios del servicio de televisión y 
la opinión pública en relación con la difusión, 
protección y defensa de los intereses de los 
televidentes.

27.	 Establecer prohibiciones para aquellas con-
ductas en que incurran las personas que 
atenten contra el pluralismo informativo, la 
competencia, el régimen de inhabilidades 
y los derechos de los televidentes. Quienes 
participen en la violación del régimen de in-
habilidades serán sancionadas con multas de 
seiscientos (600) a un seis mil (6.000) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes a la 
fecha de la ocurrencia de los hechos.

28.	 Vigilar y sancionar aquellas conductas que 
atenten contra el pluralismo informativo, el 
régimen de inhabilidades de televisión abier-
ta y los derechos de los televidentes. En estos 
casos, aplicarán las sanciones contempladas 
en el artículo 65 de la presente ley.

29.	 Promover y reglamentar lo atinente a la parti-
cipación ciudadana en los temas que puedan 
afectar al televidente, especialmente lo refe-
rido al control de contenidos audiovisuales

30.	 Clasificar, de conformidad con la Ley 182 de 
1995 y demás normas aplicables, las distintas 
modalidades del servicio público de televi-
sión, y regular las condiciones de operación 
y explotación del mismo, particularmente en 
materia de cubrimientos, encadenamientos, 
expansión progresiva del área asignada, con-
figuración técnica, franjas y contenido de la 
programación, gestión y calidad del servicio, 
publicidad, comercialización en los términos 
de esta ley, modificaciones en razón de la 
transmisión de eventos especiales, utilización 
de las redes y servicios satelitales, y obliga-
ciones con los usuarios

31.	 Sancionar a los operadores, concesionarios de 
espacios de televisión y contratistas de televi-
sión nacional cuando violen las disposiciones 
constitucionales y legales que amparan espe-
cíficamente los derechos de la familia y de 
los niños. De acuerdo con la reglamentación 
aplicable, los infractores se harán acreedores 
de las sanciones de amonestación, suspensión 
temporal del servicio hasta por cinco (5) me-
ses o caducidad o revocatoria de la concesión 
o licencia, según la gravedad de la infracción 
y la reincidencia. En todo caso, se respetarán 
las normas establecidas en la ley sobre el de-
bido proceso.

La expedición de la regulación de carácter 
general y el ejercicio de la función regulatoria 
por parte de la Comisión de Regulación de 
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Comunicaciones se hará con observancia de 
criterios de mejora normativa en el diseño de la 
regulación, lo que incluye la aplicación de las 
metodologías pertinentes, entre ellas, el análisis 
de impacto normativo para la toma de decisiones 
regulatorias.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 24 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 24. Contribución a la CRC. Con 
el fin de recuperar los costos del servicio de las 
actividades de regulación que preste la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones, todos los 
proveedores sometidos a la regulación de la 
Comisión, con excepción del Operador Postal 
Oficial respecto de los servicios comprendidos 
en el Servicio Postal Universal, están sujetos al 
pago de una contribución anual hasta del uno 
coma cinco por mil (0,15%), de sus ingresos 
brutos por la provisión de sus redes y servicios de 
telecomunicaciones, excluyendo terminales.

Para el caso de los servicios de televisión abierta 
radiodifundida, prestado por aquellos operadores 
que permanezcan en el régimen de transición de 
habilitación, y de radiodifusión sonora el Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones transferirá a la CRC el valor 
equivalente a la contribución anual a la CRC.

Para la determinación de la tarifa, la Comisión 
deberá tener en cuenta el costo presupuestado del 
servicio de regulación para el respectivo año, y 
atenderá las siguientes reglas:

a)	 Por costo del servicio se entenderán todos los 
gastos de funcionamiento e inversión de la 
Comisión, incluyendo la depreciación, amor-
tización u obsolescencia de sus activos, en el 
período anual al cual corresponda la contri-
bución.

b)	 El costo de referencia para fijar la tarifa debe 
determinarse teniendo en cuenta el proyecto 
de presupuesto, presentado al Congreso de la 
República, para el año en el que debe pagarse 
la contribución. En caso de que, al momento 
de fijarse la tarifa, ya se haya expedido la res-
pectiva ley de presupuesto, el costo de refe-
rencia será el establecido en esa ley.

c)	 La Comisión realizará una estimación de los 
ingresos brutos de los contribuyentes con 
base en la información con que cuente al 
momento de expedir la resolución mediante 
la cual fije la tarifa. Esta información podrá 
provenir, entre otras fuentes, de la informa-
ción suministrada por los contribuyentes o de 
cruces de información con otras entidades.

d)	 La tarifa fijada debe ser aquella que, aplica-
da a la base gravable a que se hace referen-
cia en el literal c) de este artículo, solamen-
te arrojará lo necesario para cubrir el costo 
del servicio.

e)	 La suma a cargo de cada contribuyente equi-
valdrá a aplicar la tarifa fijada por la CRC a 
la base gravable establecida en el inciso pri-
mero de este artículo.

f)	 Corresponderá a la CRC establecer los pro-
cedimientos para la liquidación y pago de 
la contribución, así como ejercer las corres-
pondientes funciones de fiscalización, im-
posición de sanciones y cobro coactivo. Sin 
perjuicio de lo establecido en normas espe-
ciales, las sanciones por el incumplimiento 
de las obligaciones relacionadas con la con-
tribución serán las mismas establecidas en el 
Estatuto Tributario para el impuesto sobre la 
renta y complementarios.

g)	 En caso de generarse excedentes, una vez 
queden en firme las declaraciones de la con-
tribución a la CRC, tales montos se incorpo-
rarán en el proyecto del presupuesto de la si-
guiente vigencia fiscal con el fin de que sean 
abonados a las contribuciones del siguiente 
periodo, lo cual se reflejará en una disminu-
ción del valor anual de la contribución.

h)	 Los excedentes de contribución que se hayan 
causado con anterioridad a la entrada en vi-
gencia de la presente ley y cuyas declaracio-
nes se encuentren en firme a la promulgación 
de la presente ley, serán utilizados en su tota-
lidad para financiar parte del presupuesto de 
la siguiente vigencia fiscal.

Parágrafo transitorio: De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 36 de la presente ley para los 
operadores del servicio de televisión comunitaria, 
se exceptúan del pago de la contribución anual a 
la CRC durante los tres (3) años siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 34 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 34. Creación del Fondo Único 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Fondo de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones (FonTIC), 
se denominará Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, como una 
Unidad Administrativa Especial del orden nacional, 
dotado de personería jurídica y patrimonio 
propio, adscrita al Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. Los 
recursos del Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones conformarán 
una cuenta especial a la que se le integrará el 
Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los 
Contenidos (FonTV) de que trataba la Ley 1507 de 
2012. Los derechos, el patrimonio y los recursos 
de FonTIC y de FonTV harán parte del Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley. Esto incluye la cesión de la 
posición contractual administrativa y judicial de 
FonTIC y de FonTV.
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El objeto del Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones es financiar 
los planes, programas y proyectos para facilitar 
prioritariamente el acceso universal y el servicio 
universal de todos los habitantes del territorio 
nacional a las Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, garantizar el fortalecimiento 
de la televisión pública, la promoción de los 
contenidos multiplataforma de interés público 
y la apropiación social y productiva de las TIC, 
así como apoyar las actividades del Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y la Agencia Nacional Espectro, 
y el mejoramiento de su capacidad administrativa, 
técnica y operativa para el cumplimiento de sus 
funciones.

Como garantía de la televisión pública y de 
la radiodifusión sonora pública, se mantendrá 
anualmente, por lo menos, el monto máximo de 
recursos que, desde la creación del Fondo para 
el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos 
(FonTV), fueron destinados por este a RTVC y a 
los canales regionales de televisión. Así mismo, 
se mantendrá, por lo menos, el monto promedio 
destinado a RTVC por el Fondo de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones (FonTIC), 
desde su creación, para la radiodifusión sonora 
pública. Estos montos serán ajustados en el 
mismo porcentaje de variación anual del Índice de 
Precios al Consumidor (IPC).

Parágrafo 1°. Son principios del Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones:

a)	 Especializar su inversión en la masificación 
del acceso, uso y apropiación de las Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicaciones 
y cerrar la brecha digital.

b)	 Procurar el uso de mecanismos que le permi-
tan lograr mejores resultados con un mismo 
valor de inversión y sin incrementar el nivel 
de riesgo.

c)	 Evaluar periódicamente la eficiencia, eficacia 
e impacto de los planes, programas y proyec-
tos que financie.

d)	 Generar incentivos para vincular al sector 
privado y público en general en sus iniciati-
vas de inversión.

e)	 Aplicar criterios de factibilidad financiera, 
técnica, económica, jurídica, institucional y 
de sostenibilidad, para justificar las inversio-
nes en planes, programas y proyectos de su 
competencia.

Parágrafo 2°. Agenda de inversión. 
Anualmente, el Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones publicará 
durante quince (15) días calendario el proyecto 
de agenda de inversión con los planes, programas 
y proyectos planeados para la siguiente vigencia 
presupuestal. Todos los comentarios que se 
reciban frente al proyecto de agenda de inversión 

durante el plazo de publicación deberán ser objeto 
de respuesta.

Artículo 22. Modifíquese el artículo 35 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 35. Funciones del Fondo Único 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Fondo de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones tendrá las 
siguientes funciones:

1.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover prioritariamente el acceso univer-
sal a servicios TIC comunitarios en zonas 
rurales y urbanas, que priorice la población 
pobre y vulnerable.

2.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el servicio universal a las Tecno-
logías de la Información y las Comunicacio-
nes, mediante incentivos a la oferta o a la de-
manda en los segmentos de población pobre 
y vulnerable, así como zonas rurales y zonas 
geográficamente aisladas.

3.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el desarrollo de contenidos multi-
plataforma de interés público que promuevan 
la preservación de la cultura e identidad na-
cional y regional, incluyendo la radiodifusión 
sonora y la televisión, mediante el desarrollo 
de esquemas concursables para la promoción 
de contenidos digitales, por parte de compa-
ñías colombianas.

4.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el desarrollo de contenidos y apli-
caciones digitales para la masificación de la 
provisión de trámites y servicios del Estado.

5.	 Financiar y establecer planes, programas y 
proyectos que permitan masificar la apropia-
ción de las Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones mediante el fortaleci-
miento de las habilidades digitales, con prio-
ridad para la población pobre y vulnerable.

6.	 Financiar y establecer planes, programas y 
proyectos para desarrollar contenidos y apli-
caciones de interés público, con enfoque so-
cial en salud, educación y apropiación pro-
ductiva para el sector rural.

7.	 Apoyar económicamente las actividades del 
Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones y de la Agencia Na-
cional de Espectro, en el mejoramiento de su 
capacidad administrativa, técnica y operativa 
para el cumplimiento de sus funciones.

8.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el acceso con enfoque diferencial 
de los ciudadanos en situación de discapaci-
dad a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

9.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el acceso con enfoque diferencial 
de las comunidades indígenas, afrocolombia-
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nas, raizales, palenqueras y Rrom, a las Tec-
nologías de la Información y las Comunica-
ciones.

10.	 Rendir informes técnicos y estadísticos en los 
temas de su competencia.

11.	 Realizar periódicamente estudios de los pro-
yectos implementados para determinar, entre 
otros, la eficiencia, eficacia o el impacto en la 
utilización de los recursos asignados en cada 
proyecto. Los resultados de estos estudios 
serán publicados y serán insumo para deter-
minar la continuidad de los proyectos y las 
líneas de inversión.

12.	 Cofinanciar planes, programas y proyectos 
para el fomento de la industria de software.

13.	 Financiar planes, programas y proyectos para 
la implementación y puesta en marcha del 
Sistema Nacional de Telecomunicaciones de 
Emergencias.

14.	 El Fondo podrá participar y aportar recursos 
para el desarrollo de proyectos bajo esque-
mas de participación público privada, según 
lo previsto, entre otras, en la Ley 1819 de 
2016 y Ley 1508 de 2012. El Gobierno na-
cional reglamentará la materia.

15.	 Financiar, fomentar, apoyar y estimular los 
planes, programas y proyectos para la pro-
gramación educativa y cultural a cargo del 
Estado y el apoyo a los contenidos de televi-
sión de interés público desarrollado por ope-
radores sin ánimo de lucro.

16.	 Apoyar el fortalecimiento de los operadores 
públicos del servicio de televisión.

En cualquier caso, el giro de los recursos para 
cada uno de los operadores se efectuará en una 
sola anualidad y no por instalamentos, de acuerdo 
con la reglamentación que para el efecto expida 
el Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, sin que en ningún caso 
tales recursos puedan ser destinados a gastos de 
funcionamiento, excepto para el caso de RTVC.

17.	 A través de las partidas destinadas a los ca-
nales públicos de televisión, se apoyará el 
desarrollo de contenidos digitales multiplata-
forma a los beneficiarios establecidos por las 
normas vigentes.

18.	 Apoyar los procesos de actualización tec-
nológica de los usuarios de menores recur-
sos para la recepción de la televisión digital 
abierta.

19.	 Destinar los ingresos que se perciban por 
concepto de concesiones para el servicio de 
televisión, en cualquiera de sus modalidades, 
para financiar la operación, la cobertura y el 
fortalecimiento de la televisión pública abier-
ta radiodifundida.

20.	 El Fondo Único de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones podrá aportar 

recursos al fortalecimiento y capitalización 
de los canales públicos de Televisión.

El Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones asignará los 
recursos para sus planes, programas y proyectos 
de manera competitiva y asegurando que se 
apliquen criterios de costos eficientes, de modo 
que se cumpla con las metas establecidas en los 
planes de desarrollo.

Parágrafo. Con el fin de hacer más eficiente 
la utilización de los recursos que el Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones destina a financiar la televisión 
pública, el servicio de Televisión Digital abierta 
a cargo de RTVC, o quien haga sus veces, y los 
canales regionales de televisión, será prestado a 
través de una misma infraestructura de red.

Parágrafo transitorio. Autorízase al Gobierno 
nacional para que realice las operaciones 
presupuestales necesarias para el cabal 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 23. Modifíquese el artículo 36 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 36. Contraprestación periódica 
única a favor del Fondo Único de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. 
Todos los proveedores de redes y servicios de 
Telecomunicaciones pagarán la contraprestación 
periódica única estipulada en el artículo 10 de la 
presente ley al Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones en igualdad de 
condiciones para el cumplimiento de sus fines.

El valor de la contraprestación a cargo de los 
proveedores se fijará como un único porcentaje 
sobre sus ingresos brutos por concepto de la 
provisión de sus redes y servicios excluyendo 
terminales. En el caso de los servicios de 
televisión incluye los ingresos por concepto de 
pauta publicitaria y terminales. El valor de la 
contraprestación por la prestación del servicio 
de televisión abierta radiodifundida, de los 
operadores que permanezcan en el régimen 
de transición de habilitación, y del servicio de 
radiodifusión sonora, se regirá por las normas 
especiales pertinentes.

Parágrafo. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones determinará 
el valor de la contraprestación periódica única, 
mediante acto administrativo motivado, previa 
la realización de un estudio, en un término 
máximo de seis (6) meses contados a partir de la 
promulgación de la presente ley que incluya el plan 
de inversiones del Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, el estado 
del cierre de la brecha digital del país y esté 
soportado en estudios de mercado. El valor de la 
contraprestación periódica única se revisará cada 
cuatro (4) años, atendiendo a los criterios antes 
descritos.

El valor de la contraprestación periódica única 
no podrá ser superior al de la contraprestación 
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periódica establecida a favor del Fondo 
de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones a la fecha de entrada en vigencia 
de la presente ley.

Parágrafo transitorio. Con el fin de promover 
la masificación del acceso a Internet en todo el 
territorio nacional, los operadores del servicio de 
televisión comunitaria que se acojan al régimen de 
habilitación general y cumplan con las condiciones 
que sean definidas en la reglamentación expedida 
por el Gobierno nacional, se exceptúan del pago 
de la contraprestación periódica a favor del 
Fondo Único de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones por tres (3) años, contados 
desde la entrada en vigencia de la reglamentación 
expedida por el Gobierno nacional, en virtud de 
la presente ley. La reglamentación definirá, entre 
otras condiciones, las inversiones y actualizaciones 
tecnológicas para proveer Internet por parte de 
estos operadores, así como los mecanismos de 
verificación de su cumplimiento.

Los operadores del servicio de televisión 
comunitaria que se acojan a lo dispuesto en el 
presente parágrafo transitorio deberán presentar 
declaraciones informativas durante el periodo de 
exención del pago de la contraprestación periódica 
única.

El incumplimiento de las condiciones 
establecidas en la reglamentación dará lugar 
a la terminación de la excepción del pago de 
la contraprestación dispuesta en el presente 
parágrafo transitorio, sin perjuicio de las demás 
sanciones a que haya lugar.

Artículo 24. Modifíquense el inciso primero, 
los numerales 2, 8 y 9 del artículo 37 de la Ley 
1341 de 2009, los cuales quedarán así:

Artículo 37. Otros recursos del Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones. Además de lo señalado 
en el artículo anterior, son recursos del Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones:

2.	 Las multas y otras sanciones pecuniarias im-
puestas por el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones y la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones 
y la Agencia Nacional del Espectro a provee-
dores de redes y servicios de comunicacio-
nes.

8.	 Los derechos, tasas y tarifas recibidas por 
concepto de concesión, uso de frecuencias y 
contraprestación, que realicen los operadores 
del servicio de televisión abierta radiodifun-
dida.

9.	 Los demás que le asigne la ley.
Artículo 25. Adiciónese el numeral 6 al artículo 

39 de la Ley 1341 de 2009, de la siguiente 
manera:

6.	 Contribuir al mejoramiento de la calidad edu-
cativa, mediante la financiación de proyectos 

que promuevan el acceso, uso y apropia-
ción de las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, por parte de estudiantes 
y docentes en sedes educativas de carácter 
oficial, así como la gestión adecuada de los 
residuos tecnológicos generados por equipos 
obsoletos. El Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, podrá 
transferir a la Asociación Computadores para 
Educar los recursos que se destinen anual-
mente para tal fin.

Artículo 26. Modifíquese el artículo 42 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 42. Plazo de negociación directa. Los 
proveedores y operadores sujetos de la regulación 
de la CRC contarán con un plazo de treinta (30) 
días calendario desde la fecha de la presentación 
de la solicitud con los requisitos exigidos en la 
regulación que sobre el particular expida la CRC, 
para llegar a un acuerdo directo.

Artículo 27. Modifíquese el numeral 3 del 
artículo 53 de la Ley 1341 de 2009, el cual quedará 
así:

3.	 Por solicitud del usuario, las condiciones 
pactadas a través de sistemas como Call 
Center, le serán confirmadas por escrito, 
en medio físico o digital, en un plazo no 
superior a 30 días. El usuario podrá presen-
tar objeciones a las mismas, durante los 15 
días siguientes a su notificación.

Artículo 28. Agréguense los parágrafos 1° y 2° 
al artículo 67 de la Ley 1341 de 2009, así:

Parágrafo 1°. Presentación de acuerdo de 
mejora. En cualquier momento hasta antes de que 
se profiera decisión de fondo en el procedimiento 
administrativo sancionatorio de que trata el 
presente artículo, el investigado podrá presentar 
por una vez, una propuesta de acuerdo de mejora 
que deberá contener las acciones correctivas 
y de mejora, los mecanismos de verificación, 
plazos y metas, para dar cumplimiento a todas 
las obligaciones legales, reglamentarias o 
regulatorias señaladas como incumplidas en el 
pliego de cargos. Dicho acuerdo deberá cumplir 
con los requisitos establecidos en el reglamento 
que se expida para el efecto.

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, dentro de los treinta (30) 
días siguientes a la radicación de la propuesta de 
acuerdo de mejora, decidirá sobre su aprobación 
o rechazo, decisión que deberá ser notificada al 
investigado de conformidad con lo establecido en 
el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

Contra el rechazo del acuerdo de mejora 
procede únicamente el recurso de reposición y, en 
caso de que se confirme la decisión de rechazo, 
una vez esta quede en firme, se continuará con el 
procedimiento administrativo sancionatorio.
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Vencido el último de los plazos previstos en 
el acuerdo de mejora para el cumplimiento de las 
obligaciones y la implementación de las acciones 
correctivas y de mejora, se procederá a verificar 
su cumplimiento.

Si el investigado cumplió el acuerdo de 
mejora, en su totalidad, se procederá a archivar 
la investigación administrativa sancionatoria, 
de lo contrario, se continuará con esta, sin que 
haya lugar a la presentación de un nuevo plan 
de mejora por los hechos investigados dentro de 
dicha actuación.

Parágrafo 2°. Suspensión del procedimiento 
administrativo sancionador. Radicada la propuesta 
de acuerdo de mejora por parte del investigado y 
hasta que se resuelva sobre su aceptación o rechazo, 
se suspenderá el procedimiento administrativo 
sancionador.

De ser aprobado el acuerdo de mejora 
propuesto, el procedimiento administrativo 
sancionador continuará suspendido hasta la 
finalización del último plazo previsto en dicho 
acuerdo para el cumplimento de las obligaciones 
y la implementación de las acciones correctivas y 
de mejora.

El término de suspensión del procedimiento 
administrativo sancionatorio establecido en el 
presente artículo interrumpe el plazo de tres (3) 
años establecido en el artículo 52 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo para decidir la investigación y 
notificar la respectiva decisión. A partir del día 
siguiente en que quede en firme la decisión de 
rechazo del acuerdo de mejora o el día siguiente a la 
finalización del último plazo previsto en el acuerdo 
de mejora para el cumplimiento de las obligaciones 
y la implementación de las acciones correctivas 
y de mejora, según corresponda, se reanudará el 
cómputo del término establecido en el artículo 52 
del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, reglamentará los requisitos para 
la presentación de los acuerdos de mejora, así 
como el plazo para la ejecución de estos, el cual 
no puede superar el término de un año y medio, 
contado a partir del día siguiente a su aprobación, 
así mismo, establecerá las obligaciones o asuntos 
sobre los cuales puedan versar los acuerdos de 
mejora.

Dentro del mismo plazo, el Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones formulará y expedirá, la 
política pública para la vigilancia preventiva, 
que deberá establecer un modelo estructurado de 
inspección, vigilancia y control que promueva 
la autorregulación de los prestadores para que 
adopten medidas necesarias para prevenir y 
reducir el incumplimiento normativo.

Artículo 29. Modifíquese el artículo 72 de la 
Ley 1341 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 72. Reglas para los procesos de 
asignación de espectro con pluralidad de 
interesados. Con el fin de asegurar procesos 
transparentes en la asignación de bandas de 
frecuencia y la maximización del bienestar social, 
todas las entidades a cargo de la administración 
del espectro radioeléctrico, deberán someterse a 
las siguientes reglas:

*Previamente al proceso de otorgamiento del 
permiso de uso del espectro radioeléctrico de 
asignación o de concesión de servicios que incluya 
una banda de frecuencias, se determinará si existe 
un número plural de interesados en la banda de 
frecuencias correspondiente.

*En caso de que exista un número plural 
de interesados en dicha banda, y con el fin de 
maximizar el bienestar social, se aplicarán procesos 
de selección objetiva entre ellos la subasta, que 
atiendan a criterios como la masificación del 
acceso a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y la cobertura y la calidad en la 
prestación de los servicios.

Cuando prime la continuidad del servicio el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones podrá asignar los permisos de 
uso del espectro radioeléctrico de manera directa, 
únicamente por el término estrictamente necesario 
para asignar los permisos de uso del espectro 
radioeléctrico mediante un proceso de selección 
objetiva.

Artículo 30. Establecimiento de cargas u 
obligaciones diferenciales en zonas de servicio 
universal. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones deberán 
siempre evaluar, en el desarrollo de cualquier 
tipo de proyecto normativo bajo el ámbito de sus 
competencias legales, la posibilidad de establecer 
medidas o reglas diferenciales que incentiven el 
despliegue de infraestructura y la provisión de 
servicios en zonas rurales o de difícil acceso o en 
aquellos municipios focalizados por las políticas 
públicas sociales de acuerdo con la normatividad 
del sector TIC u otra que resulte igualmente 
aplicable, respecto de aquellos proveedores 
que extiendan sus redes o servicios a zonas no 
cubiertas y los que prestan sus servicios con 
total cobertura, y deberán dejar constancia de la 
evaluación adelantada en los documentos soporte 
de la publicación de la regla o medida normativa 
que se pretenda adoptar.

Artículo 31. Régimen de transición para 
los operadores del servicio de televisión por 
suscripción y de televisión comunitaria. A 
los operadores del servicio de televisión por 
suscripción y del servicio de televisión comunitaria 
establecidos a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley les serán aplicables las reglas de 
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transición previstas en el artículo 68 de la Ley 
1341 de 2009.

La inclusión en el régimen de habilitación 
general de los operadores del servicio de televisión 
por suscripción no implica la modificación de 
la clasificación legal de este servicio conforme 
lo define la Ley 182 de 1995. Esto incluye el 
cumplimiento de todas las demás obligaciones 
de origen legal, reglamentario y regulatorio, 
aplicables al servicio.

Artículo 32. Régimen de transición para los 
operadores del servicio de televisión abierta 
radiodifundida. Los operadores del servicio de 
televisión abierta radiodifundida establecidos 
a la fecha de entrada en vigencia de la presente 
ley, podrán mantener sus concesiones, licencias, 
permisos y autorizaciones hasta por el término 
de los mismos, así como renovarlos, bajo la 
normatividad legal vigente en el momento de 
su expedición, y con efectos solo para estas 
concesiones, licencias, permisos y autorizaciones.

Los operadores del servicio de televisión 
abierta radiodifundida establecidos a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley que 
se acojan al régimen de habilitación general, se 
someterán a las reglas definidas en el artículo 68 
de la Ley 1341 de 2009. Una vez en el régimen de 
habilitación general, los operadores del servicio 
de televisión abierta radiodifundida pagarán la 
contraprestación única periódica señalada en 
los artículos 10 y 36 de la Ley 1341 de 2009 y, 
entre otros, no les será aplicable el parágrafo 
2° del artículo 62 de la Ley 182 de 1995. 
Adicionalmente, el valor proporcional al tiempo 
restante para finalizar la concesión, incluyendo 
su prórroga, pagado por estos operadores, será 
abonado al valor de la contraprestación periódica 
única, desde el momento que decidan acogerse al 
régimen de habilitación general. El procedimiento 
para este abono será reglamentado por el Gobierno 
nacional.

La inclusión en el régimen de habilitación 
general de los operadores del servicio de televisión 
abierta radiodifundida no implica la modificación 
de la clasificación legal de este servicio conforme 
lo define la Ley 182 de 1995. Esto incluye el 
cumplimiento de todas las demás obligaciones de 
origen legal, reglamentario, regulatorio, aplicables 
al servicio.

Artículo 33. Cese de operaciones no autorizadas 
del espectro radioeléctrico. La Agencia Nacional 
del Espectro podrá tomar todas las medidas que 
considere necesarias para que cese el uso no 
autorizado del espectro radioeléctrico y, en caso 
de flagrancia, dicha Entidad o las Fuerza Militares 
o de Policía impondrán la medida cautelar de 
decomiso provisional de manera inmediata.

En los casos en que el espectro radioeléctrico 
sea usado sin autorización, la Agencia Nacional 
del Espectro podrá ordenar, mediante resolución 
motivada, el registro y decomiso preventivo de 

los bienes para cuya ejecución contará con el 
acompañamiento de las Fuerzas Militares o de 
Policía o se realizará por estas directamente. En 
los casos en que dicho uso provenga de lugares 
de habitación la Agencia Nacional del Espectro y 
las Fuerzas Militares y de Policía deberán solicitar 
autorización judicial para adelantar la inspección 
y registro de estos lugares, ante el juez civil 
municipal o, en caso de que este no exista en el 
lugar, ante el juez promiscuo. El juez ante quien 
se radique la solicitud dará respuesta a la misma 
dentro de las 72 horas siguientes a su presentación.

Dentro del año posterior a la entrada en vigor de 
la presente ley, la Agencia Nacional del Espectro 
reglamentará las actividades y procedimientos 
que conllevan el cese de operaciones del uso no 
autorizado del espectro radioeléctrico.

Parágrafo 1°. Por razones de interés general, 
cuando el uso del espectro radioeléctrico detectado 
afecte las frecuencias utilizadas para servicios 
móviles aeronáuticos, la Agencia Nacional del 
Espectro podrá ordenar mediante resolución 
motivada la inspección y registro de lugares de 
habitación sin que medie autorización judicial 
previa, cuando quiera que se evidencie amenaza 
o vulneración de valores superiores como la vida.

Dentro de las setenta y dos horas siguientes a la 
diligencia de registro y allanamiento, la autoridad 
que la adelantó comparecerá ante el juez civil 
municipal o, en caso de que este no exista en el 
lugar, ante el juez promiscuo, para que realice 
la audiencia de revisión de legalidad sobre lo 
actuado.

Parágrafo 2°. Se considerarán como 
agravantes de la sanción el no permitir el ingreso 
a un inmueble o el registro de un vehículo para 
proceder con las funciones de vigilancia y control 
de la Agencia Nacional del Espectro y el rehusarse 
al decomiso provisional de los equipos.

Parágrafo 3°. En el evento en que se impida la 
práctica de la diligencia de registro o el decomiso 
preventivo de los equipos involucrados en el uso 
no autorizado de espectro la Fuerza Pública, la 
Agencia Nacional del Espectro podrán ingresar 
al inmueble de que se trate y proceder con la 
medida preventiva del decomiso por los medios 
necesarios. Para tales efectos, en los casos en que 
la medida sea ejecutada por autoridad diferente 
a la Fuerza Pública, esta deberá acompañar la 
diligencia con el objeto de garantizar su ejecución.

Artículo 34. Reasignación de funciones a la 
Agencia Nacional del Espectro. Además de las 
funciones asignadas en la Ley 1341 de 2009, el 
Decreto-ley 4169 de 2009 y la Ley 1753 de 2015, 
la Agencia Nacional del Espectro ejercerá las 
siguientes funciones:

1.	 Realizar la intervención estatal en el espectro 
electromagnético destinado a los servicios de 
televisión, de conformidad con lo determina-
do en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto-ley 
4169 de 2011.
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2.	 Elaborar por solicitud del Ministerio de Tec-
nologías de la Información y las Comunica-
ciones los Cuadros de Características Técni-
cas de la Red (CCTR), junto con los estudios 
técnicos y documentos de soporte.

3.	 Establecer y mantener actualizado los planes 
técnicos de radiodifusión sonora.

4.	 Las funciones previstas en los artículos 24 y 
26 de la Ley 182 de 1995.

Artículo 35. Funciones en materia de prácticas 
restrictivas de la competencia e integraciones 
empresariales y en cuanto a la protección de 
los usuarios. De conformidad con lo dispuesto 
en la Ley 1340 de 2009 y la Ley 1480 de 2011, 
respectivamente, la Superintendencia de Industria 
y Comercio ejerce funciones como autoridad única 
de protección de la competencia en el sector TIC, 
entre otras en materia de prácticas restrictivas de 
la competencia e integraciones empresariales, así 
como autoridad de control y vigilancia encargada 
de la protección de los usuarios de los servicios 
que integran el sector TIC. Así mismo, seguirá 
conociendo de las funciones del literal d) del 
artículo 5° de la Ley 182 de 1995, que le fueron 
distribuidas por el artículo 13 de la Ley 1507 de 
2012.

Artículo 36. Pasivo pensional de ex traba-
jadores de Inravisión. El pago de todas las 
obligaciones pensionales legales, convencionales, 
plan anticipado de pensiones, bonos pensionales, 
cuotas partes pensionales, auxilios funerarios, 
indemnizaciones sustitutivas, y demás emolu-
mentos a que haya lugar, a favor de los ex 
trabajadores del Instituto Nacional de Radio y 
Televisión (Inravisión), hoy liquidado, conti-
nuarán pagándose en los términos previstos por el 
Decreto 823 de 2014.

Artículo 37. Comité de Articulación 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 209 de la Constitución Política, créase 
el Comité de Articulación de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, que tendrá por 
objeto permitir la articulación de la intervención 
pública en materia de diseño de política pública 
y emisión de la regulación técnica y de mercado 
del Sector de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Comité estará integrado por 
las siguientes entidades, todas con voz y voto:

a)	 El Ministerio de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones.

b)	 La Comisión de Regulación de Comunica-
ciones.

c)	 La Agencia Nacional del Espectro.
d)	 La Superintendencia de Industria y Comer-

cio.
El Comité se reunirá de manera ordinaria, 

mínimo cuatro (4) veces en cada año calendario. 
El Gobierno nacional reglamentará lo relativo 
a la designación y ejercicio de la Secretaría 

técnica, así como lo referido a la delegación de la 
representación de cada Entidad que lo conforma, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley 489 de 
1998. El Comité definirá y aprobará su propio 
reglamento en la primera sesión.

Artículo 38. Supresión de la Autoridad Nacional 
de Televisión (ANTV). A partir de la vigencia de la 
presente ley, se suprime y se liquida la Autoridad 
Nacional de Televisión (ANTV) de que trata la 
Ley 1507 de 2012, en consecuencia, esta Entidad 
entrará en proceso de liquidación y utilizará para 
todos los efectos la denominación “Autoridad 
Nacional de Televisión en liquidación”. En 
consecuencia, todas las funciones de regulación 
que la ley asignaba a la ANTV serán ejercidas por 
la Comisión de Regulación de Comunicaciones 
y, además, todas las funciones de inspección, 
vigilancia y control que la ley asignaba a la ANTV 
serán ejercidas por el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones.

En caso de ser necesario la Nación, Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, transferirá al 
Fondo Único de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, los recursos suficientes para 
que pueda cumplir con el pago de las acreencias 
que se reciban o resultaren del proceso liquidatorio 
de la Autoridad Nacional de Televisión.

Artículo 39. Prohibición de inicio de nuevas 
actividades. Una vez iniciado el proceso de 
liquidación, la Autoridad Nacional de Televisión 
en Liquidación no podrá iniciar nuevas actividades 
en desarrollo de su objeto social y conservará 
su capacidad jurídica únicamente para expedir 
los actos, realizar las operaciones y celebrar los 
contratos necesarios para su liquidación.

En consecuencia, la Autoridad Nacional de 
Televisión en Liquidación no podrá realizar 
ninguna clase de contrato que tenga como 
propósito adelantar asesorías, consultorías o 
auditorías, que no estén relacionadas con el 
proceso de liquidación.

Artículo 40. Duración del proceso de 
liquidación. El proceso de liquidación de la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV) deberá 
concluir en un plazo de seis (6) meses contados a 
partir de su entrada en liquidación, aunque podrá 
ser prorrogado por el Gobierno nacional, mediante 
acto administrativo debidamente motivado, 
cuando las circunstancias así lo requieran. En todo 
caso la prórroga o prórrogas no podrán exceder, 
en total, de seis (6) meses.

Artículo 41. Régimen de liquidación. El régimen 
de liquidación será el determinado por el Decreto-
ley 254 de 2000 y las normas que lo modifiquen o 
adicionen, salvo en lo que fuera incompatible con 
la presente ley. Vencido el término de liquidación 
señalado o declarada la terminación del proceso 
de liquidación con anterioridad a la finalización 
de dicho plazo, terminará para todos los efectos 
la existencia jurídica de la Autoridad Nacional 
de Televisión. Si finalizada la liquidación de las 



Gaceta del Congreso  745	 Viernes, 21 de septiembre de 2018	 Página 17

entidades, quedaren recursos sin ejecutar, serán 
transferidos al Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

Artículo 42. Liquidación de contratos y 
cesión de la posición contractual, judicial y 
administrativa. Todos los contratos celebrados 
por la Autoridad Nacional de Televisión (ANTV) 
para la atención de gastos de funcionamiento 
deberán ser terminados y liquidados por la 
Autoridad Nacional de Televisión en Liquidación. 
El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones sustituirá a la ANTV en 
los contratos de concesión suscritos por esta. La 
posición contractual de los demás contratos será 
sustituida por el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones, de acuerdo 
con las competencias de las entidades liquidadas 
que se transfieren por medio de la presente ley.

De la misma manera, el Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones, de acuerdo con las competencias 
que se transfieren por medio de la presente ley, 
sustituirán a la Autoridad Nacional de Televisión 
en la posición que esta ocupare en los procesos 
judiciales en curso, incluyendo arbitramentos en 
que participen en cualquier calidad.

Igualmente, el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones, de acuerdo 
con las competencias de la entidad liquidada 
que se transfieren por medio de la presente ley, 
continuarán, sin solución de continuidad, con las 
actuaciones administrativas que se encuentren en 
curso a la entrada a la vigencia de la presente ley.

Durante el proceso de liquidación, la Autoridad 
Nacional de Televisión en Liquidación transferirá 
al Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones y la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones, de acuerdo con 
las competencias que se transfieren por medio de 
la presente ley, los derechos reales y personales 
sobre los activos tangibles e intangibles que fueren 
necesarios para el ejercicio de las funciones objeto 
de transferencia.

Artículo 43. Funcionarios de la Autoridad 
Nacional de Televisión que sean vinculados y/o 
trasladados a la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones y al Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. Las 
normas que les serán aplicables a los actuales 
servidores públicos de la Autoridad Nacional de 
Televisión que sean vinculados y/o trasladados a 
la Comisión de Regulación de Comunicaciones y 
al Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, serán las siguientes:

1.	 El tiempo de servicio de los empleados 
públicos que tengan una relación laboral con la 
Autoridad Nacional de Televisión a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, se computará 

para todos los efectos legales al ser vinculados 
y/o trasladados a la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones y al Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones y, por 
lo tanto, dicha relación se entenderá sin solución 
de continuidad respecto del tiempo laborado con 
anterioridad a la expedición de esta ley.

2.	 El cambio de vinculación y/o traslado a la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones y al 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones de funcionarios de la Autoridad 
Nacional de Televisión no afectará el régimen 
salarial y prestacional vigente.

Artículo 44. Criterio de interpretación sobre 
la entrada en vigencia de las modificaciones. 
Los plazos, derechos, obligaciones, surgidos 
con ocasión de la presente ley, la cual modifica 
la Ley 1341 de 2009, se entenderán aplicables y 
exigibles a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley.

Artículo 45. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial los artículos 17, 18, 19, 
20, 43, 45, 46, 49 y 53 de la Ley 14 de 1991, 
los artículos 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 12 con 
excepción del literal h), 13, 14, 15, 16, 17, 23, 27, 
28, 41, 42, 43, 44, 45, 47, 53, 57, 59, 60, 61, 62 
con excepción del parágrafo 2°, y 63 de la Ley 
182 de 1995, los artículos 1°, 2°, 3°, 8°, 9°, 14, 
15, 16, 17, 18 y 21 de la Ley 335 de 1996, los 
artículos 5°, 6° y 7° de la Ley 680 de 2001, el 
inciso 1° del artículo 11, el inciso 1° del artículo 
13 y el numeral 2 del artículo 20 de la Ley 1369 
de 2009, el numeral 2 del artículo 3° y el numeral 
2 del artículo 7° del Decreto-ley 4169 de 2011, la 
Ley 1507 de 2012, y el artículo 39 y el literal d) 
del artículo 194 de la Ley 1753 de 2015.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene por objeto alinear 

los incentivos de los agentes y autoridades del 
sector de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC), aumentar su certidumbre 
jurídica, simplificar y modernizar el marco 
institucional del sector, focalizar las inversiones 
para el cierre efectivo de la brecha digital y 
potenciar la vinculación del sector privado en 
el desarrollo de los proyectos asociados, así 
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como aumentar la eficiencia en el pago de las 
contraprestaciones y cargas económicas de los 
agentes del sector.

Figura 1: Objeto del proyecto de ley

Fuente: Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones [1]

JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
Productividad y desigualdad en Colombia
Este proyecto de ley tiene como punto de partida 

dos elementos que se analizan a continuación: la 
productividad y la desigualdad en Colombia.

La variación histórica de la Productividad Total 
de los Factores (PTF)1 en el país (ver Figura 2) 
muestra que su crecimiento anual ha sido cercano 
a cero o negativo la mitad del tiempo entre 1990 
y 2015. De acuerdo con el DNP, el crecimiento 
económico observado en este mismo periodo ha 
estado asociado al aumento del capital físico y 
humano; no a la productividad. Sin embargo, estas 
dos fuentes tradicionales de crecimiento se están 
agotando, por lo que Colombia debe apostarle a 
un crecimiento fundamentado en el incremento de 
la productividad [2].

Figura 2: Variación histórica de la 
productividad Total de los Factores (PTF) en 

Colombia (1990 – 20152)

Fuente: Departamento Nacional de Planeación [2]

Por otra parte, si bien el país ha logrado avances 
entre los años 2010 y 2017 en reducción de la 
desigualdad de ingresos medida en términos del 
coeficiente de GINI3 (ver Figura 3) y reducción 

1	 La Productividad total de los factores (PTF) se define 
como la diferencia entre la tasa de crecimiento de la pro-
ducción y la tasa de crecimiento medio de los factores 
para obtenerla, siendo los factores de ponderación las 
participaciones de cada factor en la renta nacional.

2	 Los datos del 2015 son preliminares.
3	 El coeficiente de GINI es un número entre 0 y 1, en don-

de 0 corresponde a igualdad de ingresos perfecta (todos 
tienen los mismos ingresos) y 1 a desigualdad de ingre-

de la pobreza multidimensional medida mediante 
el IPM4 (ver Figura 4), el hecho es que el país 
sigue siendo desigual en términos de ingresos y 
todavía existe un considerable porcentaje de la 
población que se considera pobre con base en 
el análisis multidimensional. Esta pobreza tiene 
mayor incidencia en centros poblados y en áreas 
rurales y dispersas.
Figura 3: Coeficiente de GINI para Colombia 

(2009-2017)

Fuente: Departamento Administrativo Nacional de 
Estadísticas (DANE) [3]

Figura 4: Índice de pobreza multidimensional 
- Colombia (2010 -2017)

Fuente: Departamento Administrativo Nacional de 
Estadísticas (DANE) [3]

Las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC) y su impacto sobre el 
crecimiento económico y la productividad

Numerosos estudios han demostrado el impacto 
positivo que tiene el aumento de la penetración de 
Internet de banda ancha sobre diversos aspectos 
del crecimiento económico y la productividad de 
los países.

En 2009, Stam & Clayton [4] realizaron un 
análisis con información de países de Europa, 
que mostró que la banda ancha aumenta la 

sos perfecta (una persona tiene todos los ingresos y los 
demás ninguno).

4	 El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) se cons-
truye con base en cinco dimensiones: condiciones edu-
cativas del hogar, condiciones de la niñez y la juventud, 
salud, trabajo, y acceso a los servicios públicos domici-
liarios y condiciones de la vivienda. Estas 5 dimensiones 
involucran 15 indicadores, y son considerados pobres los 
hogares que tengan privación en por lo menos el 33% de 
los indicadores.
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productividad de los empleados. Ese mismo año, 
Quiang y Rossotto [5] con datos de 120 países 
del mundo encontraron que un aumento del 
1% en la penetración de la banda ancha genera 
crecimientos del 0,12% en el PIB de países de 
ingresos medianos y altos y del 0,14% en el PIB 
de países en vías de desarrollo y Czernich y otros 
[6] encontraron a partir de un análisis de países de 
la OCDE que un aumento del 1% en la penetración 
de la banda ancha genera un crecimiento del PIB 
entre el 0,09% y el 0,15%.

En 2010, Katz & Ávila [7] analizaron 
información de países de América Latina y 
encontraron que, si se incrementa en un 1% la 
penetración de la banda ancha, se generarían 
crecimientos del 0,0178% en el PIB y aumentos 
del 0,18% en los empleos.

En 2011, la Consultora McKinsey [8] 
analizando datos de países de la OCDE encontró 
que Internet había representado el 21% del 
crecimiento del PIB en los 5 años previos.

En 2012, el BID [9] analizó información de 
países de América Latina y el Caribe y encontró 
que un Incremento del 1% de la penetración de la 
banda ancha genera crecimientos del 0,319% en el 
PIB y del 0,261% en la productividad. Ese mismo 
año Moretti & Thulin [10] encontraron que por 
cada trabajo que se genera con alto nivel de capital 
humano y para industrias de alta tecnología, hay 
un efecto multiplicador de 3 trabajos adicionales 
en áreas no relacionadas en el caso de Suecia.

En 2015, el Foro Económico Mundial [11], 
mostró que existe una correlación directa entre el 
PIB (Producto Interno Bruto) per cápita de un país 
y el índice de Preparación de la Red (NRI5 ) y que 
un aumento del 10% en la penetración de internet 
genera un aumento del PIB en países de ingresos 
medianos y bajos. Ese mismo año, un estudio de 
la OCDE encontró que la Inversión en TIC aportó 
entre 0,15 y 0,52 puntos porcentuales al crecimiento 
anual del PIB de los países de la organización [12] 
y Katz [13] indicó que entre el 2005 y el 2013 la 
digitalización generó aproximadamente 4,30% de 
crecimiento acumulado al PIB latinoamericano y 
6,12% para el caso de Colombia.

5	 El Índice de Preparación de Red abreviado NRI por su si-
gla en inglés (Networked Readiness Index), fue propuesto 
por el Foro Económico Mundial WEF [51] y sirve como 
herramienta para evaluar la preparación que tienen los 
países para aprovechar los beneficios de las tecnologías 
emergentes y las oportunidades que ofrece la transforma-
ción digital. Los países se evalúan en cuatro categorías 
de indicadores los cuales pueden ser cuantitativos o cua-
litativos: (i) el entorno general para el uso y la creación 
de tecnología (política, reglamentación, negocios e inno-
vación); (ii) la disponibilidad de la red en términos de 
infraestructura de TIC, asequibilidad y habilidades; (iii) 
la adopción y uso de la tecnología por los tres grupos de 
partes interesadas (gobierno, sector privado y particula-
res) y; (iv) el impacto económico y social de las nuevas 
tecnologías.

Por último, en 2017 el DNP realizó un estudio 
para Colombia [14] e indicó que: “(...) aumentar 
en un Megabit por segundo (Mbps) la velocidad 
promedio de conexión a Internet podría impactar 
positivamente el PIB per cápita hasta en un 1,6% 
y si se triplica la velocidad se podría pasar de 
13.255 USD a 15.694 USD de PIB per cápita”.

Si bien los estudios mencionados tienen 
diferencias cuantitativas en sus resultados, todos 
muestran los efectos positivos del incremento en la 
penetración de la banda ancha sobre la economía 
de los países.

De manera más general, cuando se habla de 
las TIC en su conjunto, un estudio en países de la 
OCDE publicado en 2015 [12], encontró que: en 
2013, la inversión en TIC representaba un 13,5% 
de las inversiones totales en activos fijos y un 2,7% 
del PIB; la inversión en TIC aportó entre 0,15 
y 0,52 puntos porcentuales al crecimiento anual 
del PIB entre 2001 y 2013; la productividad del 
trabajo en el sector de TIC fue de 162.000 USD 
PPP en 2013 (un 79% mayor que en los demás 
sectores económicos) y; el sector TIC supuso un 
4% del crecimiento total del empleo entre 2011 
y 2012. La OCDE concluyó que las TIC estaban 
jugando un papel significativo en la recuperación 
económica.

En América Latina, un estudio realizado en 
el año 2015 por la CAF, CEPAL y la Fundación 
Telefónica mostró que: “(...) la digitalización 
ha contribuido en US$ 195 mil millones al PIB 
latinoamericano entre el 2005 y el 2013. Esto 
significa que el desarrollo de la digitalización 
generó aproximadamente 4,30% de crecimiento 
acumulado al PIB latinoamericano (...)” [13], 
Para el caso de Colombia, el mismo estudio 
encontró que el crecimiento acumulado fue de 
6,12%, siendo el más alto de América Latina.

La Brecha Digital en Colombia y su impacto 
negativo sobre la igualdad

Estamos en un punto de la historia donde una 
serie de innovaciones tecnológicas y de mercado 
están transformado sectores económicos completos 
y por ende la forma como las personas trabajan 
y comercian, pero también la forma como viven, 
dando origen a un nuevo concepto de “Economía 
Digital”, tal como lo estableció la Comisión 
Europea en el año 2015: “La economía mundial 
se está convirtiendo rápidamente en digital. La 
tecnología de la información y las comunicaciones 
(TIC) ya no es un sector específico sino la base 
de todos los sistemas económicos innovadores 
modernos. Internet y las tecnologías digitales 
están transformando las vidas que llevamos, la 
forma en que trabajamos - como individuos, en 
los negocios y en nuestras comunidades a medida 
que se integran en todos los sectores de nuestra 
economía y sociedad” [15].

Los diferentes efectos que tendría la Economía 
Digital en Colombia fueron revisados por la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones en 
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el documento “Hoja de Ruta Regulatoria para el 
Desarrollo de la Economía Digital en Colombia”, 
donde se identificaron una serie de características 
para que las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones jueguen un papel importante 
en el desarrollo económico del país. La CRC 
incluye en su estudio el término “Discordancia”, 
que hace referencia a la “brecha entre los ‘ricos’ 
tecnológicamente y los ‘pobres’ que no tienen 
acceso a la tecnología (...)” [por lo que esta 
brecha] “(...) crece y se convierte en fuente de 
conflictos” [16].

Lo anterior es ratificado por Stern y otros [17] 
quienes encontraron que “(…) cada vez es más 
claro que las capacidades y el capital digital 
de las personas desempeñan un papel clave en 
un amplio rango de sus resultados individuales, 
desde el rendimiento académico hasta el éxito en el 
mercado laboral, desde la iniciativa empresarial 
hasta la aceptación de los servicios de salud. 
Quienes funcionan mejor en el reino digital y 
participan más plenamente de la vida social por 
medios digitales, gozan de ventajas sobre sus 
contrapartes digitalmente desfavorecidas (…)6”.

En efecto, existe una parte de la población 
que, por razones geográficas, socioeconómicas 
o educativas, no ha logrado la apropiación 
social de las TIC y está quedando relegada de 
las ventajas competitivas y los beneficios que 
ofrece la economía digital, separados del resto de 
la sociedad por una brecha digital, que los deja 
en una situación desventajosa que en el mediano 
plazo puede ampliar aún más las desigualdades 
sociales, en lugar de contribuir a disminuirlas [18].

La brecha digital ha sido definida como 
“La diferencia que existe entre las personas 
(comunidades, provincias, países…) que cuentan 
con las condiciones óptimas para utilizar 
adecuadamente las tecnologías de la información 
y comunicación en su vida diaria y aquellas que 
no tienen acceso a las mismas o que, aunque las 
tengan no saben utilizarlas” [19].

De manera más amplia, la brecha digital puede 
analizarse desde cuatro dimensiones: el acceso 
universal7, que está asociado con la existencia 
de facilidades de servicios TIC a una distancia 
razonable de todos los ciudadanos, incluso los 
que viven en los sitios más remotos; el servicio 
universal8

 
que guarda relación con asegurar 

6	 Traducción libre del original en inglés.
7	 De acuerdo con la UIT el Acceso Universal se entiende 

como la “[…] posibilidad de que todos los miembros de 
una población tengan acceso a las instalaciones y servi-
cios de la red de comunicación a disposición del público. 
Normalmente, esas prestaciones son proporcionadas en 
cabinas telefónicas, telecentros comunitarios y termina-
les comunitarias de acceso a Internet […]” [52].

8	 A su vez el Servicio Universal se entiende, de acuerdo 
con la UIT, como las políticas que se concentran “[…] 
en fomentar o mantener la conectividad universal de to-
dos los hogares a las instalaciones y los servicios de la 
red pública, a precios razonables […]” ([52]). También 

que los ciudadanos tengan accesibilidad, 
disponibilidad9 

y asequibilidad de los servicios; 
la disponibilidad de contenidos y aplicaciones 
con relevancia social para los usuarios10 

y 
la apropiación tecnológica que se refiere a la 
capacidad de los usuarios para hacer un uso 
óptimo de las TIC en su vida diaria11.

Con el fin de cerrar la Brecha Digital, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones ha venido adelantando 
una serie de proyectos orientados a ejecutar 
las políticas públicas de acceso y servicio 
universal. Si bien es cierto que con la ejecución 
del Plan Vive Digital se lograron avances en el 
despliegue de la infraestructura de transporte 
requerida para la prestación de los servicios 
de telecomunicaciones, aún existen amplios 
sectores de la población donde se evidencian 
deficiencias tanto en accesibilidad como en 
asequibilidad, haciendo evidente la necesidad de 
continuar enfocando, de manera integral y con 
visión prospectiva, los recursos y esfuerzos en el 
cierre de la Brecha Digital [20].

Uno de los principales logros del Plan Vive 
Digital, en términos de infraestructura, ha sido 
la construcción de una red nacional de transporte 
a través de la ejecución de los proyectos PNFO 
(Proyecto Nacional de Fibra Óptica) y PNCAV 
(Proyecto Nacional de Conectividad de Alta 
Velocidad), los cuales han permitido que entre 
los años 2012 y 2017, casi el ciento por ciento 
(100%) de las cabeceras municipales y áreas no 
municipalizadas en Colombia, estén conectadas 
a redes de transporte de alta velocidad, donde el 
mercado no había llegado12 (ver Figura 5). 

la UIT ha indicado en relación con el servicio universal 
que este consiste en: “[…] Asegurar que los servicios de 
telecomunicaciones sean accesibles y disponibles para 
el mayor número de personas (y comunidades) a precios 
asequibles […]” [33, 33].

9	 Que comprende tener una calidad de servicio apropiada 
para cada servicio TIC.

10	 Estos contenidos y aplicaciones tienen diversas dimen-
siones de uso, por ejemplo, como herramienta para: tra-
bajar y hacer negocios; interaccionar con el Estado; obte-
ner acceso a la salud y la educación; preservar la cultura 
y la identidad nacional o simplemente comunicarse con 
otras personas.

11	 En términos de impacto favorable en su situación econó-
mica, mayor bienestar, mejor acceso al conocimiento y 
facilidades en el manejo de sus relaciones con el Estado.

12	 En el año 2011, antes del inicio de la ejecución del Plan 
Vive Digital, Colombia tenía 287 municipios que estaban 
conectados a redes de transporte mediante fibra óptica 
que pertenecen a los diferentes PRST que operan en el 
país y en el caso de San Andrés, mediante un cable sub-
marino que fue financiado con recursos del FONTIC. Al 
finalizar el 2017, el PNFO y el PNCAV habían conectado 
a 808 municipios a redes de transporte de alta velocidad, 
quedando por conectar 27 municipios y áreas no muni-
cipalizadas (ANM) a través del PNCAV a diciembre de 
2017.
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La construcción de estas redes, aseguraron que 
los municipios y ANM (Áreas No Municipalizadas) 
del país cuenten con una conexión a las redes de 
transporte nacional, con lo cual se cumple con 
una condición necesaria, aunque no suficiente, 
para lograr el cierre de la brecha digital en el 
país. Los ciudadanos de estos municipios no 
podrían contar con acceso a redes de banda 
ancha si no hay primero una red de transporte 
que conecte a cada municipio con las redes 
nacionales e internacionales que dan acceso a las 
TIC (condición necesaria). Sin embargo, que se 
cuente con redes de transporte no es garantía, por 
sí sola, del cierre de la brecha digital (condición 
no suficiente) porque el sector privado no siempre 
profundiza las inversiones requeridas en las redes 
de acceso fijas y móviles, que serían el siguiente 
paso necesario a partir del despliegue de las redes 
de transporte, para contribuir con el cierre de la 
brecha digital geográfica del país.

Con respecto a la penetración del servicio de 
Internet fijo, el país tuvo avances significativos en 
términos del número total de suscriptores entre los 
años 2010 y 2017 (ver Figura 6) los cuales pasaron 
de 2.538.000 a 6.238.000, es decir, aumentaron 
un 145% en ocho (8) años, evidenciando un 
crecimiento aproximadamente lineal con un 
aumento del orden de 500.000 suscriptores por 
año [21]. 

Figura 6: Número de suscriptores de 
internet fijo en Colombia 

Evolución 2010 a 2017

Fuente: Departamento Nacional de Planeación [20] 

Sin embargo, esta evolución no se ha dado 
de manera uniforme entre los diferentes estratos 
socioeconómicos, ni tampoco en los diferentes 
municipios y áreas no municipalizadas en 
Colombia.

Como se observa en la Figura 7, la penetración 
del servicio de Internet fijo en los estratos 4, 5 y 
6 para el año 2017, es superior al 75% mientras 
que para los estratos 1, 2 y 3 se presentan 
penetraciones inferiores al 50% lo que evidencia 
que están proporcionalmente menos conectados 
que los estratos 4, 5 y 6; estas disparidades 
en la penetración entre los diferentes estratos, 
evidencian la existencia en el país de una brecha 
digital socioeconómica. 
Figura 7: Penetración Internet fijo en hogares 

por estrato, Colombia. 
Comparación del 2011 con 2017

Fuente: Departamento Nacional de Planeación [20] 

Por otra parte, también existe una brecha 
digital geográfica, entre los diferentes municipios 
y áreas no municipalizadas del país, como puede 
apreciarse en la Figura 8. 

Figura 8: Penetración urbana de 
Internet fijo por municipios y áreas no 

municipalizadas. Año 2017

Fuente: Elaboración propia del MinTIC
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Para el año 2017 había 49 municipios con una 
penetración urbana de Internet fijo superior al 15%, 
lo cual significa que en promedio más del 50% 
de los hogares disponen de este servicio. Desde 
el punto de vista geográfico, estas penetraciones 
altas se concentran en municipios que están en 
torno a las ciudades más importantes del país 
como Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y 
Bucaramanga; también en municipios específicos 
que son capitales de departamento como Pereira, 
Manizales, Ibagué, Villavicencio Yopal, Pasto y 
Santa Marta.

Ahora bien, si se compara el indicador de 
penetración urbana del Internet fijo entre los años 
2010 y 2017 (ver Figura 9) y se hace un ejercicio 
de generación de agrupaciones (clúster), también 
muestra que hay un amplio conjunto de municipios 
y áreas no municipalizadas en Colombia (clúster 1) 
donde las penetraciones eran muy bajas en el 2010 
y lo siguen siendo en el 2017 indicando que las 
fuerzas del mercado por sí solas no son suficientes 
para incrementar la penetración. Esto evidencia 
además una brecha geográfica digital que abarca 
una gran parte del país, donde la penetración a 
Internet fijo en los cascos urbanos es inferior al 
5%, lo que significa que en la mayoría de estos 
casos más del 82% de los hogares no cuentan con 
el servicio.

Figura 9: Penetración Internet fijo en 
el casco urbano por municipio y área no 

municipalizada en Colombia y generación de 
siete agrupaciones. Comparación de 2010 con 

2017

Al realizar un análisis conjunto de los servicios 
fijos de telefonía, internet y televisión para el 
cuarto trimestre del 2017 (ver Figura 10), se 
evidencia que a nivel nacional el servicio de 
telefonía fija presenta la mayor penetración con un 
14,18%, seguido del servicio de Internet fijo con 
el 12,82% y por último el servicio de televisión 
por suscripción con una penetración del 11,30%, 
lo cual evidencia la baja penetración de estos 
servicios en Colombia. La gráfica también muestra 
la disparidad geográfica en la penetración de los 
servicios fijos al comparar la penetración de estos 
con el porcentaje poblacional acumulado. Por 
ejemplo, para el 20% de la población acumulada 

del país que está más desconectada, la penetración 
de los servicios fijos es inferior al 3%. 
Figura 10: Penetración de los Servicios Fijos 

en Colombia 
(Datos a diciembre de 2017)

Fuente: Elaboración propia a partir del Boletín Trimestral 
del Sector TIC [23]

La situación con respecto a los servicios 
móviles no es muy diferente a la panorámica que 
se muestra para los servicios fijos. Al realizar un 
análisis de la presencia de infraestructura móvil 
por tipo de tecnología (2G, 3G y 4G) para las 
cabeceras municipales y centros poblados de los 
municipios del país, se evidenció que la mayoría 
de las cabeceras municipales del país cuentan con 
infraestructura de redes 2G y 3G y que un número 
creciente de cabeceras tienen infraestructura 
4G, aunque persiste una brecha y, al cierre del 
2017, había 114 municipios cuyas cabeceras no 
contaban con esta última tecnología. En cambio, 
para esa misma fecha, en las áreas rurales, los 
índices de penetración de infraestructura móvil 
son mucho menores y, en la práctica, de los 8.083 
centros poblados del país13 

la mayoría no cuentan 
con ella: el 93% del total de centros poblados no 
tienen infraestructura 4G; el 88% no disponen 
de infraestructura 3G y el 75% no cuentan con 
infraestructura 2G [20].

Figura 11: Despliegue Infraestructura 
Móvil por Cabecera Municipal (comparación 

años 2013 (azul) y 2017 (rojo))

Al adelantar una revisión sobre la capacidad 
de las redes móviles por persona por municipio, 
se encuentra que hay 714 municipios donde la 

13	 Se utilizó la base de datos del MINTIC que incluye una 
lista completa de centros poblados (CP) con sus respecti-
vos códigos DANE, especificando para cada uno si tiene 
o no infraestructura móvil 2G, 3G o 4G. Esta lista coinci-
de con la de centros poblados del DANE 2012. 
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capacidad de las redes móviles por persona por 
municipio es inferior a 10 kbps/persona/municipio; 
esta situación afecta a una población estimada de 
14,7 millones de personas, que en su mayoría 
viven en municipios que en general coinciden 
con aquellos que tienen bajas penetraciones de 
Internet fijo de banda ancha.

Figura 12: Estimación de la capacidad 
agregada de las redes móviles (GSM, UMTS, 

HSPA, LTE) para los municipios del país en el 
año 2017 [kbps/persona]

Fuente: Departamento Nacional de Planeación [20]

Esto evidencia que se requiere dar un 
importante paso adicional en términos de cierre 
de la brecha digital, mediante la promoción de 
las redes de acceso fijas y móviles, así como la 
creación de un marco normativo que incentive la 
inversión privada y la focalización de los recursos 
en el despliegue de redes de acceso como paso 
fundamental para acelerar el cierre de la brecha 
digital y lograr, de esta manera, que los beneficios 
de la conectividad y de la economía digital 
lleguen a todos los ciudadanos de Colombia. Si 
esto no se logra tendremos un país separado por 
brechas digitales de naturaleza socioeconómicas y 
geográficas, con lo cual la desigualdad en vez de 
disminuir puede aumentar.

El rol del sector privado en el cierre de la 
brecha digital

Con la expedición del Decreto-ley 1900 de 
1990 [24] se permitió que el sector privado 
participara en la prestación de los servicios de 
telecomunicaciones. Luego en 1993, se expidió 
la Ley 37 [25], mediante la cual se concesionó 
la prestación de los servicios de Telefonía Móvil 
Celular a empresas de capital público y privado. En 
el año 2000, la Ley 555 [26] posibilitó la entrada 
de un Operador adicional para la prestación de 
Servicios de Comunicación Personal (PCS). 
Posteriormente, en el año 2006 se permitió la 
entrada del sector privado como accionista del 
operador Colombia Telecomunicaciones (antiguo 
Telecom). Ese contexto ha implicado que el sector 
privado haya jugado un rol muy importante en la 
dinámica de inversión de las Telecomunicaciones 
desde el año 1993.

El impacto que la inversión privada ha 
tenido sobre el sector de las TIC en Colombia, 

es alto, teniendo en cuenta que de acuerdo 
con un estudio de la Comisión de Regulación 
de las Telecomunicaciones (hoy Comisión de 
Regulación de Comunicaciones) [27] se encontró 
que el sector privado lideró las inversiones entre 
los años 1998 y 2001, alcanzando el 61,4% y 
el 63% del total de las Inversiones en el sector, 
situación que se profundizó entre los años 2012 
y 2016, como se muestra en la Figura 13, donde 
las inversiones realizadas por el capital privado 
también superaron a las de capital público [22], 
Sin embargo, el sector privado ha pasado en los 
últimos años por una coyuntura especial que ha 
implicado una contracción en la inversión del 
33% desde el año 2014, aspecto que también se 
visualiza en la Figura 13. El sector audiovisual 
también enfrenta desafíos sobre los modelos 
de televisión tradicional, porque el promedio 
de crecimiento de la inversión publicitaria en 
televisión fue de 2% para el periodo 2009 a 
2016 mientras en medios digitales fue 34%. Esto 
plantea retos a la financiación de la televisión 
pública, cuyos recursos provienen en gran medida 
del sector privado [22],

Figura 13: Inversión en sector TIC como 
porcentaje del PIB

 

Fuente: Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones [22]

Es claro que, a partir de los hechos mostrados 
hasta este punto, los desarrollos del sector privado 
requieren de estímulos para llegar a los sitios que 
son menos atractivos debido a sus condiciones 
geográficas (sitios lejanos de los principales 
centros urbanos del país, ubicados en condiciones 
topográficas difíciles, en zonas montañosas o 
selváticas), demográficas (sitios rurales con 
bajas densidades poblacionales) o económicas 
(sitios urbanos y rurales donde viven personas en 
condiciones de pobreza y vulnerabilidad lo que 
genera una barrera de asequibilidad).

En consideración a esta situación, el Proyecto 
de ley propone que el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones especialice 
la Inversión de un Fondo Único de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones en la 
masificación del acceso, uso y apropiación de 
las TIC para cerrar la brecha digital, entre otros 
mecanismos, mediante incentivos a la oferta o a 
la demanda en los segmentos de población pobre 
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y vulnerable, que vivan en zonas rurales y rurales 
dispersas o en zonas geográficamente aisladas.

El Sector TIC y la Convergencia Tecnológica 
y de Mercados

Durante décadas los sectores de: electrónica 
e informática, telecomunicaciones, y medios 
de comunicación y producción de contenidos 
tenían cadenas de valor claramente diferenciadas 
e independientes, sin embargo, el desarrollo 
del Internet de Banda Ancha y la aparición 
de terminales multifuncionales, propiciaron 
condiciones para el surgimiento de un ambiente 
de convergencia dando paso a un ecosistema 
digital, el cual es entendido como el conjunto 
de infraestructuras y prestaciones, asociadas a 
la provisión de contenidos y servicios a través 
de Internet [13], Este conjunto se encuentra 
integrado por medio de tecnologías de informática 
y comunicaciones, donde las fronteras entre los 
segmentos de negocio de la industria no están 
claramente definidas [28].

Este escenario ha traído una importante 
transformación de convergencia tecnológica y de 
mercados, donde las fronteras entre los segmentos 
de negocio de la industria no están claramente 
definidas, incorporando y modificando la cadena 
del valor del sector TIC (ver Figura 14) con la 
aparición de nuevos roles y actores.

Figura 14: Cadena de valor de las TIC - 
eslabones, roles existentes y roles nuevo

Fuente: Departamento Nacional de Planeación 
[29]

Este fenómeno también está permeando al 
sector TIC en Colombia, viéndose reflejando 
en los mercados, donde existen en la actualidad 
operadores que cuentan con ofertas convergentes 
de los servicios fijos, móviles, telefonía, Internet 
y televisión por suscripción y contenidos 
convergentes (multiplataforma) que permiten a 
los usuarios accederlos independientemente de la 
tecnología utilizada.

En efecto, en Colombia, esta convergencia 
tecnológica y de mercados viene impulsando 
una migración de las redes de los Proveedores de 
Redes y Servicios de Telecomunicaciones (PRST) 
de Colombia de verticales a horizontales. Estas 
nuevas arquitecturas de red permiten la provisión 
de servicios fijos y móviles que tienen elementos 
comunes, tendencia que se encuentra en un rápido 
proceso de consolidación. Por ejemplo, varios 

PRST que prestan servicios fijos y móviles ya 
proporcionan una oferta integrada de servicios de 
voz, Internet de banda ancha y televisión mediante 
una red común [18].

Como resultado de esta nueva realidad se 
tiene una recomposición de las industrias de: 
comunicaciones, informática, electrónica de 
consumo y multimedia alrededor de la tecnología 
de Internet, cuyo impacto trasciende la disrupción 
de los mercados existentes. El mundo está entonces 
ante un escenario donde los grandes intermediarios 
de Internet han generado un importante dinamismo 
a nivel de servicios, contenidos y aplicaciones cuyo 
impacto sobre las industrias existentes, carácter y 
límites permanece sustancialmente abierto [30].

Como consecuencia de lo anterior, la entrada 
de nuevos actores que compiten en el sector ha 
tenido efectos sobre los ingresos de los operadores 
de telecomunicaciones: la competencia y la 
disrupción de servicios over-the-top (OTT)14 
han ejercido presiones sobre los precios, además 
de incrementar los costos de inversión como 
consecuencia del crecimiento exponencial de 
la demanda de Ancho de Banda y la velocidad 
requerida para acceder a estos servicios por parte 
de los usuarios [28].

Con el fin de responder a este conjunto de 
cambios en la cadena de valor, diferentes países han 
adoptado medidas de transformación normativas 
e institucionales1515. Sin embargo, al analizar el 
marco institucional y normativo del sector TIC en 
Colombia, es claro que el mismo no se encuentra 
adecuado para responder de manera integral a 
la convergencia tecnológica y de mercados. El 
proyecto de ley propuesto busca modernizar la 
institucionalidad para que sea acorde con las 
situaciones descritas.

La racionalidad que sustenta el proyecto de 
ley

Todos los temas que se han mencionado hasta 
este punto se abordan de manera integral en este 
proyecto de ley y además encuentran sustento 
en una serie de importantes estudios en torno 
al sector TIC que realizó el Departamento de 
Planeación Nacional (DNP), entre los años 2016 
y 2018, el Plan El Futuro Digital es de Todos del 
Ministerio de las Tecnologías de la Información y 

14	 Los servicios OTT (Overthe Top) corresponden a conte-
nidos, servicios o aplicaciones que se suministran a los 
usuarios finales a través de la Internet pública.

15	 En los documentos “El Futuro del Sector Audiovisual 
en Colombia: Necesidad de Política Pública y Reformas 
Normativas en el Marco de la Convergencia Tecnológica 
y las Tendencias del Mercado” [11], “Esquema de Fi-
nanciación para el Sector TIC y Audiovisual en el Marco 
de la Convergencia Tecnológica y de Mercados” [3] y 
“Hoja de Ruta Regulatoria para el Desarrollo de la Eco-
nomía Digital en Colombia” [7] se identificaron siete (7) 
países (Argentina, Australia, Brasil, Canadá, Chile, Esta-
dos Unidos, Singapur) que han adaptado medidas norma-
tivas e institucionales para afrontar los cambios que ha 
introducido la convergencia tecnológica y de mercados.



Gaceta del Congreso  745	 Viernes, 21 de septiembre de 2018	 Página 25

las Comunicaciones, así como en análisis que han 
sido realizados por organismos internacionales 
tales como la OCDE, la UIT, el BID y el Foro 
Económico Mundial:

1.	 El Futuro del Sector Audiovisual en Co-
lombia: Necesidad de Política Pública y Re-
formas Normativas en el Marco de la Con-
vergencia Tecnológica y las Tendencias del 
Mercado [31];

2.	 Estudio de la OCDE sobre políticas y regula-
ción de telecomunicaciones en Colombia [32]

3.	 Esquema de Financiación para el Sector TIC 
y Audiovisual en el Marco de la Convergen-
cia Tecnológica y de Mercados [29]

4.	 Universal Service Fund and digital inclusión 
for all study [33]

5.	 Digital Transformation Initiative [28]
6.	 Evaluación de los Programas del Plan Vive 

Digital para la Gente Financiados con Recur-
sos del Fondo de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones (FONTIC) [20]

7. El Futuro Digital es de Todos [22]
A partir de estos, se evidencia la necesidad 

de realizar un conjunto de cambios estructurales 
e institucionales, con el fin de responder a las 
nuevas realidades y necesidades del sector de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
(TIC), el fenómeno de convergencia tecnológica y 
de mercados y la reducción de la brecha digital 
que afecta la población pobre y vulnerable y a la 
población rural, rural dispersa y geográficamente 
aislada, permitiendo de esta forma que todos 
los colombianos puedan ser partícipes de los 
beneficios de la transformación digital.

Un futuro digital para todos
Se trata entonces de permitir que las TIC 

generen desarrollo social y económico para toda 
la población de manera que se logre un objetivo 
clave: acelerar el cierre de la brecha digital pues 
los potenciales efectos negativos no dan espera. 
La prioridad es conectar a los ciudadanos y 
conectarlos bien para que todos puedan obtener 
los beneficios sociales y económicos de la 
tecnología.

Frente a este escenario, el presente proyecto de 
ley es parte integral del Plan “El Futuro Digital 
es de Todos” (ver Figura 16) y se enmarca en el 
eje de “Entorno TIC para el desarrollo digital”. Se 
busca la modernización del sector TIC mediante 
la creación de las condiciones habilitantes 
que impulsen la inversión como vehículo 
para conectar a los colombianos y llevar los 
beneficios de las tecnologías a toda la población. 
Tiene como objetivos estructurales adecuar la 
estructura e institucionalidad de las Entidades 
Gubernamentales que rigen y regulan el sector 
de las TIC con el fin de aumentar la certidumbre 
jurídica, simplificar y modernizar el marco 
institucional del sector y aumentar la eficiencia 
institucional del sector TIC; así como realizar una 
serie de modificaciones y cambios normativos que 
fortalezcan los esquemas de planeación sectorial, 
regulación técnica y de mercado con enfoque 
convergente y de financiación para el sector 
TIC y audiovisual en el marco de la evolución y 
convergencia tecnológica y de mercados. También 
se busca armonizar y aumentar la eficiencia 
en el pago de las contraprestaciones y cargas 
económicas de los agentes del sector; focalizar las 
inversiones de manera que propendan por el cierre 
efectivo de la brecha digital con la participación 
del sector privado; y garantizar la financiación de 
la televisión pública y la radio pública.

Colombia ha avanzado positivamente en la 
masificación de las TIC. No obstante, lo hace a 
ritmos muy inferiores que otros países de la región 
y del resto del mundo. Por citar un ejemplo, en 
el indicador de Banda Ancha Móvil (BAM) por 
cada 100 habitantes, tal y como se observa en la 
Figura 15, Colombia ha venido aumentando este 
indicador, pero a un ritmo inferior que países como 
Chile y Argentina que, en 2007, comenzaban con 
niveles de penetración de la BAM similares a 
Colombia. Una de las diferencias, es que en los 
últimos años estos otros países han adelantado 
reformas similares a la establecida en el presente 
Proyecto de ley, haciendo más atractivos sus 
mercados para la inversión, la cual se ha reflejado 
en un mayor número de habitantes conectados al 
Internet.

Figura 15: Suscripciones de banda ancha móvil porcada 100 habitantes

Fuente: UIT [34]
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La modernización de los esquemas de 
financiación serán un elemento clave para 
el desarrollo de otro de los ejes del Plan “El 
Futuro Digital es de Todos”, que corresponde 
a la “Inclusión social digital” (ver Figura 17) 
que busca establecer los mecanismos para que 
ningún colombiano se quede por fuera del entorno 
digital. Estos incluyen, entre otros, programas 
para el despliegue de la red de última milla en 
los municipios del país; para la conexión de 
hogares ya cubiertos con red de última milla; la 
conectividad social sostenible y la garantía de la 
provisión de herramientas de acceso a Internet para 
personas en condición de discapacidad, así como 
la promoción del acceso con enfoque diferencial 
de las comunidades indígenas, afrocolombianas, 
raizales, palenqueras y Rrom. La implementación 
exitosa de estos programas requiere de una 
profundización en las acciones que incentivarán 
la inversión en el sector con aportes de capital 
público y privado, priorizando escenarios de 
cooperación.

Permitir que los ciudadanos se conecten y se 
conecten bien, es además un elemento habilitador 
esencial para el desarrollo de la economía naranja 
[35], la transformación digital y la innovación 
[36] y la cuarta revolución industrial [37].

Figura 16: El Futuro Digital es de todos: 
Entorno TIC para el desarrollo digital

Fuente: El Futuro Digital es de Todos [22]

Figura 17: El Futuro Digital es de todos: 
Inclusión social digital

Fuente: El Futuro Digital es de Todos [22]

La necesidad de una transformación 
institucional

Con el fin de responder a los retos impuestos 
por la convergencia tecnológica, el surgimiento 
de la Economía Digital y el cierre de la 
brecha digital, se requiere una transformación 

institucional y normativa que permita a todos 
los colombianos beneficiarse de las bondades 
que trae el desarrollo tecnológico y en particular 
el sector de las TIC.

Lo anterior, dado que desde el punto de vista 
Institucional de las TIC, en Colombia, coexiste un 
marco normativo disperso (ver Figura 18) en el 
que sobresalen: (i) la Ley 1341 de 2009 [38] para 
el sector TIC; y (ii) la Ley 1507 de 2012 [39], para 
el subsector de televisión.

Figura 18: Marco Normativo Disperso

Fuente: Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones [22]

Como resultado, varias entidades del orden 
nacional intervienen en el sector, lo cual 
genera una compartición de funciones entre las 
instituciones que norman, regulan y controlan 
el sector, como, por ejemplo: la definición de 
políticas públicas y planeación sectorial, la 
promoción, la regulación ex - ante, la asignación 
del espectro radioeléctrico y la vigilancia y 
control (ver Tabla 1). Todo lo anterior, en un 
contexto donde existe una tendencia, presente 
y futura, de migrar la prestación de todos los 
servicios TIC hacia las redes de Internet.

Esta separación de la institucionalidad del 
sector TIC y el subsector televisión implica que 
los esfuerzos del Estado no estén coordinados 
bajo un único enfoque, además que se presenten 
duplicidades y conflictos de competencia entre 
las entidades gubernamentales, generando 
efectos negativos en el funcionamiento 
del Gobierno, y afectando el desempeño 
del sector TIC en su conjunto, generando 
además incertidumbre jurídica dentro de los 
diferentes actores que participan en el sector, 
incrementando la complejidad de las relaciones 
de estos con el Gobierno y dificultando la toma 
de decisiones.

Adicionalmente, no existe un esquema de 
habilitación unificado entre los subsectores 
del sector TIC, siendo más crítico el caso del 
subsector audiovisual, principalmente en los 
operadores de televisión por suscripción y 
televisión comunitaria, donde la habilitación se 
realiza por servicios y bajo títulos de prestación 
diferenciales, lo cual restringe la competencia, 
genera barreras legales a la entrada y tiende a 
crear arbitraje regulatorio.
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Tabla 1: La realidad actual: Un marco Institucional Disperso

Fuente: Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones [22]

Varias de estas conclusiones surgen de los 
estudios realizados por el DNP [31] y [29] y 
por la OCDE [32], que evidencian la necesidad 
de una transformación tanto normativa como de 
institucionalidad, que se adecúe y apoye el proceso 
de convergencia y que facilite y habilite los 
mecanismos de financiación del acceso y servicio 
universal en el país, creando un marco adecuado, 
con un régimen de habilitación único, que 
impulse y dinamice, aún más rápido, el desarrollo 
del sector TIC en Colombia, respondiendo a la 
realidad convergente presente en el sector.

Por lo anterior, es fundamental la reorganización 
institucional que simplifique y permita el diseño y 
la adopción de un solo entorno normativo para la 
totalidad del sector, sin la existencia de excepciones 
o regímenes especiales para su aplicación. Dicha 
medida facilitaría la entrada de operadores y 
nuevas tecnologías y, más importante, estimularía 
la competencia efectiva entre los actores del sector, 
basado en instituciones de política y regulación, 
que, de forma unívoca e integrada, pero con roles 
separados, desarrollen el sector con la existencia 
de un régimen simétrico de cargas regulatorias (ex 
ante y ex post) [29].

Este proyecto de ley propone, mediante un 
régimen de transición, ampliar el esquema de 
habilitación general para la provisión de redes y 
servicios de telecomunicaciones, para incluir a 
los servicios de televisión por suscripción y de 
televisión comunitaria, así como la posibilidad 
de habilitación general para la prestación del 
servicio de televisión abierta radiodifundida. 
Para este último servicio se incluye una fórmula 
que incentive el ingreso al régimen de habitación 
general y sea consecuente con la realidad del 
mercado antes señalada [22] de modo que se 
garantice la adecuada prestación de este servicio 
público íntimamente asociado al derecho de 
pluralismo informativo. Por el tiempo de vigencia 
del régimen de transición de habilitación de los 
servicios de televisión abierta radiodifundida, este 

continuará rigiéndose por las normas especiales 
pertinentes, en particular la Ley 182 de 1995 
[40], la Ley 335 de 1996 [41] y la Ley 680 de 
2001 [42], También existirá un Registro Único 
de TIC, para todos los proveedores de redes y 
servicios de telecomunicaciones, incluyendo 
para fines informativos a los operadores del 
servicio de televisión abierta radiodifundida que 
se encuentren en el régimen de transición de 
habilitación general, y los operadores del servicio 
de radiodifusión sonora.

En cuanto al Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, este proyecto 
de ley fortalece sus funciones de manera que 
se encargue de asignar de manera exclusiva 
el espectro radioeléctrico con fundamento en 
estudios técnicos y económicos, con el fin 
de fomentar la competencia, la inversión, la 
maximización del bienestar social, el pluralismo 
informativo, el acceso no discriminatorio y 
evitar prácticas monopolísticas. Se mantiene en 
el Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, la vigilancia y control 
del sector TIC y se amplían sus funciones para 
que lleve el registro público de frecuencias 
concedidas al servicio de televisión. También se 
contempla la posibilidad que tienen los PRST de 
presentar acuerdo de mejora hasta antes de que 
el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones profiera decisión de fondo en 
procedimientos administrativos sancionatorios.

Por otra parte, el proyecto de ley asegura la 
independencia de la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones (CRC), la cual no estará sujeta a 
control jerárquico o de tutela alguno y sus actos solo 
serán susceptibles de control ante la jurisdicción 
competente. La CRC tendrá independencia 
administrativa, técnica, patrimonial, presupuestal 
y personería jurídica. Así mismo, se establece en 
el Proyecto de ley que todos los miembros de la 
CRC representarán de manera exclusiva solo los 
intereses de la Nación.
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Garantizar la independencia del regulador es una 
piedra angular de las recomendaciones efectuadas 
por la OCDE en su estudio sobre políticas y 
regulación de telecomunicaciones en Colombia 
[32] por cuanto un regulador independiente 
permitiría lograr: “(...) una clara separación 
entre la política industrial y la regulación de la 
competencia y del sector, y reduciría la exposición 
de la acción regulatoria a motivaciones políticas 
El mismo estudio indica que en los países de la 
OCDE que tienen un regulador independiente se ha 
observado que este: “(...) ha ayudado a promover 
la competencia y a evitar conflictos de interés, 
especialmente en aquellos países con operadores 
de telecomunicaciones de titularidad pública”.

Además, la CRC se convertirá en un regulador 
único e independiente encargado de promover la 
competencia en los mercados de las redes y los 
servicios de telecomunicaciones, incluidos los 
servicios de televisión abierta radiodifundida 
y de radiodifusión sonora, así como el sector 
postal, promover el pluralismo informativo, 
evitar el abuso de posición dominante, regular 
los mercados de las redes y los servicios de 
comunicaciones y garantizar la protección de 
los derechos de los usuarios, con el fin que la 
prestación de los servicios sea económicamente 
eficiente, y refleje altos niveles de calidad. 
Para ello, la CRC adoptará una regulación que 
promueva la inversión e incentive la construcción 
de un mercado competitivo que desarrolle los 
principios orientadores de la ley, considerando 
además que la expedición de la regulación y, en 
general, el ejercicio de la función regulatoria 
se hará con observancia de criterios de mejora 
normativa en el diseño de la regulación, lo que 
incluye la aplicación obligatoria de metodologías 
de análisis de impacto normativo para la toma de 
decisiones regulatorias de carácter general.

La CRC se constituirá con cinco (5) 
Comisionados que tendrán dedicación exclusiva 
para períodos institucionales fijos de cuatro (4) 
años, no reelegibles, no sujetos a las disposiciones 
que regulan la carrera administrativa y designados 
por el Presidente de la República, previo un 
mecanismo de postulación que garantice la 
democracia participativa. La primera conformación 
de la CRC seguirá unas reglas especiales que 
buscan mantener un balance durante la fase de 
transición, en su primera composición, para 
preservar la mayor autonomía de la Comisión.

Además se amplían las funciones de la CRC, 
entre otros, en los siguientes campos: establecer 
los criterios y niveles de calidad en términos 
de: frecuencia, tiempo de entrega, sistema de 
reclamaciones, así como las tarifas de los servicios 
pertenecientes al Servicio Postal Universal 
(SPU), garantizar el pluralismo e imparcialidad 
informativa, siendo el principal interlocutor con 
los usuarios del servicio de televisión y la opinión 
pública en relación con la difusión, protección 
y defensa de los intereses de los televidentes; 

establecer prohibiciones para aquellas conductas 
en que incurran las personas que atenten contra 
el pluralismo informativo, la competencia, el 
régimen de inhabilidades y los derechos de los 
televidentes; vigilar aquellas conductas que atenten 
contra el pluralismo informativo, el régimen de 
inhabilidades de televisión abierta y los derechos 
de los televidentes; y promover y reglamentar lo 
atinente a la participación ciudadana en los temas 
que puedan afectar al televidente, especialmente 
lo referido al control de contenidos audiovisuales. 
A la fecha todas estas funciones, con excepción de 
lo relacionado con el SPU, vienen siendo ejercidas 
por la ANTV.

Para asumir esta distribución de funciones, 
la CRC podrá establecer una contribución anual 
hasta del uno coma cinco por mil (0,15%16) 
aplicable a los sujetos regulados, con excepción del 
Operador Postal Oficial respecto de los servicios 
comprendidos en el Servicio Postal Universal. La 
CRC determinará anualmente la tarifa teniendo 
en cuenta el costo presupuestado del servicio de 
regulación para el respectivo año. Para el caso de 
los servicios de televisión abierta radiodifundida, 
de los operadores que se encuentren en el régimen 
de transición de habilitación, y de radiodifusión 
sonora, el Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones transferirá 
a la CRC el valor equivalente a la contribución 
anual por regulación. En cuanto a los operadores 
del servicio de televisión comunitaria, estos 
contribuirán con la cuota regulatoria pero se 
exceptúan del pago de la contribución anual a 
la CRC durante los tres (3) años siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, con el 
propósito de generar incentivos para que estos 
Operadores, que podrán participar de los esquemas 
de habilitación general como se presenta más 
adelante, dispongan de una ventana de tiempo que 
les permita concentrar recursos en la ampliación 
de su oferta de servicios TIC y la modernización 
de sus redes, sin tener que hacer contribuciones al 
regulador durante dicho tiempo.

Por otra parte, el proyecto de ley establece que 
la Superintendencia de Industria y Comercio, de 
acuerdo con sus funciones legalmente conferidas, 
ejercerá funciones como autoridad única de 
protección de la competencia en el sector TIC, 
entre otras en materia de prácticas restrictivas de 
la competencia e integraciones empresariales, así 
como autoridad de control y vigilancia encargada 
de la protección de los usuarios de los servicios 
que integran el sector TIC.

En cuanto al espectro radioeléctrico, este se 
considera como un elemento fundamental en la 
definición de la política pública y por tal razón 
se ratifica la necesidad de contar con la Agencia 
Nacional del Espectro (ANE) como una Unidad 
Administrativa Especial del orden nacional, 
adscrita al Ministerio de Tecnologías de la 

16	 Hoy en 0,1%
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Información y las Comunicaciones, cuyo objeto 
es brindar el soporte técnico para la gestión y la 
planeación, la vigilancia y control del espectro 
radioeléctrico. Se mantienen entonces, entre otras, 
sus funciones relacionadas con la actualización 
del Cuadro Nacional de Atribución de Bandas 
de Frecuencias de Colombia y los Cuadros de 
Características Técnicas de la Red; recomendar 
los parámetros para determinar la valoración por 
el derecho al uso del espectro radioeléctrico y la 
estructura de contraprestaciones. Adicionalmente, 
la Agencia Nacional del Espectro adquiere 
funciones de policía judicial para el cese 
de operaciones no autorizadas del espectro 
radioeléctrico. Finalmente, y para que la 
planeación, administración y gestión del espectro 
radioeléctrico se consoliden en una sola entidad, 
será la Agencia Nacional del Espectro quien 
especifique los parámetros técnicos esenciales de 
los servicios de radiodifusión sonora.

De esta manera, se mantiene dentro de la órbita 
de la Política Pública en cabeza del Ministerio 
de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, la cadena de valor completa del 
espectro radioeléctrico que va desde la planeación, 
atribución y gestión técnica del espectro 
radioeléctrico en cabeza de la Agencia Nacional 
del Espectro como unidad administrativa especial 
adscrita, hasta la asignación de todo el espectro que 
estará en cabeza del Ministerio de las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones.

En concordancia con las propuestas anteriores, 
el proyecto de ley deroga la Ley 1507 de 2012 
[39], suprime y liquida la Autoridad Nacional 
de Televisión y prohíbe el inicio de nuevas 
actividades en desarrollo de su objeto social de 
manera que conservarán su capacidad jurídica 
únicamente para expedir los actos, realizar las 
operaciones y celebrar los contratos necesarios 
para su liquidación y establece un plazo de seis 
meses para su liquidación.

La necesidad de establecer un Fondo Único 
de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, focalizar las inversiones y 
unificar las tasas de contraprestación.

La coexistencia de los marcos normativos 
diferentes para el sector TIC y el subsector de 
televisión también ha derivado en la presencia de 
dos regímenes asimétricos de contraprestación: 
El primero establecido por la Ley 1341 de 2009 
[38] que obliga a los Proveedores de Redes y 
Servicios de Telecomunicaciones, al pago de 
una contraprestación fijada en el 2,2% de los 
ingresos brutos causados por la provisión de redes 
y servicios de telecomunicaciones excluyendo 
terminales, de acuerdo con la Resolución 290 de 
2010 [43] y la Resolución 2877 de 2011 [44]; y el 
segundo definido para los servicios de televisión, 
para los cuales aplican diferentes tasas de acuerdo 
con la modalidad de prestación de este servicio 
(televisión abierta o por suscripción) y para el caso 
de los operadores de televisión por suscripción, 

diferentes rangos definidos por la Resolución 1873 
de 2017 [45] y la Resolución 650 de 2018 [46].

Actualmente, estas condiciones asimétricas se 
presentan entre servicios que confluyen en un mismo 
mercado con funcionalidades similares (resuelven 
necesidades similares) y entre diferentes tecnologías 
que proveen, en esencia, el mismo servicio que 
aunadas con la convergencia en la prestación de 
servicios, podría generar incentivos perversos, que 
eventualmente llevarían a algún actor del sector 
a la realización de arbitraje regulatorio [29], Esta 
situación, además de permitir ineficiencias en la 
asignación y ejecución de recursos, crea barreras 
a la entrada de nuevos actores en alguno de los 
dos subsectores y desincentiva las inversiones 
que impulsen la convergencia tecnológica y de 
mercados a toda la población.

Adicionalmente, estas contraprestaciones 
se destinan a la financiación de dos (2) fondos 
distintos17, a través de los cuales se financian 
diferentes planes programas y proyectos del 
sector TIC y del subsector televisión, generando 
la dispersión de las inversiones en múltiples ejes 
de política, algunos de ellos coyunturales y de 
corto plazo, y la falta de continuidad sistemática 
de las inversiones en el tiempo [29].

Esta dispersión de las inversiones, se hace 
evidente en el caso de los proyectos financiados 
por el FonTIC: entre los años 2010 a 2017, se 
han ejecutado 47 proyectos con recursos de este 
Fondo, encontrándose que el 16,9% del total de las 
inversiones se han fragmentado en 35 programas 
(ver Figura 19) que en su mayoría han tenido 
oscilaciones en la cantidad de recursos asignados, 
o no han tenido continuidad, o son de reciente 
creación [47].

Figura 19: Cantidad de programas por 
año18

Fuente: Departamento Nacional de Planeación [47]

17	 El Fondo de Tecnologías de la Información y la Comu-
nicación (FONTIC), normado por la Ley 1341 de 2009 
[38] y la Ley 1753 de 2015 [50] y el Fondo para el Desa-
rrollo de la Televisión y los Contenidos (FONTV), cuyas 
funciones se encuentran reglamentadas en la Ley 1507 de 
2012 [39] y la Ley 1753 de 2015 [50].

18	 Para el propósito de este análisis que se refiere a los pro-
gramas Vive Digital entre 2010 y 2017, se consideró el 
año 2010 como el de inicio de todos los proyectos bajo 
revisión.



Página 30	 Viernes, 21 de septiembre de 2018	 Gaceta del Congreso  745

Con respecto al FonTV, entre los años 2013 
y 2016, una parte importante de los recursos 
se destinaron a financiar las inversiones del 
operador público (RTVC) incluyendo el 
desarrollo de la Televisión Digital Terrestre 
(TDT) y la financiación de contenidos 
educativos y culturales para la televisión pública 
tanto en el ámbito nacional como para los ocho 
canales regionales. Como se puede apreciar 
en la Figura 20, las inversiones del FONTV 
han concentrado los recursos en el despliegue 
de una sola tecnología, existiendo un claro 
sesgo tecnológico o sectorial en este fondo que 
proviene de causas normativas e institucionales 
[29].

Figura 20: Principales programas  
de inversión de FONTV como porcentaje  

de la ejecución 

Fuente: Departamento Nacional de 
Planeación [29]

Por lo anterior se hace necesario conformar 
un Fondo Único TIC, que sirva como la base 
de una estrategia de política pública global para 
cerrar la brecha digital, teniendo en cuenta los 
profundos efectos transversales y multiplicativos 
sobre la economía, a nivel global y regional, que 
tienen las TIC como sector convergente, donde 
no existan diferencias ni distinciones entre un 
sector TIC tradicional y uno audiovisual [29].

Con la creación de este Fondo Único TIC, se 
evitará que la planeación y la toma de decisiones 
sobre el uso de los recursos las tomen, en la 
práctica, dos entidades distintas, permitiendo 
la formulación de una política pública única 
de largo plazo para el sector, donde se puedan 
focalizar y priorizar los programas y proyectos 
de acceso y servicio universal, la producción 
de contenidos multiplataforma y aplicaciones 
y el apoyo a la apropiación de las TIC por 
parte de la población, todo esto asegurando la 
continuidad en el tiempo. Adicionalmente, al ser 
un fondo tecnológicamente neutro, se eliminará 
el sesgo tecnológico que actualmente tienen 
los dos fondos, permitiendo una asignación 

más eficiente de los recursos con lo cual se 
aceleraría el cierre de la brecha digital existente 
en Colombia.

De esta forma, el objeto de este Fondo Único 
TIC es financiar planes, programas y proyectos 
para facilitar prioritariamente el acceso universal 
y el servicio universal de todos los habitantes 
del territorio nacional a las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, garantizar 
el fortalecimiento de la televisión pública, la 
promoción de los contenidos multiplataforma 
de Interés público y la apropiación social y 
productiva de las TIC, así como apoyar las 
actividades del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, y la Agencia 
Nacional del Espectro, y el mejoramiento de su 
capacidad administrativa, técnica y operativa 
para el cumplimiento de sus funciones.

El Fondo Único generará Incentivos para 
vincular al sector privado y público en sus 
iniciativas de inversión de TIC, publicará 
anualmente una Agenda de inversión y analizará 
y dará respuesta a todos los comentarios que 
se reciban frente a los proyectos propuestos. 
Además, realizará periódicamente estudios de 
los proyectos implementados para determinar, 
entre otros, la eficiencia, eficacia o el impacto en 
la utilización de los recursos asignados en cada 
proyecto. Los resultados de estos estudios serán 
publicados y serán insumo para determinar la 
continuidad de los proyectos y las líneas de 
inversión.

El proyecto de ley reconoce la importancia 
de la televisión pública y la radiodifusión sonora 
pública y como fórmula para su garantía de 
fortalecimiento, propone que se mantendrá por lo 
menos, el monto máximo de recursos que, desde 
la creación del Fondo para el Desarrollo de la 
Televisión y los Contenidos, fueron destinados 
a RTVC y a los canales regionales de televisión, 
así como el monto promedio destinado por el 
Fondo de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones para la radiodifusión sonora 
pública a RTVC, ajustados, ambos montos, en el 
mismo porcentaje de variación anual del índice 
de Precios al Consumidor (IPC). Esto permitirá 
que se continúe, entre otros aspectos, con las 
actividades para financiar, fomentar, apoyar 
y estimular los planes, programas y proyectos 
para la programación educativa y cultural a 
cargo del Estado; apoyar el fortalecimiento 
de los operadores públicos del servicio de 
televisión; y financiar la operación, cobertura y 
fortalecimiento de la televisión pública abierta 
radiodifundida, buscando la utilización eficiente 
de los recursos del Fondo Único de manera que 
el servicio de Televisión Digital abierta a cargo 
de RTVC, o quien haga sus veces, y los canales 
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regionales de televisión, sea prestado a través de 
una misma infraestructura de red.

El Fondo Único también podrá contribuir al 
mejoramiento de la calidad educativa, mediante 
la financiación de proyectos que promuevan el 
acceso, uso y apropiación de las Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, por parte 
de estudiantes y docentes en sedes educativas de 
carácter oficial, así como la gestión adecuada de 
los residuos tecnológicos generados por equipos 
obsoletos y, para este fin, podrá transferir a la 
Asociación Computadores para Educar los 
recursos que se destinen anualmente para ello.

A este Fondo Único, contribuirán 
mediante una contraprestación periódica 
aquellos proveedores de Redes y Servicios de 
Telecomunicaciones que se habiliten de manera 
general. También contribuirán los proveedores 
del servicio de televisión abierta radiodifundida 
y de radiodifusión sonora, pero respetando 
para estos servicios sus actuales tasas de 
contraprestación. El Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones 
determinará el valor de la contraprestación 
periódica, que en todo caso no podrá ser superior 
al de la contraprestación periódica establecida 
a favor del Fondo de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones a la fecha de 
entrada en vigor de la presente ley. Para ello, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones procederá a determinarla, 
mediante acto administrativo motivado, previa 
la realización de un estudio, en un término 
máximo de seis (6) meses contados a partir de 
la promulgación de la ley, que incluya el plan de 
inversiones del Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, el estado 
del cierre de la brecha digital del país y esté 
soportado en estudios de mercado. El valor de 
la contraprestación periódica se revisará cada 
cuatro (4) años, atendiendo a los criterios antes 
descritos.

El proyecto de ley incluye un parágrafo 
transitorio con el fin de promover la masificación 
del acceso a Internet en todo el territorio nacional, 
mediante el cual los operadores del servicio de 
televisión comunitaria se exceptúan del pago de 
la contraprestación periódica a favor del Fondo 
Único de TIC por tres (3) años, contados desde 
la entrada en vigencia de la reglamentación por 
parte del Gobierno nacional de las condiciones de 
las inversiones y actualizaciones tecnológicas, 
así como los mecanismos de verificación de 
su cumplimiento, que deberán realizar los 
operadores del referido servicio para que les sea 
aplicable la excepción prevista. De esta manera 
y como se indicó previamente, los actuales 
operadores del servicio de televisión comunitaria 

tendrán incentivos adicionales para acogerse al 
esquema de la habilitación general, modernizar 
sus redes, ampliar su oferta de servicios TIC 
incluyendo servicios fijos de internet banda 
ancha y participar en las Iniciativas que 
promueva el Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

La promoción de la inversión: acceso 
al espectro radioeléctrico y medidas 
diferenciales para incentivar el despliegue de 
infraestructura

Como se ha mostrado hasta este punto, existe 
la necesidad de promover la estructuración 
y ejecución de una política pública integral 
mediante la creación de un Fondo Único TIC y 
una transformación institucional que responda 
a los desafíos planteados por la convergencia 
tecnológica y de mercados que se vive en 
el sector TIC [31], que además incentive la 
inversión privada y el cierre de la brecha digital 
aún presente en el país.

En este sentido y en aras de incrementar la 
seguridad jurídica de la inversión, y generar 
condiciones más adecuadas en el contexto global 
para esta, los topes máximos en los plazos de 
los permisos de uso del espectro radioeléctrico 
serán otorgados por el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones por 
un plazo de hasta treinta (30) años mediante 
mecanismos de selección objetiva, que fomenten 
la inversión en infraestructura y maximicen el 
bienestar social, previa convocatoria pública, 
y exigiendo las garantías correspondientes, los 
cuales podrán renovarse a solicitud de parte por 
períodos de hasta treinta (30) años, debiendo el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones determinar las condiciones 
y el periodo de renovación para lo cual tendrá 
en cuenta, entre otros criterios, la maximización 
del bienestar social, los planes de inversión, 
la expansión de la capacidad de las redes y la 
cobertura y la renovación tecnológica presentados 
por el interesado, que sean proporcionales al 
periodo de renovación solicitado, razones de 
interés público, el reordenamiento nacional del 
espectro radioeléctrico, o el cumplimiento a las 
atribuciones y disposiciones internacionales de 
frecuencias.

El proyecto de ley también contempla que 
se debe evaluar en el desarrollo de cualquier 
tipo de proyecto normativo bajo el ámbito de 
las respectivas competencias de las entidades 
involucradas, la posibilidad de establecer 
medidas o reglas diferenciales que incentiven 
el despliegue de infraestructura y la provisión 
de servicios en zonas rurales o de difícil acceso 
o en aquellos municipios considerados como 
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de política pública social de acuerdo con la 
normatividad del sector TIC u otra que resulte 
igualmente aplicable, respecto de aquellos 
proveedores que extiendan sus redes o servicios 
a zonas no cubiertas y los que prestan sus 
servicios con total cobertura, y deberán dejar 
constancia de la evaluación adelantada en los 
documentos soporte de la publicación de la regla 
o medida normativa que se pretenda adoptar.

Además, el Fondo Único TIC podrá 
participar y aportar recursos para el desarrollo 
de proyectos bajo esquemas de participación 
público - privada, según lo previsto, entre otras, 
en la Ley 1819 de 2016 [48] y Ley 1508 de 
2012 [49], El Gobierno nacional reglamentará 
la materia.

En síntesis, el proyecto de ley busca generar 
un entorno legal más moderno, adecuado a 
los requerimientos tecnológicos y de mercado 
que hoy caracterizan al sector TIC, con una 
optimización en la estructura institucional 
sectorial, la generación de incentivos para la 
inversión y la competencia en el mercado, en 
búsqueda de la maximización del bienestar 
social y teniendo como objetivo fundamental 
conectar a todos los colombianos y conectarlos 
bien, en procura del cierre de la brecha digital, 
porque “El futuro Digital es de todos”.
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Cordialmente,

 SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 19 del mes de septiembre del año 

2018 se radicó en este Despacho el Proyecto 
de ley número 152, con todos y cada uno de 
los requisitos constitucionales y legales, por 
la Ministra Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, doctora 
Silvia Cristina Constaín Rengifo y los honorables 
Senadores Carlos Andrés Trujillo, John Moisés 
Besaile, Andrés García Zuccardi; y la honorable 
Representante Nidia Marcela Osorio.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 

152 de 2018 Senado, por la cual se moderniza 
el sector de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones (TIC), se distribuyen 
competencias, se suprime la autoridad nacional 
de televisión, y se dictan otras disposiciones, 
me permito remitir a su despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa, presentada el día 
de hoy ante la Secretaría General del Senado de 
la República por la Ministra de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, doctora 
Silvia Cristina Constaín Rengifo; los honorables 
Senadores Carlos Andrés Trujillo González, 
John Moisés Besaile Fayad, Andrés García 
Zuccardi; y la honorable Representante Nidia 
Marcela Osorio Salgado. La materia de que trata 

el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Sexta Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Sexta Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 157 DE 
2018 SENADO

por la cual se crea el Fondo Nacional del Carbón, 
se establecen nuevas formas para el recaudo, 
administración y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 
tiene como propósito crear el Fondo Nacional 
del Carbón, con el objeto de promover las buenas 
prácticas en el sector de extracción, transporte y 
comercialización del mineral.

Artículo 2°. Cuota de fomento nacional del 
carbón. A partir de la vigencia de la presente 
ley, modifíquese lo dispuesto en el artículo 
353 del Código de Minas en lo relativo a la 
Cuota de Fomento del Carbón (CFC), la cual 
será equivalente al uno por ciento (1%) de 
las regalías recaudadas del sector del carbón, 
porcentaje que se liquidará en la misma fecha 
del pago de las regalías, con destino al Fondo 
Nacional del Carbón.

Artículo 3°. Funciones del Fondo Nacional 
del Carbón. Las funciones del Fondo Nacional 
del Carbón Promover serán promover las 
buenas prácticas y avanzar en los objetivos de 
sostenibilidad social, ambiental y de seguridad 
social, a cargo de la administración de las 
Cuotas de Fomento estipuladas en el artículo 1° 
de la presente ley.
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Artículo 4°. Minería bien hecha. El objetivo 
principal del Fondo será fomentar la minería bien 
hecha, mediante el cumplimiento de las buenas 
prácticas internacionales en materia de minería, 
seguridad social, fomento de la legalidad, 
la seguridad industrial y la responsabilidad 
ambiental y social, con el fin de apoyar el 
cumplimiento de las metas mineras nacionales 
y de los compromisos internacionales suscritos 
por el país en la materia.

Artículo 5°. Administración y manejo de 
la cuota del Fondo Nacional del Carbón. El 
producto de las Cuotas de Fomento del Carbón, 
se llevará en una cuenta especial bajo el nombre 
de “Fondo Nacional del Carbón”, con destino 
exclusivo al cumplimiento de los objetivos 
previstos en la presente ley.

El Fondo Nacional del Carbón (FNC), como 
entidad administradora, contará con personería 
jurídica sin ánimo de lucro, de derecho 
privado de carácter gremial la cual recaudará y 
administrará la cuota de fomento del carbón y 
tendrá el mismo nombre del Fondo Nacional del 
Carbón (FNC).

Los recursos serán entregados a la Entidad 
Administradora, a más tardar dentro de los diez 
días del mes siguiente al recaudo.

Artículo 6°. Destinación de los recursos. 
Los recursos del fondo se aplicarán a la 
ejecución o financiación de programas y/o 
proyectos de investigación y transferencia de 
tecnología dirigidos a la seguridad minera, la 
comercialización, el fomento de la minería 
responsable y bien hecha, el apoyo al mediano 
y al pequeño minero y al fomento de las 
exportaciones en armonía con las metas políticas 
trazadas para el sector minero y la actividad 
extractiva incluidas dentro del Plan Nacional 
de Desarrollo, de manera que se garanticen 
beneficios tanto para los productores como para 
los mercados generales y el medio ambiente.

Artículo 7°. Plan de inversiones y gastos. 
La entidad administradora de los recursos del 
Fondo Nacional del Carbón (FNC), elaborará 
anualmente, antes del 1º de octubre, el plan de 
inversiones y gastos por programas y proyectos 
para el año inmediatamente siguiente, el 
cual solo podrá ejecutarse una vez haya sido 
aprobado por la Junta Directiva Especial del 
FNC, integrada de acuerdo con lo previsto por 
el artículo 8° de la presente ley.

Artículo 8°. Junta Directiva Especial DEL 
FNC. El Fondo Nacional del Carbón (FNC) 
tendrá una Junta Directiva Especial, la cual 
estará integrada por los señores Ministros de 
Minas y Energía o su delegado, quien presidirá, 
el Ministro de Transporte o su delegado, el 

Presidente de la Agencia Nacional Minera 
(ANM) o su delegado, el Ministro de Ambiente 
o su delegado y 3 miembros elegidos por las 
juntas directivas de las agremiaciones del carbón 
y representantes mineros del sector.

Artículo 9° Administración. La junta especial 
nombrará un Director Ejecutivo idóneo quien 
será nominado y elegido por los miembros de los 
gremios del Carbón que hagan parte de la junta 
especial y quien deberá acreditar experiencia 
amplia y reconocida en el sector.

En actas de la comisión especial se 
consignará lo relativo al manejo de los recursos 
del fondo, la definición, el establecimiento 
de programas y proyectos, las facultades y 
prohibiciones de la entidad administradora, 
el plazo de cumplimiento de los programas y 
demás requisitos y condiciones que se requieran 
para el cumplimiento de los objetivos así como 
la contraprestación por la administración y 
recaudo de cada cuota cuyo valor podrá ser 
hasta del 10% del recaudo anual.

Artículo 10. Vigilancia Administrativa. El 
Ministerio de Minas y Energía hará el control 
y seguimiento de los programas y proyectos, 
para lo cual la entidad administradora del fondo 
deberá rendir informes trimestrales en los que se 
describan con detalle el manejo de los recursos 
obtenidos, su administración y destinación.

Con la misma periodicidad, la entidad 
administradora remitirá a la Contraloría General 
de la República, un informe sobre los recaudos 
en el trimestre inmediatamente anterior, sin 
perjuicio de que tanto el Ministerio como la 
Contraloría puedan indagar sobre la información 
presentada en los libros y demás documentos 
que sobre el fondo guarde la correspondiente 
entidad administradora.

Artículo 11. Vigencia y derogatoria. La 
presente ley rige a partir de su publicación, 
deroga el Decreto 2656 de 1988 integrado al 
artículo 353 del Código de Minas, así como 
todas las normas que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.	 JUSTIFICACIÓN
Colombia es uno de los países con mayor 

riqueza natural y mineral en el mundo, ocupa el 
segundo lugar en biodiversidad y está entre las 12 
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naciones más megadiversas del planeta1, entre 
sus principales recursos están los minerales 
y entre ellos uno de los más importantes a 
nivel industrial, es el carbón. Este mineral a 
partir de la industrialización de la economía 
ha generado un impacto vital dentro de las 
finanzas de la nación, especialmente en las 
segunda mitad del siglo XX y se proyecta 
como uno de los sectores más importantes 
para el siglo XXI, los últimos gobiernos han 
entendido el potencial minero de la nación, 
con lo cual, se ha tendido a soportar el 
desarrollo económico en la industria minera y 
de hidrocarburos, pese a su gran importancia 
se debe reconocer que poco se ha avanzado 
en la consolidación de instituciones que 
garanticen el correcto manejo de los recursos, 
dejando de lado el mejoramiento progresivo 
en las diversas áreas de la industria del carbón.

Hoy vemos que si bien el carbón no 
constituye un servicio público domiciliario 
de consumo directo como sucede con la luz 
eléctrica, el agua potable, la gasolina o el 
gas natural, es una materia prima esencial en 
la industria hidroeléctrica y termoeléctrica 
que es la base energética del país. Dado este 
carácter “subsidiario” del mineral, se ha 
tendido a marginar su importancia, dejando 
una industria escueta y desprotegida en 
el orden institucional debido a que no ha 
recibido la importancia merecida, razón por 
la cual la minería legal ha perdido ventajas 
comparativas de manera exponencial frente a 
las prácticas mineras ilegales que causan un 
daño muy alto al ambiente y a la economía 
nacional.

Desde la Agencia Nacional de Minería se ha 
construido el siguiente perfil sobre la evolución 
de la industria del carbón a lo largo de la historia, 
el cual resulta muy pertinente dado el interés 
del proyecto y la importancia de la industria del 
carbón:

“No se puede hablar de Colombia sin 
mencionar al carbón, fuente para el país y 
para sus regiones de empleo formal, desarrollo, 
oportunidades y progreso. El carbón, por 
décadas, ha sido el padrino de muchas 
generaciones de colombianos, a los que una 
piedra negra les ha permitido tener educación, 
vivienda, salud e infraestructura.

Nuestro carbón representa el 10 por ciento 
del comercio mundial de este mineral. Somos 
el principal productor de carbón en América 
Latina, ocupamos el undécimo lugar en el 
1	 http://www.colciencias.gov.co/sala_de_prensa/colom-

bia-el-segundo-pais-mas-biodiverso-del-mundo Co-
lombia, el segundo país más biodiverso del mundo.

mundo, y somos el quinto mayor exportador. En 
2016 logramos una cifra histórica de producción 
como país, cuando llegamos a los 90,5 millones 
de toneladas (86,1 de carbón térmico y 4,4 de 
metalúrgico).

De los 8.866 títulos mineros vigentes en 
Colombia, 16 por ciento corresponden al 
carbón y su industria. Con esos 1.425 títulos, 
el carbón aportó 1,35 billones de pesos en 
regalías en 2016, que representan el 80,2 por 
ciento del total recaudado por el sector minero. 
Con ese aporte, el carbón es literalmente el 
‘padrino minero’ de muchas regiones del país 
donde se construyen escuelas, vías, hospitales, 
y acueductos con los recursos de sus regalías. 
En 2016 cada tonelada de carbón le aportó al 
PIB nacional alrededor de 105.000 pesos.

En asuntos laborales, el carbón también es 
motor de oportunidades. Se estima que el sector 
carbonero genera en el país aproximadamente 
130.000 empleos directos formales. De esta 
cifra, 30.000 corresponden a la gran minería 
del Cesar y La Guajira, y 100.000 a pequeña 
y mediana minería en Cundinamarca, Boyacá, 
Norte de Santander, Santander y Antioquia. 
Indirectamente, el gremio carbonero beneficia 
a casi medio millón de colombianos en todas las 
regiones del país a través de encadenamientos 
productivos, apoyo a la industria local, y 
compras de bienes y servicios”2.

La industria del carbón en la pequeña y 
mediana minería ha sido desarrollada principal 
y tradicionalmente por los mismos campesinos 
que en su ejercicio agrícola encontraron los 
depósitos del mineral y han ido creciendo sin 
posibilidades de tecnificarse o hacer grandes 
inversiones en los aspectos sociales, ambientales 
y de seguridad.

El total de producción del país está cerca a 
los 90 millones de toneladas. Cundinamarca 
y Boyacá exportan cerca de 3.5 millones 
toneladas, y el resto de este grupo de pequeños 
y medianos mineros del país tienen una 
producción aproximada de 1.5 millones de 
toneladas, generando importantes regalías para 
la Nación.

La pequeña y mediana minería en Colombia 
genera más de 40.000 empleos directos, cerca 
de 250.000 indirectos y algunos municipios, 
principalmente en Cundinamarca, Boyacá, 
Antioquia y Norte de Santander dependen 
totalmente de la explotación minera.
2	 Datos de la Agencia Nacional de Minería, publicados en 

la revista Semana en la publicación, “Colombia no se-
ría la misma sin su carbón”, https://www.semana.com/
contenidos-editoriales/carbon-la-base-de-todo-/articulo/
la-importancia-del-carbonen- colombia/535801
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La pequeña y mediana industria del carbón 
es aquella que provee a las plantas térmicas de 
la materia prima para generar la energía firme 
del país y garantizar que no haya un nuevos 
apagones.

Las 5 millones de toneladas de carbón son 
la principal carga desde el centro del país a los 
puertos, permitiendo unas tarifas de transporte 
más bajas para todas las mercancías que llegan al 
interior de la nación, favoreciendo al consumidor 
final, por esta razón la sostenibilidad del sector 
es vital para la estabilidad económica y social 
de las regiones.

Su vinculación a la OCDE, y el cumplimiento 
de los compromisos del COP21, hacen necesario 
incentivar buenas prácticas en la industria que 
permitan desarrollar una minería responsable y 
eficiente, acorde a los nuevos retos globales.

II. MARCO NORMATIVO
•	 Artículos 79 y 80 de la Constitución Polí-

tica.
•	 Ley 61 de 1979, por la cual se dictan nor-

mas sobre la industria del carbón y se es-
tablece un impuesto.

•	 Decreto 2656 de 1988, por el cual se crea 
el Fondo de Fomento del Carbón, el artí-
culo 353 Código de Minas.

•	 Ley 685 de 2001 “Código de Minas”.
•	 Ley 756 de 2002 “Criterios de Distribu-

ción de Regalías”.
•	 Ley 1530 de 2012 “el funcionamiento 

del Sistema General de Regalías”.
El origen normativo del Fondo de Fomento 

se encuentra en la Ley 61 de 1979, “por la cual 
se dictan normas sobre la industria del carbón 
y se establece un impuesto”, posteriormente 
fue reglamentado por el Decreto 2656 de 1988, 
“por el cual se crea el Fondo de Fomento 
del Carbón”, decreto integrado al Código 
de Minas y Energía en el artículo 353. Sin 
embargo se observa cómo estas disposiciones 
requieren una reorganización que comprenda 
las características y necesidades actuales 
de la industria y el mercado, por lo que se 
hace necesario diseñar esta iniciativa de ley 
en busca de reorientar las características del 
fondo, para hacerlo más eficiente y adecuado a 
la actualidad del sector y del mercado global.

Finalmente, el marco normativo que 
contempla el manejo de las regalías se enmarca 
en la Ley 756 de 2002 que define el mecanismo 
distributivo y en la Ley 1530 de 2012.

III. IMPACTO FISCAL
El propósito de la iniciativa es hacer más 

eficiente y ordenada la industria de la extracción 
del carbón definiendo un marco legal claro que 

permita un desarrollo apropiado de la actividad 
minera, aumentando la confianza y la seguridad 
para la inversión, ofreciendo mayores garantías 
por medio de la provisión de recursos para la 
promoción y el fomento de buenas prácticas, 
generando así un sistema integrado y ordenado 
que va a redundar en la ampliación del margen 
tributario en un sector que aporta en gran medida 
a la economía del país.

Para el 2017 el Gobierno recibió alrededor 
de $1.649 millones de pesos en regalías por 
concepto del carbón. Este proyecto de ley no 
modificará la Ley de Regalías y no pretende crear 
un nuevo impuesto o aumentar los existentes, 
simplemente busca garantizar una retribución a 
esta industria que tantos beneficios le ha traído 
al país.

En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 
de 2003, es de precisar que el presente proyecto 
de ley, no genera un impacto fiscal que implique 
una modificación en el marco presupuestal de 
mediano plazo, toda vez que no se incrementará 
el Presupuesto General de la Nación, ni ocasiona 
la creación de una nueva fuente de financiación.

IV. PROPUESTA
De acuerdo a la exposición de motivos, vemos 

que la industria del carbón es y ha sido uno de 
los renglones preponderantes en la economía 
nacional, pese a ello no ha recibido la atención 
que corresponde a su importancia en la industria 
nacional. Ante esta falta de atención del Estado, 
es necesaria la creación de un mecanismo 
o institución que se encargue de proteger, 
promover y proyectar un funcionamiento 
adecuado y eficiente del sector carbonero en el 
país.

Esta iniciativa busca replicar los efectos 
positivos que se han dado en otros sectores 
extractivos como el Gas Natural, el cual cuenta 
con un fondo de fomento, FECFGN3 (Fondo 
Especial Cuota de Fomento de Gas Natural), que 
le ha permitido la ampliación y mejoramiento 
en la prestación del servicio, el aumento en la 
infraestructura de transporte y la reducción en 
las tarifas finales.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA
Esta iniciativa consta de los siguientes 

artículos.
•	 Artículo 1°. Objeto de la iniciativa y natu-

raleza del fondo.
•	 Del artículo 2° al artículo 10, se desa-

rrollan las disposiciones sobre funcio-
namiento, conformación, financiación y 

3	 (Fondo Especial Cuota de Fomento de Gas Natural) 
https://www.minminas.gov.co/fecfgn

https://www.minminas.gov.co/fecfgn
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control fiscal del FNC (Fondo Nacional 
del Carbón)

•	 Artículo 11. Definen la vigencia de la nor-
ma, y las derogatorias necesarias.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 21 del mes de septiembre del año 

2018 se radicó en este Despacho el Proyecto 
de ley número 157, con todos y cada uno de 
los requisitos constitucionales y legales, por 
la honorable Senadora María Fernanda Cabal 
Molina.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de septiembre de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley 

número 157 de 2018 Senado, por la cual se crea 
el Fondo Nacional del Carbón, se establecen 

nuevas formas para el recaudo, administración y 
se dictan otras disposiciones, me permito remitir 
a su despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la 
Secretaría General del Senado de la República 
por la honorable Senadora María Fernanda 
Cabal Molina. La materia de que trata el 
mencionado Proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Tercera Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
 SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de septiembre de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Tercera Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase,
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA 
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 06 DE 2018 SENADO 
por medio de la cual se garantiza la atención 
integral prioritaria a la primera infancia en 
situación de emergencia vital en zonas rurales y 

rurales dispersas.
Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2018.
Senador
HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ 

PINEDO
Presidente Comisión Séptima
Senado de la República
Ciudad
En cumplimiento del encargo realizado por 

la Mesa Directiva de la Comisión Séptima del 
Senado de la República, presentamos informe 
de ponencia para primer debate al Proyecto 
de ley número 06 de 2018 Senado, por medio 
de la cual se garantiza la atención integral 

prioritaria a la primera infancia en situación 
de emergencia vital en zonas rurales y rurales 
dispersas.

La presente ponencia consta de las siguientes 
partes:

1.	 Trámite
2.	 Objeto y contenido del proyecto de ley
3.	 Conceptos
4.	 Análisis del proyecto de ley
5.	 Impacto fiscal del proyecto de ley
6.	 Pliego de modificaciones
7.	 Proposición
8.	 Texto propuesto para primer debate.
1.	 TRÁMITE
El proyecto de ley objeto de estudio es de 

autoría de los honorables Senadores Gustavo 
Bolívar, Alexánder López Maya, Feliciano 
Valencia Medina, Jesús Alberto Castilla Salazar, 
Antonio Sanguino Páez, Iván Cepeda Castro, 
Gustavo Francisco Petro Urrego, Julián Gallo 
Cubillos y de los honorables Representantes a 
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la Cámara Ángela María Robledo, Fabián Díaz 
Plata, León Fredy Muñoz Lopera, Luis Alberto 
Albán, Omar de Jesús Restrepo Correa y María 
José Pizarro; fue radicado ante la Secretaría 
General del Senado de la República el pasado 
20 de julio de 2018 y publicado en la Gaceta del 
Congreso número 541 de 2018; así mismo, la 
iniciativa fue repartida a la Comisión Séptima 
del Senado de la República, por ser materia de 
su competencia.

El 1° de agosto de 2018 fue radicado, en la 
Comisión Séptima del Senado de la República, 
el expediente del Proyecto de ley número 
06 de 2018 Senado, “por medio de la cual se 
garantiza la atención integral prioritaria a la 
primera infancia en situación de emergencia 
vital en zonas rurales y rurales dispersas” y 
la Mesa Directiva designó como ponentes a 
los Senadores Carlos Fernando Motoa Solarte 
(Coordinador), Victoria Sandino Simanca 
Herrera y Aydeé Lizarazo Cubillos, con un 
término de 15 días calendario para la rendición 
del informe solicitado.

El 24 de agosto de 2018, los Senadores 
ponentes solicitamos una prórroga al término 
inicialmente otorgado para rendir el informe de 
ponencia para primer debate, debido a que no se 
habían recibido los conceptos de las entidades 
competentes en la materia frente a la iniciativa 
en cuestión. La prórroga fue otorgada por un 
término igual al inicial y notificada el pasado 28 
de agosto de 2018.

2.	 OBJETO Y CONTENIDO DEL PRO-
YECTO DE LEY

De acuerdo con el articulado y la exposición 
de motivos, el presente proyecto de ley tiene por 
objeto establecer una serie de medidas dirigidas 
a garantizar la atención integral prioritaria de 
la población comprendida entre los cero (0) y 
los seis (6) años de edad que, ubicada en zonas 
rurales y zonas rurales dispersas, se encuentra 
sometida a eventos extraordinarios que generan 
o tienen la potencialidad de generar un aumento 
en la morbimortalidad o afectación en la salud 
pública.

Así las cosas, el proyecto de ley contempla:
-	 La creación de una Comisión Intersec-

torial de Monitoreo Vital de la Primera 
Infancia Rural encargada de coordinar y 
articular la respuesta institucional en la 
materia.

-	 La determinación de unos componentes 
básicos de atención para la primera in-
fancia, así: atención prioritaria en salud, 
educación inicial prioritaria, ambientes 
adecuados y seguros, corresponsabilidad 
y talento humano.

-	 La creación de una licencia de protección 
al desarrollo integral de la primera infan-
cia, otorgada por el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y la Comisión Inter-
sectorial de Monitoreo Vital de la Primera 
Infancia Rural, frente a los proyectos que, 
además de tener impacto ambiental en las 
zonas rurales pueden generar efectos en 
el desarrollo integral de la primera infan-
cia.

La iniciativa desarrolla las medidas indicadas 
a través de 8 artículos, a saber:

Artículo Materia
1 Crea la Comisión Intersectorial de Monitoreo Vital de la 

Primera Infancia Rural.
2 Establece una serie de definiciones, como son: atención 

integral, primera infancia, emergencia vital y zonas ru-
rales.

3 Determina los componentes de acción de la política pú-
blica, a saber: atención prioritaria en salud, educación 
inicial prioritaria, ambientes adecuados y seguros, co-
rresponsabilidad y talento humano.

4 Establece la conformación de la Comisión Intersectorial 
de Monitoreo Vital de la Primera Infancia Rural.

5 Establece las funciones de la Comisión Intersectorial de 
Monitoreo Vital de la Primera Infancia Rural. 

6 Crea la Licencia de Protección al Desarrollo Integral de 
la Primera Infancia.

7 Dispone en cabeza del Gobierno nacional la obligación 
de garantizar los recursos necesarios para la implemen-
tación y funcionamiento de la Comisión Intersectorial 
de Monitoreo Vital de la Primera Infancia Rural y de la 
política pública prevista en el proyecto de ley.

8 Vigencia y derogatorias
3.	 CONCEPTOS
Con el propósito de establecer una posición 

más clara e institucionalizada frente al proyecto 
de ley en mención, se solicitaron conceptos 
a la Consejería Presidencial para la Primera 
Infancia, al Ministerio de Educación, al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
al Viceministerio de Desarrollo Rural y a la 
Defensoría del Pueblo. A continuación, se 
exponen los conceptos recibidos a la fecha de 
radicación de la presente ponencia:

3.1.	Defensoría del Pueblo
El Defensor del Pueblo, mediante oficio 

recibido el 3 de septiembre de 2018 bajo 
Radicado número 21673, manifestó:

“(…) la Defensoría del Pueblo comparte la 
preocupación que dio origen a esta iniciativa 
legislativa, por la situación de desnutrición de 
la niñez del país, así como por los múltiples 
obstáculos que enfrenta esta población para 
ser atendida adecuadamente en el sistema 
de salud, al igual que para que sus derechos 
fundamentales sean plenamente garantizados.

(…) 2. 	 Comentarios al texto normativo 
propuesto
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2.1. 	 Artículo 1°: (…) la creación de la 
Comisión Intersectorial de Monitoreo Vi-
tal de la Primera Infancia duplica las fun-
ciones del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, creado por la Ley 7ª de 1979 y 
reorganizado por el Decreto 936 de 2013, 
y se corresponde también con los objeti-
vos de la Comisión Intersectorial para la 
Atención Integral de la Primera Infancia, 
introducida al ordenamiento jurídico me-
diante la Ley 1804 de 2016.

(…)
Por lo anterior, la Defensoría no considera 

que exista necesidad de contar con una 
nueva instancia con los mismos objetivos e 
integrantes, y aunque comprende que respecto 
de la garantía de los derechos de la población 
infantil rural existen múltiples problemáticas y 
retos, estima que su resolución demanda otro 
tipo de acciones que deben emprenderse desde 
los espacios ya constituidos para ese fin, y no la 
creación de diferentes con el mismo propósito.

2.	 Artículo 2°. (…) Respecto a zonas rura-
les (…) es necesario llamar la atención 
sobre la vaguedad de tal definición (…). 
Por ello se sugiere acudir a una defini-
ción técnica en la materia que permita 
identificar con claridad a qué tipo de zo-
nas hace referencia.

Igualmente, frente a conceptos que introduce 
el proyecto de ley, tales como “atención 
prioritaria en salud” o “primera infancia”, 
es importante indicar que otras fuentes del 
ordenamiento, ya contienen estos conceptos 
definidos y no sería recomendable introducir 
otros con el mismo nombre, pero con distinto 
contenido.

3.	  Artículo 3°. (…) los asuntos de seguri-
dad alimentaria y nutricional y de educa-
ción inicial también se encuentran con-
templados y desarrollados en la Ley 1804 
de 2016, imponiendo obligaciones claras 
y expresas a los Ministerios competentes, 
por lo que al contrastarla con el Proyecto 
de ley número 06 de 2018 y con su expo-
sición de motivos, se tiene, que son varios 
los aspectos similares y que en todo caso 
el objetivo es proteger a la primera infan-
cia, siendo el proyecto de ley una norma 
dirigida a una población focalizada.

4.	 Artículo 4°. (…) los integrantes de la Co-
misión Intersectorial de Monitoreo Vital 
de la Primera Infancia, estos coinciden 
en su mayoría con aquellos que hacen 
parte de la Comisión Intersectorial para 
la Atención Integral de la Primera Infan-

cia -la cual es más amplia-, lo que genera 
duplicidad de funciones.

5.	 Artículo 5°. (…) la Comisión Intersecto-
rial de Monitoreo Vital de la Primera In-
fancia duplica las funciones del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar y de la 
Comisión Intersectorial para la Atención 
Integral de la Primera Infancia.

6.	 Artículo 6°. (…) una disposición con tal 
objetivo, debe ser armonizada con la nor-
matividad que regula el otorgamiento de 
licencias ambientales en el país (…).

(…) el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (…) su misión y competencias 
técnicas no la hacen la entidad más idónea 
para reglamentar lo relativo al otorgamiento de 
licencias ambientales (…).

Teniendo en cuenta las consideraciones 
presentadas anteriormente, la Defensoría del 
Pueblo sugiere, respetuosamente, explorar la 
posibilidad de reglamentar las normas que ya 
contienen disposiciones para la articulación 
institucional en procura de la garantía de los 
derechos de la niñez, con el fin de darle una 
mayor protección a la infancia rural, ya que 
efectivamente hacen falta acciones para su 
salvaguarda. Lo anterior, debido a que como 
se planteó, la propuesta normativa conduce a 
la duplicidad de esfuerzos institucionales al 
crear otra comisión con los mismos integrantes 
y muy similares competencias y que las 
acciones estatales deben estar orientadas 
por los principios de economía, eficiencia y 
racionalización de instancias. (…)”.

3.2.	Ministerio de Educación Nacional
Mediante oficio recibido el 30 de agosto de 

2018 bajo Radicado número 21365, la Ministra 
de Educación Nacional manifestó:

“(…) el artículo 7° puede presentar motivos 
de inconstitucionalidad, en atención a los 
requisitos establecidos en la Constitución 
Política para la elaboración, aprobación y 
ejecución del presupuesto General de la Nación.

(…) podría entenderse que el artículo 
en estudio impone al Gobierno nacional 
la obligación de destinar un gasto para el 
cumplimiento de lo propuesto, sin tener 
presente que es éste quien define qué partidas se 
incluyen en el proyecto de Presupuesto General 
de la Nación, así como las apropiaciones 
que necesitan ser ejecutadas una vez surtida 
la aprobación del presupuesto por parte del 
legislativo.

De igual forma, respecto a los recursos que 
plantea la iniciativa, esta entidad considera 
necesario tener en cuenta lo establecido en el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003 que dispone 
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que el impacto fiscal de cualquier proyecto 
de ley, ordenanza o acuerdo deberá incluir 
expresamente en la exposición de motivos y en 
las ponencias de trámite respectivas los costos 
fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso 
adicional generada para el financiamiento de 
dicho costo.

(…)
Respecto del artículo 1°.
(…) este Ministerio se permite observar que 

la presente iniciativa cuenta con elementos y 
disposiciones ya previstos en la legislación 
vigente, tal como se expondrá a continuación:

Mediante el Decreto 4875 de 2011 se crea 
“la Comisión Intersectorial para la Atención 
Integral de la Primera Infancia (AIPI) y la 
Comisión Especial de Seguimiento para la 
Atención Integral a la Primera Infancia” que 
tienen como función articular las acciones 
intersectoriales de la Política de Estado para 
el Desarrollo Integral de la Primera Infancia 
de Cero a Siempre, siendo esta la instancia 
de concertación entre los diferentes sectores 
involucrados.

(…)
Por otra parte la Ley 1804 de 2016 “por la 

cual se establece la política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia de 
Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones” 
define la Ruta Integral de Atenciones como “la 
herramienta que contribuye a ordenar la gestión 
de la atención integral en el territorio de manera 
articulada, consecuente con la situación de 
derechos de los niños y las niñas, con la oferta 
de servicios disponible y con características de 
las niñas y los niños en sus respectivos contextos. 
Como herramienta de gestión intersectorial 
convoca a todos los actores del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar con presencia, 
competencias y funciones en el territorio”.

Así mismo, el artículo 22 de la Ley 1804 
de 2016 establece que “La implementación 
territorial deberá hacerse a partir de las 
competencias y funciones que los alcaldes y 
gobernadores tienen en relación con la garantía 
de los derechos de los niños y las niñas. Su 
alcance y propósito debe estar en coherencia 
con lo definido en el marco de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia de Cero a Siempre, principalmente en 
lo relacionado con el diseño, implementación y 
seguimiento de la Ruta Integral de Atenciones. 
En concordancia, los alcaldes y gobernadores, 
para garantizar dicha implementación, deberán 
incluir la RIA de manera obligatoria en sus 
planes de desarrollo. (…)”

De acuerdo con lo anterior, las entidades 
territoriales son las responsables de la elaborar 
(sic) la ruta integral de atenciones en las 
que se deben identificar las situaciones de 
riesgo en sus territorios, tales como tasa de 
morbilidad infantil, desnutrición y maltrato, 
para que posteriormente, en articulación con 
las entidades de la Comisión Intersectorial de 
la Primera Infancia (CIPI) se prioricen las 
acciones que busquen proteger la vida y la 
integridad de los niños y niñas menores de seis 
años, incluidos aquellos que habitan en zonas 
rurales del territorio nacional.

Como se puede evidenciar, las funciones y 
responsabilidades de la Comisión Intersectorial 
de la Primera Infancia (CIPI) y de las entidades 
que la integran, guardan relación directa con 
las funciones propuestas para la “Comisión 
Intersectorial de Monitoreo de la Primera 
Infancia Rural” de ahí que a nuestro juicio, 
la iniciativa legislativa recoge elementos ya 
reglamentados por el ordenamiento nacional, 
por lo que respetuosamente el Ministerio de 
Educación Nacional se permite solicitar que 
se pondere la necesidad de crear una nueva 
Comisión Intersectorial con funciones similares 
a las que actualmente desarrolla la CIPI.

De otra parte, frente a la creación de una 
“Comisión Intersectorial de Monitoreo Vital de 
la Primera Infancia Rural” respetuosamente 
nos permitimos indicar que tradicionalmente, 
la creación de este tipo de instancias de 
coordinación le corresponde al Presidente de la 
República mediante reglamento, al ostentar la 
calidad suprema de autoridad administrativa.

La anterior consideración con fundamento en 
el artículo 45 de la Ley 489 de 1998 que, señala 
expresamente la competencia del Gobierno 
nacional para crear comisiones intersectoriales 
(…)”.

3.3.	Consejería Presidencial para la Primera 
Infancia

Mediante oficio del 4 de septiembre de 
2018, la Consejera Presidencial para la Primera 
Infancia desde la Comisión Intersectorial para 
la Atención Integral de la Primera Infancia 
manifestó:

“(…) para los efectos que busca el proyecto 
de ley con la Comisión de Monitoreo Vital de 
la Primera Infancia Rural, se propone crear 
en su lugar, una mesa técnica al interior de 
la Comisión Intersectorial para la Primera 
Infancia que aborde el tema de la atención 
integral a la infancia rural (que por supuesto 
incluye el tema de la atención ante situaciones 
de emergencia).
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(…) por la naturaleza de sus competencias, 
no se considera posible responsabilizar al ICBF 
de aprobar un estudio previo a la realización 
de cualquier proyecto de impacto ambiental 
en las zonas rurales, con miras a emitir la 
“licencia de protección al desarrollo integral 
de la primera infancia” (…) la competencia en 
materia de expedición de licencias ambientales 
para la ejecución de una obra o actividad 
en relación con la prevención, mitigación, 
corrección, compensación y manejo de los 
efectos ambientales de la obra o actividad 
autorizada, corresponde a la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales ANLA, las 
Corporaciones Autónomas Regionales, los 
municipios, distritos y áreas metropolitanas.

(…)
Debido a lo anterior, convendría proponer 

que los mecanismos existentes de evaluación de 
riesgos y estrategias de mitigación de impactos 
que puedan generar determinados proyectos, 
se articulen con los permisos, autorizaciones 
y licencias que deban ser tramitadas y 
otorgadas por las autoridades ambientales 
competentes, al igual que incluir un adecuado 
enfoque de protección a la primera infancia, 
los cuales deberán ser socializados, junto 
con los presupuestos designados y sometidos 
a aprobación a través de mesas de infancia y 
adolescencia, con el fin de anticipar situaciones 
que afecten la vida o integridad de los niños 
y niñas. De igual forma, los plazos para las 
atenciones que propone el proyecto de ley deben 
contemplar la amplia gama de situaciones de 
emergencia que pueden ocurrir en un territorio 
por lo cual no podrían garantizarse la atención 
en los tiempos planteados en el proyecto.

(…)
El proyecto de ley debería enmarcarse 

en la Ley 1804 de 2016 en la medida en que 
esta establece la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la primera infancia y 
representa la postura y comprensión del Estado 
colombiano sobre esta población, incluyendo a 
la primera infancia rural en la medida en que 
tiene aplicación en todo el territorio colombiano 
y en que reconoce las particularidades de la 
dinámica poblacional, así como de la diversidad 
geográfica de los territorios rurales del país.

De acuerdo a lo anterior no se considera 
viable el proyecto de ley sin embargo se 
reconoce el llamado que hace el proyecto a 
fortalecer la implementación de la Política en 
lo que respecta a los niños y niñas de las áreas 
rurales y rurales dispersas del país.

Si bien es cierto el propósito del proyecto de 
ley es plausible y se encuentra de conformidad 

con los postulados constitucionales, también 
lo es que no es necesario, por cuanto en el 
ordenamiento legal colombiano existen diversas 
normas que cumplen con la finalidad de asignar 
competencias a diferentes entidades que prevén 
instancias de concertación y coordinación entre 
las mismas con el fin de proteger y atender a las 
mujeres gestantes, primera infancia, infancia y 
adolescencia asentada tanto en zonas urbanas 
como rurales de la amenaza, inobservancia 
o vulneración de sus derechos; atención que 
comprende también situaciones calamitosas 
que pongan en riesgo su vida e integridad 
personal, destacando al Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar como el ente rector del 
Sistema de Bienestar Familiar, el cual cuenta 
con asignación de recursos del presupuesto 
General de la Nación para cumplir con tal 
finalidad.

Finalmente, por los argumentos expuestos, 
desde la Comisión Intersectorial para la 
Atención Integral de la Primera Infancia se 
recomienda que el proyecto legislativo no 
continúe su trámite, en atención a que las 
medidas propuestas se encuentran ya contenidas 
en el marco normativo vigente, por lo cual no se 
considera pertinente. (…)”.

4.		 ANÁLISIS DEL PROYECTO DE 
LEY

4.1.		El interés superior del menor
En nuestro Ordenamiento Jurídico al 

igual que en el ámbito internacional, los 
derechos fundamentales de los niños, niñas y 
adolescentes han sido reconocidos como de 
especial protección, en atención a la situación 
de indefensión, vulnerabilidad y debilidad en 
que estos se encuentran y a la necesidad de 
garantizar su desarrollo armónico e integral. 
Así, el artículo 44 de la Constitución Política de 
Colombia dispone que:

“Son derechos fundamentales de los niños: 
la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, 
su nombre y nacionalidad, tener una familia 
y no ser separados de ella, el cuidado y amor, 
la educación y la cultura, la recreación y la 
libre expresión de su opinión. Serán protegidos 
contra toda forma de abandono, violencia 
física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en 
las leyes y en los tratados internacionales 
ratificados por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral 



Gaceta del Congreso  745	 Viernes, 21 de septiembre de 2018	 Página 43

y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier 
persona puede exigir de la autoridad competente 
su cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre 
los derechos de los demás”.

Así mismo, de acuerdo con el artículo 13 
Superior “El Estado protegerá especialmente 
a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren 
en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra 
ellas se cometan”.

Con fundamento en las disposiciones 
referidas, la jurisprudencia constitucional ha 
aceptado que los niños, niñas y adolescentes son 
sujetos de protección constitucional reforzada, 
condición que se manifiesta en el carácter 
superior y prevaleciente de sus derechos e 
intereses, cuya satisfacción debe constituir el 
objetivo primario de toda actuación que les 
competa1.

Por otra parte, en el ámbito internacional 
encontramos2:

-	 La Convención sobre los Derechos del 
Niño, que dispone en su artículo 3-1 que 
“en todas las medidas concernientes a 
los niños que tomen las instituciones pú-
blicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrati-
vas o los órganos legislativos, una con-
sideración primordial a que se atenderá 
será el interés superior del niño”; y en 
el artículo 3-2, establece que “los Esta-
dos partes se comprometen a asegurar al 
niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo 
en cuenta los derechos y deberes de sus 
padres, tutores u otras personas respon-
sables de él ante la ley y, con ese fin, to-
marán todas las medidas legislativas y 
administrativas adecuadas”.

-	 El Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos dispone en su artículo 24-1 
que “todo niño tiene derecho, sin discri-
minación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen na-
cional o social, posición económica o na-
cimiento, a las medidas de protección que 
su condición de menor requiere, tanto por 
parte de su familia como de la sociedad y 
del Estado”.

-	 La Convención Americana de Derechos 
Humanos, en el artículo 19 dispone que 
“todo niño tiene derecho a las medidas 

1	 T-260 de 2012.
2	 Ibídem.

de protección que su condición de menor 
requiere por parte de su familia, de la so-
ciedad y del Estado”.

-	 El Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales establece 
en su artículo 10-3 que “se deben adoptar 
medidas especiales de protección y asis-
tencia a favor de todos los niños y ado-
lescentes, sin discriminación alguna por 
razón de filiación o cualquier otra condi-
ción”.

-	 El Principio 2 de la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño dispone que los niños gozarán de 
especial protección, y serán provistos de 
las oportunidades y recursos necesarios 
para desarrollarse física, mental, moral, 
espiritual y socialmente de manera nor-
mal y sana, y en condiciones de libertad 
y dignidad; para ello, precisa la Declara-
ción, las autoridades tomarán en cuenta 
al momento de adoptar las medidas per-
tinentes, el interés superior de los niños 
como su principal criterio de orientación.

-	 La Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948, en su artículo 25-2, 
establece que “la maternidad y la infan-
cia tienen derecho a cuidados de asisten-
cia especiales”, y que “todos los niños, 
nacidos de matrimonio o fuera de matri-
monio, tienen derecho a igual protección 
social”.

-	 La Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos ha analizado la protección de los 
derechos de los niños en múltiples senten-
cias y en especial en la Opinión Consulti-
va número OC-17/2002 del 28 de agosto 
de 2002, solicitada por la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos so-
bre la interpretación de los artículos 8° 
y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, con el propósito de 
determinar si las medidas especiales es-
tablecidas en el artículo 19 (derechos del 
niño) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos constituyen “límites 
al arbitrio o a la discrecionalidad de los 
Estados” en relación a niños, y asimismo 
solicitó la formulación de criterios gene-
rales válidos sobre la materia dentro del 
marco de la Convención Americana.

En este orden de ideas, al Estado colombiano 
le corresponde cumplir, no solo con lo dispuesto 
en la Carta Superior, sino también con los 
compromisos internacionalmente adquiridos 
frente a este grupo poblacional y adoptar 
todas las conductas y parámetros dispuestos 
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internacionalmente con el propósito de alcanzar 
el bienestar de los menores de edad.

4.2.	La Política de Estado para el Desarro-
llo Integral de la Primera Infancia de 
Cero A Siempre.

El Código de la Infancia y la Adolescencia, 
expedido mediante la Ley 1098 de 2006, tiene 
por objeto la protección integral de los derechos 
de los niños, las niñas y los adolescentes, la 
prevención de su amenaza o vulneración y la 
seguridad de su restablecimiento inmediato en 
desarrollo del principio del interés superior. 
Según su artículo 7 “la protección integral se 
materializa en el conjunto de políticas, planes, 
programas y acciones que se ejecuten en los 
ámbitos nacional, departamental, distrital y 
municipal con la correspondiente asignación de 
recursos financieros, físicos y humanos”, todo en 
un marco de corresponsabilidad que involucra 
la concurrencia de la familia, la sociedad y el 
Estado para garantizar la atención, cuidado y 
protección de esta población.

El artículo 29 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia consagra el derecho al desarrollo 
integral en la primera infancia, entendida como 
la franja poblacional entre los cero y los seis 
años de edad; etapa crucial para la formación 
de las bases para el desarrollo cognitivo, 
emocional y social del ser humano, que 
demanda el reconocimiento de unos derechos 
impostergables como la atención en salud y 
nutrición, el esquema completo de vacunación, 
la protección contra los peligros físicos y la 
educación inicial.

El Estado debe “asegurar las condiciones 
para el ejercicio de los derechos y prevenir su 
amenaza o afectación a través del diseño y la 
ejecución de políticas públicas sobre infancia 
y adolescencia”3, así como garantizar los 
recursos para el efecto.

Así, la política de Estado dirigida a garantizar 
el desarrollo y la protección integral de los 
niños y niñas de cero a seis años de edad y de 
las madres gestantes se encuentra contenida en 
la Ley 1804 de 2016 cuyo objetivo es:

“(…) consolidar a la primera infancia como 
una prioridad social, técnica y política para el 
país; avanzar en la articulación intersectorial 
como mecanismo fundamental para la gestión 
de la política de primera infancia; realizar 
intervenciones desde una perspectiva de 
diversidad y diferencial cuando así lo demande 
la realidad, contexto y situación de la primera 
infancia, particularmente de aquellos niños 
y niñas que habitan en espacios rurales, que 
3	 Numeral 1 del artículo 20 de la Ley 1098 de 2006.

pertenecen a grupos étnicos, con discapacidad 
o con afectaciones por el conflicto armado; 
ampliar la cobertura de las atenciones 
definidas en la Ruta Integral de Atenciones 
(RIA) con calidad y pertinencia; organizar la 
institucionalidad a partir de la definición de 
las competencias de los niveles de Gobierno 
(nacional y local), así como de las funciones de 
cada sector para la garantía de los derechos de 
niñas, niños y sus familias, de manera que se 
pueda adelantar su monitoreo, seguimiento y 
evaluación, y favorecer la sostenibilidad política 
y financiera de los procesos y las acciones que 
se emprendan. (…)”.4

En estos términos, la Política de Estado para 
el Desarrollo Integral de la Primera Infancia 
“De Cero a Siempre” es una herramienta clave 
de articulación intersectorial (de los sectores 
público y privado, de las organizaciones de las 
sociedad civil y de la cooperación internacional), 
y a su vez es un plan sistemático de ejecución 
de política pública que reúne un conjunto de 
políticas, programas, proyectos, acciones y 
servicios dirigidos a la primera infancia, con 
el fin de prestar una atención integral que dé 
efectividad al ejercicio de los derechos de los 
niños y las niñas del país.

La aplicación de la Ley 1804 de 2016, de 
acuerdo con lo previsto en su artículo 6°, se 
extiende a lo largo de todo el territorio nacional 
frente a mujeres en estado de embarazo y a 
los niños y niñas desde los cero a los seis años 
de edad; bajo criterios de focalización, que 
determinan la población que debe ser atendida 
de manera prioritaria, dentro de los que se 
cuentan: la pobreza rural, la vulnerabilidad 
de los niños y niñas, las brechas sociales, la 
población afectada por el conflicto armado, la 
discapacidad y la pertenencia a grupos étnicos.

De acuerdo con lo previsto por el parágrafo del 
artículo 6° en mención, la habitabilidad de niños 
y niñas en zonas rurales y rurales dispersas es un 
criterio focalizador de esta política pública que, 
justifica la creación de esquemas específicos para 
la atención integral prioritaria a esta población, 
a través de los cuales se generen condiciones de 
vida más equitativas, que conviertan la ruralidad 
en un espacio donde las niñas y los niños 
puedan configurar sus vidas como las desean y 
participar en la construcción y realización de los 
propósitos de sus comunidades.
4	 Balance de la Política de Estado para el Desarrollo Inte-

gral de la Primera Infancia de Cero a Siempre - Vigen-
cia 2017 en http://www.deceroasiempre.gov.co/Prensa/
CDocumentacionDocs/Balance-2017-politica-primera-
infancia.pdf
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La Política “De cero a Siempre” se 
materializa a través de una de sus principales 
herramientas denominada “Ruta Integral de 
Atenciones (RIA)”, la cual, con participación 
de todos los actores del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar, establece las atenciones que 
cada niño y niña debe recibir, con fundamento 
en sus necesidades y contextos particulares y, en 
la oferta de servicios disponible.

La coordinación, articulación y gestión 
intersectorial de esta política pública está a 
cargo de la Comisión Intersectorial para la 
Atención Integral de la Primera Infancia5 y su 
implementación territorial se realiza en el marco 
del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 
Adicionalmente, la ley asigna funciones, frente 
a la implementación de la política, a diversas 
entidades del orden nacional6 y a los alcaldes 
y gobernadores en el nivel territorial; así como 
a los Consejos de Política Social del orden 
nacional, departamental, distrital y municipal.

Según el Decreto 1416 de 2018, la Comisión 
Intersectorial tiene como funciones:
5	 Artículo 11 Ley 1804 de 2016. Integración. La Comisión 

Intersectorial para la Atención Integral de la Primera In-
fancia estará integrada por:

1. 	 Un delegado del Presidente de la República.
2. 	 El Director del Departamento Administrativo de la Presi-

dencia de la República, o su Delegado, que deberá perte-
necer al nivel directivo.

3. 	 El Ministro de Salud y Protección Social o su delegado 
que deberá ser un Viceministro.

4. 	 El Ministro de Educación Nacional o su delegado que 
deberá ser un Viceministro.

5. 	 El Ministro de Cultura o su delegado que será el Vicemi-
nistro.

6. 	 El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio o su delega-
do, que deberá ser el Viceministro de Agua y Saneamien-
to.

7. 	 El Director General del Departamento Nacional de Pla-
neación o su delegado, que deberá pertenecer al nivel di-
rectivo de la entidad.

8. 	 El Director del Departamento Administrativo de la Pros-
peridad Social o su delegado que deberá pertenecer al 
nivel directivo.

9.	 El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar (ICBF) o su delegado, que deberá pertenecer al nivel 
directivo.

10.	 El Director de la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas o su delegado que deberá pertene-
cer al nivel directivo.

11.	 El Director del Departamento Administrativo del De-
porte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovecha-
miento del Tiempo Libre (Coldeportes) o su delegado, 
que deberá pertenecer al nivel directivo.

	 La Presidencia de la República presidirá y coordinará la 
Comisión Intersectorial para la Atención Integral a la Pri-
mera Infancia.

	 Parágrafo Transitorio. La entidad que ejerza la rectoría 
de la seguridad alimentaria en el país, también hará parte 
de esta Comisión Intersectorial.

6	 Ministerios de Educación, Vivienda, Cultura, Salud, 
DNP, DPS, ICBF, UARIV y COLDEPORTES.

“(…) 1. Coordinar y articular a los agentes 
de los ámbitos nacional, departamental, distrital 
y municipal, para la implementación de la 
Política de Estado para el Desarrollo Integral 
de la Primera Infancia “De Cero a Siempre”, 
en articulación con el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar.

2.	 Orientar la definición y articulación de 
los lineamientos técnicos y las estrate-
gias para la implementación nacional y 
territorial de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infan-
cia “De Cero a Siempre”, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 206 de la Ley 
1098 de 2006 y con las funciones dis-
puestas para las distintas entidades en la 
Ley 1804 de 2016”.

3.	 Coordinar la concertación y articulación 
de los diferentes actores públicos, priva-
dos, sociales y de cooperación internacio-
nal, en los ámbitos nacional y territorial, 
responsables de la implementación de la 
Política de Estado para el Desarrollo In-
tegral de la Primera Infancia “De Cero a 
Siempre” o que se involucren en esta.

4.	 Coordinar la formulación, seguimiento y 
evaluación del Plan de Acción Nacional 
de la Política de Estado para el Desarro-
llo Integral de la Primera Infancia “De 
Cero a Siempre”, bajo el principio de 
gestión intersectorial, en el marco de las 
líneas de acción de la política, de acuer-
do con lo dispuesto en los artículos 6°, 7° 
y 9° de la Ley 1804 de 2016 y el Plan de 
Acción aprobado por el Comité Ejecutivo 
del SNBF.

5.	 Apoyar la definición de los esquemas de 
implementación, financiación y cofinan-
ciación entre la Nación y las entidades te-
rritoriales, así como la gestión de fuentes 
complementarias a los recursos de la Na-
ción, en el marco de la atención integral 
de la primera infancia, conforme con lo 
dispuesto en la Ley 1804 de 2016 y sus 
decretos reglamentarios.

6.	 Proponer los mecanismos de articulación 
de la oferta regionalizada de servicios y 
proyectos de inversión de las entidades 
del orden nacional, responsables de la 
atención integral de la primera infancia, 
para efectos de ser incluirlos en los con-
venios y contratos plan y otros mecanis-
mos previstos en la Ley 1454 de 2011.

7.	 Apoyar en la gestión y puesta en marcha 
de los sistemas de información y de los 
mecanismos de seguimiento y evaluación 
de la Política de Estado para el Desarro-
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llo Integral de la Primera Infancia “De 
Cero a Siempre”.

8.	 Aprobar el informe anual de seguimien-
to a la implementación de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la 
Primera Infancia “De Cero a Siempre”, 
a ser presentando ante el Congreso de la 
República.

9.	 Aprobar el Manual Operativo para la 
implementación de la Política de Estado 
para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia “De Cero a Siempre”, y los me-
canismos de coordinación y articulación 
intersectorial, nacional y territorial.

10.	Conformar las mesas técnicas de traba-
jo que considere necesarias para la ges-
tión de la de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infan-
cia “De Cero a Siempre”. La Secretaría 
Técnica de las mesas corresponderá a la 
Consejería Presidencial para la Primera 
Infancia o quien haga sus veces, en coor-
dinación con el sector responsable de 
cada una de ellas.

11.	 Diseñar, promover y coordinar los meca-
nismos de cooperación interinstitucional, 
entre entidades públicas, privadas, de la 
sociedad civil y de cooperación, naciona-
les e internacionales, sus redes e instan-
cias, para la implementación, fortaleci-
miento y sostenibilidad de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la 
Primera Infancia “De Cero a Siempre”.

12.	Fortalecer, desarrollar y monitorear la 
estrategia de cooperación técnica para 
la creación e implementación de políti-
cas públicas para el Desarrollo Integral 
de la Primera Infancia, así como la in-
clusión de metas y recursos en los planes 
de desarrollo nacional y territorial, en el 
marco del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar.

13.	Expedir su propio reglamento.
14.	Las demás funciones que sean propias a 

la naturaleza de la coordinación y orien-
tación de su actividad, incluyendo la ex-
pedición de lineamientos técnicos para 
llevar a cabo dichas funciones. (…)”.

La Ley 1804 de 2016 también contempla 
mecanismos de seguimiento y evaluación 
como son el Sistema de Desarrollo Integral 
de la Primera Infancia, el Sistema Único de 
Información de la Niñez, una agenda permanente 
de evaluaciones que desarrolla los estudios a 
profundidad de efecto, resultado e impacto para 
la orientación de políticas públicas; además la 
Comisión Intersectorial y los entes territoriales 
tiene la obligación de presentar, al Congreso, a 

las asambleas departamentales y a los concejos 
distritales y municipales respectivamente, un 
informe anual sobre la implementación de la 
Política de Estado.

Este conjunto de acciones e instituciones 
se orienta a asegurar que en cada uno de los 
entornos en los que transcurre la vida de los 
niños y niñas existan las condiciones humanas, 
técnicas, sociales y materiales para garantizar 
la promoción y potenciación de su desarrollo 
integral, y que se reconozcan las características 
de sus contextos, condiciones o afectaciones.

4.3.	Primera Infancia sometida a 
situaciones de emergencia

Los niños y niñas por sus particulares 
características y necesidades psicoafectivas, 
físicas y sociales, representan un estrato etario 
altamente sensible; vulnerabilidad que puede 
verse incrementada a raíz de situaciones de 
emergencia y desastres que pueden tener efectos 
adversos en la población y que, por consiguiente, 
requieren ser conjuradas de manera inmediata 
con el propósito de garantizar la protección 
integral de la primera infancia.

La Ley 1523 de 20127, define una 
emergencia como una “situación caracterizada 
por la alteración o interrupción intensa y grave 
de las condiciones normales de funcionamiento 
u operación de una comunidad, causada por 
un evento adverso o por la inminencia del 
mismo, que obliga a una reacción inmediata y 
que requiere la respuesta de las instituciones 
del Estado, los medios de comunicación y 
de la comunidad en general”. Así mismo, 
considera un desastre como “el resultado que 
se desencadena de la manifestación de uno o 
varios eventos naturales o antropogénicos no 
intencionales que al encontrar condiciones 
propicias de vulnerabilidad en las personas, 
los bienes, la infraestructura, los medios 
de subsistencia, la prestación de servicios 
o los recursos ambientales, causa daños o 
pérdidas humanas, materiales, económicas o 
ambientales, generando una alteración intensa, 
grave y extendida en las condiciones normales 
de funcionamiento de la sociedad, que exige del 
Estado y del sistema nacional ejecutar acciones 
de respuesta a la emergencia, rehabilitación y 
reconstrucción”.

El Manual Operativo para la Protección 
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes en 
Situaciones de Emergencia o Desastre de la 
7	 “Por la cual se adopta la Política Nacional de Gestión 

del Riesgo de Desastres y se establece el Sistema Nacio-
nal de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras 
disposiciones”.
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Organización de los Estados Americanos8, 
plantea los efectos de las situaciones de 
emergencia o desastres sobre la seguridad de los 
niños, niñas y adolescentes, así:

“(…) Los desastres afectan de manera severa 
y específica a la niñez y a la adolescencia, que 
representan una proporción muy elevada de las 
personas más vulnerables a dichos eventos. Este 
hecho ha quedado respaldado por una serie de 
estudios y análisis realizados sobre los efectos 
de los desastres en el desarrollo infantil, tal y 
como lo sugiere el Reporte Global de Evaluación 
sobre la reducción del riesgo de desastres del 
2011, y como lo indica el Análisis del efecto 
de los desastres en el bienestar de la niñez y la 
adolescencia en Latinoamérica de Unicef, el 
cual ofrece un panorama de la afectación de 
este grupo etario en siete países de la región 
en el período 1999-2010. Dichos documentos 
apuntan que, en situación de emergencia o 
desastre los niños, niñas y adolescentes son 
afectados por:

•	 Incremento de enfermedades, particular-
mente en los niños, niñas y adolescentes 
de menor edad. Debido a la vulnerabi-
lidad generada por las limitaciones de 
refugio, abrigo, alimentación, agua y sa-
neamiento, así como la aparición de bro-
tes epidémicos que pueden presentarse en 
el lapso inmediato a la emergencia.

•	 Traumatismos psicológicos, generados 
por los efectos de la emergencia o desas-
tre; que interrumpen la regularidad en 
sus relaciones y rutinas diarias, las cua-
les pueden generar secuelas que alteran 
su desarrollo emocional, capacidades 
cognitivas y su inclusión en la sociedad.

•	 Separación de los NNA de sus familias, 
sus pares y su entorno social, debido a la 
muerte de sus padres o representantes, o 
por su desplazamiento.

Maltrato físico y psicológico, explotación 
infantil y abuso sexual al que pueden ser 
expuestos como consecuencia de la separación 
familiar, la perdida (sic) de la vivienda y de 
medios de subsistencia, del espacio educativo y 
otras causas sociales que se agudizan posterior 
a la emergencia o desastre.

•	 Pérdida de espacios educativos, producto 
del impacto de la emergencia o desastre 
sobre la infraestructura escolar y el siste-
ma educativo (o carencia de medios para 
su rápida recuperación en emergencias), 
así como el uso de las escuelas como 

8	 http://www.iin.oea.org/pdf-iin/Manual-operativo-para-
la-proteccion-integral-ninos-ninas-adolescentes-situa-
ciones-emergencia-desastre.pdf

albergues; relegando el derecho de los 
NNA a la educación.

Los riesgos a los que están expuestos 
NNA en una situación de emergencia varían 
de acuerdo con el contexto y los factores 
específicos (demográficos, sociales, culturales, 
económicos, políticos, entre otros).

También varía de niño/a a niño/a, es decir, 
dependiendo de la condición de género, edad, 
origen étnico, condiciones de vulnerabilidad y 
capacidades. (…)”.

El mismo manual establece que la respuesta 
ante el impacto de un evento generador de 
daños, sea una emergencia a menor escala, 
desastres, conflictos intempestivos o en curso 
u otro tipo de crisis, debe proporcionarse en 
cualquier circunstancia y dispone que el tiempo 
de respuesta debe incluir:

“(…) • 	 Las primeras 72 horas: acciones 
para procesos administrativos y operacionales;

•	 Las primeras 8 semanas: acciones perti-
nentes para respuesta crítica y recupera-
ción temprana;

•	 Posterior a las 8 semanas deben apli-
carse de forma inmediata y consecuente 
las acciones de respuesta y recuperación 
temprana, constituyendo la recuperación 
y la transición la programación ordina-
ria. (…)”.

Por su parte, las Normas Mínimas para la 
Protección de la Infancia en la acción humanitaria 
tienen la finalidad de fortalecer la respuesta 
humanitaria en emergencia con la participación 
de todos los actores, desde la preparación hasta 
todos los pasos de respuesta de la planificación 
de los programas, implementación y evaluación. 
Estas proponen “acciones de preparación” y 
“acciones de respuesta y recuperación”:

“(…) Preparación: es el conocimiento y las 
capacidades que desarrollan los gobiernos, los 
profesionales, las organizaciones de respuesta 
y recuperación, las comunidades y las personas 
para prever, responder, y recuperarse de forma 
efectiva de los impactos de los eventos o las 
condiciones probables, inminentes o actuales 
que se relacionan con una amenaza.

La preparación es una acción que se lleva a 
cabo en el contexto de la gestión del riesgo de 
desastres. Su objetivo principal es desarrollar 
las capacidades necesarias para gestionar de 
forma eficaz todos los tipos de emergencia y 
lograr transiciones metódicas y ordenadas desde 
la respuesta hasta una recuperación sostenida. 
La preparación se basa en el análisis sensato 
del riesgo de desastres y en el establecimiento 
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de vínculos apropiados con los sistemas de 
alerta temprana.

La preparación incluye actividades tales 
como la planificación de contingencias, la 
reserva de equipos y suministros, el desarrollo 
de disposiciones para la coordinación, la 
evacuación y la información pública, y 
la capacitación y los ejercicios de campo 
correspondientes. Estas actividades 
deben recibir el apoyo de las capacidades 
institucionales, jurídicas y presupuestarias 
formales.

Respuesta: Es el suministro de servicios de 
emergencia y de asistencia pública durante o 
inmediatamente después de la ocurrencia de un 
desastre, con el propósito de salvar vidas, reducir 
los impactos a la salud, velar por la seguridad 
pública y satisfacer las necesidades básicas de 
subsistencia de la población afectada.

La respuesta ante un desastre se centra 
predominantemente en las necesidades a corto 
plazo y algunas veces se le denomina “ayuda 
ante un desastre”. No está muy bien definida 
la división entre esta etapa de respuesta y la 
consiguiente fase de recuperación. Algunas 
acciones de respuesta, tales como el suministro 
de agua y de vivienda temporal, bien podrían 
ampliarse hasta la etapa de recuperación.

Recuperación temprana: El Grupo o Clúster 
de Recuperación Temprana define recuperación 
temprana como “la recuperación que inicia 
pronto en un escenario humanitario. Es un 
proceso multidimensional, que se guía por el 
desarrollo de principios. Tiene el objetivo de 
generar procesos autosostenibles y resilientes 
de control nacional para la recuperación 
poscrisis. La recuperación temprana comprende 
la restauración de servicios básicos, medios de 
vida, refugios, gobernanza, seguridad y el estado 
de derecho, dimensiones sociales y ambientales. 
Incluyendo la reintegración de poblaciones 
desplazadas. Estabiliza la seguridad humana y 
atiende los riesgos inherentes que contribuyeron 
a la crisis”. La recuperación temprana es un 
concepto relativamente nuevo que colma una 
brecha muy importante que existe entre la 
ayuda humanitaria y la recuperación a largo 
plazo, entre la dependencia y la autosuficiencia.

Si bien se trabaja en un marco de asistencia 
humanitaria, los que conforman los equipos 
de recuperación temprana piensan en el 
futuro, evalúan los daños sufridos por las 
infraestructuras, las propiedades, los sustentos y 
las sociedades. Su meta es permitir que haya una 
transición sin problemas hacia la recuperación 
a largo plazo, que restablezca los sustentos, 
las capacidades del Gobierno y la vivienda, y 

ofrecer una esperanza a los supervivientes de la 
crisis. (…)”9.

Si bien es cierto que, tanto la población 
rural como la urbana se encuentra expuesta a 
múltiples situaciones de emergencia y desastres, 
la vulnerabilidad de la población rural se 
podría ver incrementada en mayor magnitud 
ante la ocurrencia o inminencia de dichos 
eventos. Un área rural, según el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (Dane), 
“se caracteriza por la disposición dispersa 
de viviendas y explotaciones agropecuarias 
existentes en ella. No cuenta con un trazado o 
nomenclatura de calles, carreteras, avenidas, 
y demás. Tampoco dispone, por lo general, de 
servicios públicos y otro tipo de facilidades 
propias de las áreas urbanas”10, condiciones 
que de cierta manera dificultan la actuación 
del Estado en dichos territorios, pues allí 
existe menos oferta institucional que garantice 
un despliegue inmediato de las medidas de 
protección integral y prioritaria.

4.4. Licencia de protección al desarrollo in-
tegral de la primera infancia.

El artículo 49 de la Ley 99 de 1993 dispone 
que la licencia ambiental es requisito obligatorio 
y previo para la ejecución de obras, el 
establecimiento de industrias y/o desarrollo de 
cualquier actividad, que pueda producir deterioro 
grave a los recursos naturales renovables o al 
medio ambiente o introducir modificaciones 
considerables o notorias al paisaje.

Los artículos 50 y 51 de la citada ley 
consagraron que se entiende por licencia 
ambiental la autorización que otorga la autoridad 
ambiental competente para la ejecución de una 
obra o actividad, sujeta al cumplimiento por el 
beneficiario de la licencia de los requisitos que la 
misma establezca en relación con la prevención, 
mitigación, corrección, compensación y manejo 
de los efectos ambientales de la obra o actividad 
autorizada, las cuales serán otorgadas por la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA), las Corporaciones Autónomas 
Regionales y algunos municipios y distritos, de 
conformidad con lo previsto en la ley.

Así las cosas, la licencia ambiental es el 
principal instrumento del Estado para cumplir 
con su deber constitucional de protección al 
medio ambiente e imponer al beneficiario 
obligaciones en relación con la prevención, 
corrección, mitigación y compensación de los 
9	 Manual Operativo para la Protección Integral de Niños, 

Niñas y Adolescentes en Situaciones de Emergencia o 
Desastre de la Organización de los Estados Americanos.

10	 https://www.dane.gov.co/files/inf_geo/4Ge_Conceptos-
Basicos.pdf
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daños ambientales que se produzcan como 
consecuencia de la ejecución de una obra o 
actividad.

Según González Villa, el propósito principal 
de haber concebido la licencia ambiental 
como un instrumento de planificación y 
gestión ambiental fue “simplificar trámites y 
estudiar bajo un solo documento, en forma 
holística, sistemáticamente, todos los impactos 
ambientales que producía el proyecto, de 
manera que en un solo trámite se decidiera 
sobre las condiciones de uso de todos los 
recursos naturales renovables para adelantar 
el proyecto”.11

De esta manera, a través de la licencia 
ambiental, se logró simplificar procedimientos 
y trámites que anteriormente se encontraban 
dispersos.

La licencia ambiental, como instrumento de 
intervención y planificación ambiental, debe 
fijar unos límites para la ejecución de las obras 
y actividades de gran magnitud que conlleven 
un peligro de afectación grave a los recursos, el 
ambiente y la población en general12, incluyendo 
los grupos vulnerables.

Por otra parte, la Unicef se ha pronunciado 
sobre la importancia de que las empresas integren 
los derechos de los niños en las evaluaciones 
de impacto y puntualmente frente a los temas 
ambientales manifestó:

“(…) Los niños y los jóvenes de hoy son 
grupos de interés fundamentales en los debates 
sobre sostenibilidad y medio ambiente. Tanto 
hoy como en el futuro, los niños son los más 
afectados por cuestiones como el cambio 
climático, la escasez de agua y la urbanización. 
A causa de su fisiología y su mayor exposición 
al medio, los impactos del cambio climático y 
de la contaminación (del aire, del suelo, del 
agua y acústica) sobre los niños pueden tener 
consecuencias más graves y duraderas que sobre 
los adultos. Los niños se ven sometidos a riesgos 
medioambientales más graves que los adultos a 
causa de su tamaño físico, de la inmadurez de 
sus órganos, de sus índices metabólicos, de su 
curiosidad innata y del desconocimiento de las 
amenazas que presenta su entorno.

La responsabilidad de la empresa de 
respetar los derechos del niño incluye 
la obligación de reconocer el vínculo 
fundamental existente entre derechos del niño 
y las cuestiones medioambientales y de justicia 
11	 GONZÁLEZ VILLA, Julio Enrique. Derecho Ambiental 

Colombiano Parte General, Tomo I. Universidad Exter-
nado. 2006.

12	 Resolución 899 de 2010. Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible

intergeneracional (proteger el medioambiente 
hoy permite preservarlo para las generaciones 
futuras).

Las actividades corrientes de la empresa y el 
uso que esta haga de los recursos pueden tener 
un impacto importante sobre el medio ambiente, 
y como consecuencia sobre los grupos de interés 
afectados por sus actividades empresariales. Las 
empresas deberían tener en cuenta la especial 
vulnerabilidad de los niños frente a los riesgos 
que les afectan (en relación con la escasez de 
recursos, los desechos, la contaminación y 
la toxicidad) a la hora de fijar sus políticas y 
procedimientos de diligencia debida en materia 
medioambiental. Las empresas deberían 
asegurarse de que los planes de contingencia 
y las medidas de reparación tengan en cuenta 
los derechos de los niños, así como los de sus 
familias y comunidades. (…)”.13

Así mismo, Unicef considera que “El 
deterioro del medio ambiente produce un 
profundo impacto, de manera especial en los 
niños. La niñez está expuesta, desde la etapa 
prenatal, a una serie de amenazas ambientales 
que atentan contra la supervivencia, la salud y 
el desarrollo. En las regiones más pobres del 
mundo, uno de cada cinco niños muere antes 
de cumplir los cinco años de edad, en gran 
medida como consecuencia de enfermedades 
relacionadas con el medio ambiente, y cuyas 
causas, por ende, son prevenibles. Los niños, 
por otro lado, resultan ser protagonistas y 
portavoces dinámicos que pugnan por un mundo 
que ofrezca un medio ambiente equilibrado”14.

En este orden de ideas, actualmente las 
autoridades competentes en materia de 
licenciamiento ambiental, contemplan al 
momento de su otorgamiento, los impactos 
ambientales que pueden generar consecuencias 
en la población, incluidos los niños y las niñas, 
de manera que se asegure la garantía de sus 
derechos y la implementación de las medidas 
de mitigación pertinentes y por ellos no se 
estima conveniente la creación de una licencia 
autónoma para el efecto, como lo propone el 
proyecto.

4.5.	Conveniencia y pertinencia de las me-
didas previstas en el proyecto de ley

De acuerdo con los argumentos expuestos en 
los acápites anteriores y de manera transversal 
13	 Unicef. en colaboración con el Danish Institute for Hu-

man Rights. Los Derechos de los Niños en Evaluaciones 
de Impacto. 2013.

	 https://www.unicef.org/csr/css/Childrens_Rights_in_Im-
pact_Assissments_Spanish_Version.pdf

14	 Unicef. El niño y el medio ambiente. 1998
	 http://www.bvsde.paho.org/acrobat/super.pdf
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a todo el proyecto de ley, no se considera 
conveniente la creación de una nueva política 
pública, con una institucionalidad propia que 
regule de manera exclusiva la atención integral 
prioritaria a la primera infancia en situación de 
emergencia en zonas rurales y rurales dispersas. 
Lo anterior debido a que actualmente existe 
en nuestro Ordenamiento Jurídico la Política 
de Estado para el Desarrollo Integral de la 
Primera Infancia “De Cero a Siempre” creada 
y desarrollada mediante la Ley 1804 de 2016, 
cuyo ámbito de aplicación se extiende a lo 
largo de todo el territorio nacional y tiene como 
criterio focalizador la pobreza rural y las zonas 
rurales.

Según el artículo 209 de la Constitución 
Política de Colombia “La función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, la delegación 
y la desconcentración de funciones”. En esta 
línea, no es consecuente con los principios 
constitucionales de la función administrativa 
indicados, crear una Comisión Intersectorial de 
Monitoreo Vital de la Primera Infancia Rural 
conformada, básicamente, por los mismos 
integrantes de la Comisión Intersectorial para la 
Atención Integral de la Primera Infancia y con 
funciones similares.

Adicionalmente, la creación de una 
Comisión Intersectorial como la propuesta por 
la iniciativa legislativa requeriría de iniciativa 
gubernamental exclusiva o en su defecto el 
aval del Gobierno nacional, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 154 Superior15, pues esta 
tendría la condición de organismo del orden 
nacional, de acuerdo con el artículo 45 de la Ley 
489 de 199816.
15	 Artículo 154. Las leyes pueden tener origen en cualquie-

ra de las Cámaras a propuesta de sus respectivos miem-
bros, del Gobierno Nacional, de las entidades señaladas 
en el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos 
previstos en la Constitución.

	 No obstante, solo podrán ser dictadas o reformadas por 
iniciativa del Gobierno las leyes a que se refieren los nu-
merales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a), b) y e), del 
numeral 19 del artículo 150; las que ordenen participa-
ciones en las rentas nacionales o transferencias de las 
mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del 
Estado a empresas industriales o comerciales y las que 
decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas 
nacionales.

	 Las Cámaras podrán introducir modificaciones a los pro-
yectos presentados por el Gobierno.

	 Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su 
trámite en la Cámara de Representantes y los que se re-
fieran a relaciones internacionales, en el Senado.

16	 Artículo 45. Comisiones Intersectoriales. El Gobierno 

Por su parte, las definiciones propuestas en la 
iniciativa son reiterativas de las ya previstas en 
la Ley 1098 de 2006, en el artículo 4° de la Ley 
1804 de 2016 y en el artículo 4° de la Ley 1523 
de 2012.

No obstante lo anterior, el propósito de la 
iniciativa legislativa reviste de gran importancia 
para la protección integral de la primera infancia, 
por lo que se considera plausible y viable proponer 
disposiciones que, en lugar de crear una nueva 
política pública y una nueva institucionalidad, 
fortalezcan la política “De cero a siempre” frente 
a las situaciones de emergencia y desastres en 
las zonas rurales y rurales dispersas y utilizar 
la institucionalidad existente para hacer el 
seguimiento y articulación de la materia.

Desde la Ley 1098 de 2006 se advierte la 
importancia de esta materia, dispone en el 
numeral 15 del artículo 20 que los niños, niñas 
y adolescentes deben ser protegidos contra 
“los riesgos y efectos producidos por desastres 
naturales y demás situaciones de emergencia”; 
los numeral 21 y 27 del artículo 41 prevén 
como obligaciones del Estado, respectivamente 
“Atender las necesidades educativas específicas 
de los niños, las niñas y los adolescentes con 
discapacidad, con capacidades excepcionales 
y en situaciones de emergencia” y “Prestar 
especial atención a los niños, las niñas y los 
adolescentes que se encuentren en situación 
de riesgo, vulneración o emergencia”; el 
artículo 53 establece una serie de medidas de 
restablecimiento de derechos aplicables a los 
niños, niñas y adolescentes víctimas de desastres 
naturales u otras situaciones de emergencia.

Por su parte, no se considera conveniente 
la propuesta de creación de una Licencia de 
Protección al Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia, otorgada por el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar frente a proyectos que 
puedan tener impactos ambientales en las 
zonas rurales y por consiguiente en la primera 

nacional podrá crear comisiones intersectoriales para la 
coordinación y orientación superior de la ejecución de 
ciertas funciones y servicios públicos, cuando por man-
dato legal o en razón de sus características, estén a cargo 
de dos o más ministerios, departamentos administrativos 
o entidades descentralizadas, sin perjuicio de las compe-
tencias específicas de cada uno de ellos.

	 El Gobierno podrá establecer la sujeción de las medidas 
y actos concretos de los organismos y entidades compe-
tentes a la previa adopción de los programas y proyectos 
de acción por parte de la Comisión Intersectorial y dele-
garle algunas de las funciones que le corresponden.

	 Las comisiones intersectoriales estarán integradas por 
los ministros, directores de departamento administrativo, 
superintendentes y representantes legales de los organis-
mos y entidades que tengan a su cargo las funciones y 
actividades en referencia.
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infancia, se considera que: i) El otorgamiento 
de licencias ambientales cuenta con su propia 
regulación legal, así como con unas autoridades 
competentes en la materia; ii) La facultad para 
otorgar licencias ambientales escapa a las 
competencias asignadas al Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar; iii) si con la licencia 
ambiental se logró la simplificación de trámites, 
no se estima conveniente crear la exigencia 
de una nueva licencia cuyo propósito está 
subsumido en la que ya existe y, iv) las licencias 
ambientales prevén los efectos ambientales y los 
respectivos planes de mitigación sobre grupos 
vulnerables, como son los niños y niñas.

En conclusión, es de suma importancia 
la materia que aborda el proyecto de ley, sin 
embargo, la posibilidad de que continúe su 
trámite exige múltiples modificaciones que 
coadyuvarán a su optimización.

5.	 IMPACTO FISCAL DEL PROYEC-
TO DE LEY

Frente a la iniciativa bajo estudio, se considera 
que no se requiere el concepto del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público de que trata el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003, toda vez que el 
artículo 25 de la Ley 1804 de 2016 garantiza los 
recursos para la atención integral de la primera 
infancia en el país; sin embargo, se solicitó el 
concepto referido y a la fecha no se cuenta con 
una respuesta al respecto.

6.	 PLIEGO DE MODIFICACIONES
En atención a las observaciones realizadas, se 

propone una modificación integral al proyecto 
de ley, en el sentido de fortalecer la Política de 
Estado “De Cero a Siempre”; razón por lo cual 
se propone una modificación a la Ley 1804 de 
2016, con el propósito de dar mayor relevancia 
a la implementación de la política pública frente 
a la primera infancia sometida a situaciones de 
emergencia en zonas rurales y rurales dispersas.

Así mismo, en lugar de crear una Comisión 
Intersectorial de Monitoreo Vital de la Primera 
Infancia Rural, se propone que al interior de 
la Comisión Intersectorial para la Atención 
Integral de la Primera Infancia se cree una mesa 
técnica con funciones en materia de situaciones 
de emergencia y de primera infancia rural.

En cuanto a la Licencia de Protección al 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia, se 
propone la eliminación de esta disposición, pues 
como se indicó, las autoridades competentes 
ya consideran en el otorgamiento de licencias 
ambientales los efectos de este tipo que pueden 
generarse puntualmente en la primera infancia y 
los respectivos planes de mitigación.

Por consiguiente, se propone también una 
modificación al título de proyecto de ley y a la 
estructura del mismo.

7.	 PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores 

consideraciones, de manera respetuosa solicito a 
la Comisión Séptima del Senado de la República 
dar primer debate al Proyecto de ley número 
06 de 2018 Senado, por medio de la cual se 
garantiza la atención integral prioritaria a la 
primera infancia en situación de emergencia 
vital en zonas rurales y rurales dispersas, 
conforme al pliego de modificaciones.

8.	 TEXTO PROPUESTO PARA PRI-
MER DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE EN LA COMISIÓN SÉPTIMA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 06 DE 

2018 SENADO 
por medio de la cual se adiciona la Ley 1804 de 

2016.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
Artículo 1°. La presente ley tiene por objeto 

fortalecer la Política de Estado para el Desarrollo 
Integral de la Primera Infancia De Cero a 
Siempre ante la ocurrencia de situaciones de 
emergencia en zonas rurales y rurales dispersas.

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo del 
artículo 6° de la Ley 1804 de 2016, el cual 
quedará así:
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“Parágrafo. En atención a las particularidades 
de la dinámica poblacional, así como de la 
diversidad geográfica de los territorios rurales 
del país, se diseñarán e implementarán, como 
parte integral y prioritaria de la política de 
primera infancia, esquemas específicos para la 
atención integral de los niños y niñas en primera 
infancia que habitan estas zonas. Los niños 
y niñas en primera infancia de los territorios 
rurales serán focalizados de manera prioritaria.

Los esquemas específicos que trata el 
inciso anterior deberán contemplar medidas de 
protección inmediata frente a situaciones de 
emergencia que afecten o tengan la potencialidad 
de afectar a los niños y niñas en primera infancia. 
Así mismo, dichas medidas deberán cubrir, 
por lo menos: atención prioritaria en salud, 
educación inicial prioritaria y la habilitación de 
ambientes sanos y adecuados.

Artículo 3. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 11 de la Ley 1804 de 2016, el cual 
quedará así:

“Parágrafo 1°. Al interior de la Comisión 
Intersectorial para la Atención Integral 
de la Primera Infancia existirá una mesa 
técnica encargada de hacer seguimiento a la 
implementación de la Política de Estado para 
el Desarrollo de la Primera Infancia de Cero a 
Siempre en las zonas rurales y rurales dispersas 
y frente a la ocurrencia de situaciones de 
emergencia.”

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su promulgación y deroga las demás 
normas que le sean contrarias.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veinte (20) días del mes 

de septiembre del año dos mil dieciocho (2018)
En la presente fecha se autoriza la 

publicación en Gaceta del Congreso de la 
República, el siguiente informe de ponencia 
para primer debate, pliego de modificaciones y 
texto propuesto para primer debate.

Número del proyecto de ley: número 06 de 
2018 Senado.

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado 
en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 
2011.

El Secretario,

Gaceta número 745 - Viernes, 21 de septiembre de 2018
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de Televisión, y se dictan otras disposiciones............	 1
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y se dictan otras disposiciones....................................	 34
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